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Esta publicación es el resultado de un proyecto 
piloto de enseñanza investigativa que finalizó 
en marzo del 2015, con una excursión estudi-
antil a Colombia. Durante dos semanas, diecis-
éis estudiantes, acompañadxs por tres docen-
tes del Instituto de Estudios Latinoamericanos 
de la Freie Universität Berlin, se dedicaron a 
conocer e investigar problemáticas de acceso 
inclusivo y excluyente a recursos naturales, y 
educativos. El objetivo de esta publicación es 
doble: por un lado, demostrar la multiplicidad 
y diversidad de temas y aspectos, los cuales ti-
enen como objeto común el estudio del acce-
so a recursos en Colombia y cómo éste sigue 
influenciado por el conflicto armado. Por otro 
lado, nos urge demostrar que los análisis que 
se hacen en este volumen −por ejemplo, acerca 
del acceso a la tierra, las discusiones sobre el 
(post-) conflicto, el tema de la producción de co-

Introducción: Excursión a Colombia bajo el lema 
de una enseñanza investigativa decolonial 

Nina Lawrenz

nocimiento decolonial, etc.− no se pueden rea-
lizar sin incluir una perspectiva interseccional, 
multidisciplinaria y decolonial, que nos permita 
discutir los temas a nivel más crítico e integral. 
Todos los textos de esta publicación son el re-
sultado de discusiones, entrevistas, encuentros 
y experiencias que lxs estudiantes vivenciaron 
durante nuestra excursión, y son producto del 
intento por encontrarse en Colombia para un 
intercambio de saberes mutuo que ofrece la 
posibilidad a todxs los participantes de reflexio-
nar el propio posicionamiento. Esta publicación 
quiere contribuir a la idea de que la producción 
de conocimiento académico debe de ser pro-
ducto de un intercambio a nivel igualitario y los 
diferentes artículos de este volumen intentan 
dar una idea de cómo ha funcionado este acer-
camiento durante el proceso de investigación 
que se realizó durante la excursión.

Foto grupal (Foto: Rebecca Paulus) 
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Colombia, como país, como sociedad, como 
tierra de conflicto y como lugar de múltiples 
realidades sociales y regionales, se ha converti-
do en un punto de interés académico universal 
para distintas disciplinas y lugares, sobre todo 
del Norte Global. Desde hace algunos años este 
interés se ha podido manifestar y profundizar 
porque, con las negociaciones de paz y la paci-
ficación en grandes partes del país, existe la po-
sibilidad de realizar investigaciones en aquellas 
zonas rurales −antes inaccesibles− sin mayores 
riesgos. Esto, sin embargo, crea un ‘nuevo’ ries-
go que consiste en un análisis y una interpre-
tación de los acontecimientos, las estructuras 
sociales y las expresiones culturales desde una 
perspectiva hegemonial por parte de investiga-
dorxs que cuentan con trayectorias académicas 
en el Norte Global y establecen una cultura ci-
entífica dominante, que no tome en cuenta las 
mismas perspectivas colombianas.
 
Sin embargo, por parte del Instituto de Estudios 
Latinoamericanos de la Freie Universität Berlín 
y lxs participantes del proyecto, existía un gran 
interés por entender los acontecimientos en 
Colombia desde una perspectiva que incluy-
era la producción de conocimiento local. Esta 
idea llevó a la organización de una excursión 
académica que permitiera intercambiar nues-
tras ideas y discutir nuestras hipótesis con lxs 
expertas e interesadxs, tanto académicxs como 
activistas y desde la sociedad civil en Colombia.
El interés temático se enfocó en el acceso a re-
cursos en una región tan rica en recursos soci-
ales y naturales, y que al mismo tiempo tuvo y 
tiene − desde la perspectiva que se pudo desar-
rollar en base a los textos y las informaciones 
que han llegado a la academia alemana− difi-
cultades bastante grandes en la distribución 
equitativa de estos bienes.

Se trata del desafío, para jóvenes investiga-
dorxs, de enfrentarse con un análisis que esté 
cerca de la sociedad civil. El aprendizaje dentro 
de los Estudios Regionales requiere de por si 
una mirada transnacional que reflexione sobre 
los respectivos posicionamientos tanto de las 
personas que investigan, así como de las per-
sonas que están en el centro de la investigaci-
ón. Nuestras metas en este proyecto han sido: 
primero, establecer una relación científica y so-
cial entre las personas que juegan un rol dentro 
del proceso de investigación; y segundo, hemos 
buscado llegar a un nivel en el que las relaci-
ones jerárquicas tanto entre investigadorxs y 

sujetos de investigación como las relaciones 
hegemónicas entre academia y sociedad civil, 
y sobre todo entre Norte y Sur, se disuelvan. 
Partimos de la convicción de que esta es la úni-
ca base posible para una investigación igualita-
ria, justa y decolonial. Las contribuciones que 
surgieron de nuestro intercambio entre acadé-
micxs y actores sociales colombianxs, y alema-
nes, se basan en la idea de un intercambio de-
colonial. Ya desde el principio del proyecto nos 
enfrentamos con la pregunta acerca de cómo 
poder realizar un intercambio, un aprendizaje 
mutuo y un proceso de investigación que fuera 
rico para todxs lxs participantes y que no re-
produjera relaciones hegemónicas dentro de la 
producción de conocimiento.
 
La preparación de dicha excursión se basó en la 
idea de que lxs participantes, por un lado, tuvie-
ran un conocimiento profundo de la región que 
íbamos a (re-)conocer, que fueran preparadxs 
con proyectos de investigación propios que 
estuvieran conectados con el tema principal de 
la excursión. Este último desafío funciona a la 
vez como hilo conductor para esta publicación. 
Resultó imprescindible además reflexionar(se) 
como académicxs formadxs mayoritariamente 
en el Norte Global, actores de la producción de 
conocimiento global y, mayoritariamente, cre-
cidxs en una tradición de producción de cono-
cimiento hegemonial que tiende a convertir el 
interés en un tema, en una objetivación de ‘unx 
otrx’ que se está observando sin respetar y dar 
la oportunidad de que las contribuciones de lxs 
mismxs actores jueguen un papel en los temas 
y la investigación. Nuestro reto fue el de abrir 
el espacio a investigaciones decoloniales y a un 
aprendizaje, y una enseñanza, que invitaran a 
reflexionar el propio posicionamiento tanto en 
el entorno académico como en diferentes espa-
cios sociales.

A continuación nos acercaremos primeramen-
te a la concepción pedagógica −la enseñan-
za investigativa− que nos guio tanto durante 
la preparación como en todo momento de la 
excursión. Más adelante nos referiremos al 
acercamiento teórico decolonial −base episte-
mológica de la contribución−, que en la tercera 
parte complementamos desde la perspectiva 
interseccional, para así lograr una mayor com-
prensión de las relaciones de poder y los po-
sicionamientos en el tema de los recursos. A 
lo largo de la introducción se discute también 
el tema de las producciones de conocimiento 
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en el marco de nuestro proyecto de enseñan-
za investigativa. Este tema nos acompañó tan-
to durante la preparación como a lo largo de 
la realización de este proyecto, como resultado 
de una toma de conciencia sobre la hegemonía 
existente en la producción de conocimiento, 
así como la necesidad de investigar y trabajar 
juntxs, y con resultados, que se reintegren den-
tro de los mismos procesos y proyectos analiz-
ados.

Enseñanza investigativa
Para poder dar a lxs participantes del proyec-
to la posibilidad de no solamente actuar como 
observantes de reflexiones hechas, basamos 
nuestro proyecto a nivel didáctico en el princi-
pio de la enseñanza investigativa. La enseñanza 
investigativa es un planteamiento que intenta 
reducir la distancia actual entre la 
investigación y la enseñanza en la 
educación (superior) y fortalecer las 
competencias investigativas en lxs 
estudiantes e integrarlos más en los 
proyectos investigativos de lxs do-
centes. La enseñanza investigativa 
se basa en tres principios. Primero, 
hay que destacar que la base de una 
competencia investigativa es un co-
nocimiento científico amplio, tanto 
de las bases teóricas como de los re-
sultados actuales de la investigación 
que se está realizando. Segundo, es 
importante desarrollar contextos de 
investigación y práctica como, por 
ejemplo, realizar y practicar entre-
vistas con anterioridad a las situa-
ciones investigativas verdaderas. Al 
mismo tiempo se enfoca dentro de 
la teoría de la enseñanza investiga-
tiva, la relevancia de llevar a cabo 
procesos grupales para desarrollar, 
comparar y discutir proyectos inves-
tigativos −como fue el caso de nu-
estro proyecto en que cinco grupos 
temáticos se apoyaron mutuamente en la teo-
rización y la realización de sus propias investi-
gaciones. El tercer principio corresponde a una 
de las mayores motivaciones para lxs docen-
tes del proyecto para trabajar en base a este 
acercamiento didáctico y se basa en la idea de 
desarrollar un hábito investigativo basado en la 
veracidad, la curiosidad y el desarrollo de una 

perspectiva crítica1. De esta forma, dentro de 
nuestro proyecto no solamente resultó impor-
tante que lxs estudiantes se enfrentaran a los 
resultados de diferentes investigaciones, acom-
pañaran a lxs docentes o conocieran los cono-
cimientos producidos desde la misma región 
en este proceso, sino que se trató también de 
que lxs estudiantes realizaran una investigaci-
ón propia, guiada por las tres expertas del equi-
po, pero también en intercambio con lxs otrxs 
estudiantes y tomando como base entrevistas 
y conversaciones con expertxs en Colombia; es 
decir, bajo la forma de un intercambio de sabe-
res. Dentro de este contexto, lxs estudiantes 
pudieron basarse en los resultados y contac-
tos de los proyectos MISEAL2 y GLOCON3,  de 
la Freie Universität, y tomar investigaciones rea-
lizadas en el marco de dichos proyectos como 
ejemplos de buenas prácticas para sus propias 
investigaciones.

Nos importaba enfocar nuestro proyecto desde 
este acercamiento didáctico para desarrollar la 
competencia investigativa de lxs estudiantes, 
ya que éstxs estudian una carrera enfocada en 

1   cf. http://www.fu-berlin.de/sites/fol/konzept/leitbild/
index.html

2   http://www.miseal.org

3   http://www.land-conflicts.fu-berlin.de/en/index.html

Entrevista con activistas en los Montes de María en la Región Caribe de Colombia 
(Foto: Hanna Thiesing)
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la investigación. Desde el principio del proyecto 
se estableció claramente que iban a ser lxs mis-
mxs estudiantes, quienes estudian una carrera 
en Alemania, lxs que iban a realizar sus propias 
investigaciones en Colombia. Esto hizo surgir 
inmediatamente la pregunta por el propio posi-
cionamiento dentro de la producción de cono-
cimiento. Discutimos profundamente el tema 
de los lugares de enunciación, saberes del Nor-
te y del Sur Global, el “viaje” de diferentes pa-
radigmas y teorías, así como la pregunta por 
una investigación que, por un lado, no repro-
duzca relaciones de poder hegemónicas entre 
la producción de conocimiento del Norte y el 
Sur, y que al mismo tiempo dejara espacio para 
un intercambio igualitario entre investigadorxs, 
académicxs y activistas de ambos continentes. 
Es por esto que se consideró fuertemente la re-
flexión sobre saberes y conocimientos decolo-
niales.

Saberes y conocimientos decoloniales
Como parte del acercamiento epistemológico 
en el centro de este proyecto, se revela una 
perspectiva decolonial que tiene como meta 
producir y distribuir conocimientos desde una 
perspectiva igualitaria. Una producción de co-
nocimiento decolonial significa, entender “las 
prácticas y formas de conocimiento de sujetos 
colonizados” (Maldonado-Torres 2007: 160). 
Esta perspectiva se traduce en la necesidad de 
una autoreflexión por parte de investigadorxs, 
que evite la reproducción de estructuras colo-
niales y el acercamiento a sus investigaciones 
desde una perspectiva colonial, que convierta 
a los actores locales en objetos subalternos. De 
esta forma, se trata de una condición básica 
dentro de la investigación por parte de un gru-
po de investigadorxs del Norte Global, el refle-
xionar sobre “los procesos históricos que die-
ron lugar, y que aún mantienen, la colonialidad 
como lógica de dominación, exclusión, jerarqui-
zación, imposición y legitimación de determina-
dos sujetos, prácticas y saberes” (Díaz M. 2010: 
219). Al mismo tiempo resultó importante que 
ésta perspectiva decolonial fuera, a la vez, una 
perspectiva feminista, que no solamente refle-
xione sobre las jerarquías hegemónicas a nivel 
de la producción de conocimiento a nivel glo-
bal, sino que también, tome como base las re-
flexiones sobre la construcción de identidades 
feministas. De esta forma fue posible refle-
xionar las jerarquías sociales enfocando las 

desigualdades existentes en las posibilidades 
de producción de conocimiento, ya sea por la 
existencia de desigualdades de género, de et-
nicidad, de clase etc. (Espinoza-Miñoso 2014). 
Este acercamiento permite reflejar nuestro 
acercamiento a la temática de los accesos a los 
recursos en Colombia y, al mismo tiempo, está 
presente dentro de las mismas temáticas. Del 
estudio de las temáticas del acceso a territori-
os, la distribución de los recursos naturales y 
las luchas por su redistribución justa e igualita-
ria, así como las luchas y desafíos en el sistema 
educativo, surge que ninguna de estas temáti-
cas puede reflexionarse sin tomar en cuenta 
una perspectiva decolonial e interseccional que 
incluya y reflexione sobre las relaciones socia-
les y las jerarquías que se entrecruzan, no sola-
mente a nivel de las relaciones de género, sino 
que también en sus conexiones con regímenes 
clasistas, racistas y heteronormativas.

Estas reflexiones sobre las producciones de co-
nocimiento son un punto clave en nuestras pro-
pias investigaciones y posicionamientos como 
investigadorxs. Es así como nuestro proyecto 
no solamente tuvo como meta iniciar a lxs estu-
diantes en la realización de una investigación 
propia, ya desde un momento temprano de sus 
estudios, y apoyarles en este proceso, sino al 
mismo tiempo se trató de reflexionar el propio 
lugar, la propia institución de enunciación, la 
universidad.

Una institución de educación superior, como 
productora de conocimiento, está confronta-
da con este desafío de autoreflexión sobre sus 
propios procesos de investigación y enseñanza 
a muchos niveles. La matriz colonial está inscri-
ta en la educación (superior) tanto en sus con-
tenidos como en sus estructuras. Para super-
arla y dar espacio a reflexiones críticas dentro 
del mismo sistema universitario, Pérez Jiménez 
declara que hay que asumir “la necesaria ad-
opción de formas fronterizas para entender los 
lugares de enunciación orientados a consolidar 
el proyecto educativo decolonial” (2012: 307). 
Castro Gómez (2007: 80 y ss.) explica que una 
reflexión decolonial −que analice los procesos 
de la producción, las hegemonías dentro de es-
tos y sus condiciones tanto como sus mismos 
productores dentro de la universidad−, sólo 
funciona a través de un acercamiento transdici-
plinar, que incluya diversas ideas y acercamien-
tos, y transnacional, e incluya voces subalter-
nas, las cuales muchas veces no forman parte 
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del diálogo académico, ya sea por su posiciona-
miento global así como por el posicionamiento 
de las mismas personas productoras de un co-
nocimiento específico pero que, a su vez, están 
excluidas a causa de su estatus social.

Este desafío requiere por parte de parte de 
lxs investigadorxs una fuerte reflexión y una 
conciencia por descolonizar el saber y el lugar 
de producción de este mismo saber, es decir, 
la universidad4. Las universidades latinoame-
ricanas –que en marco de nuestro proyecto 
fueron la vez punto de partida, lugar de inter-
cambio y objeto de estudio− “no sólo arrastran 
a la ‘herencia colonial’ de sus paradigmas sino 
(...) contribuyen a reforzar la hegemonía cultu-
ral, económica y política de Occidente” (Castro 
Gómez 2007: 79). Asumiendo que las herenci-
as coloniales se traducen continuamente en la 
universidad, tanto en los contenidos como en 
sus estructuras jerárquicas (ibíd.), queda clara 
la necesidad de una reflexión profunda sobre 
estas estructuras y sus relaciones de poder, 
dentro de cada una de nuestras contribucio-
nes. Como una forma de lograr esto, Castro Gó-
mez propone la emergencia de “tender puen-
tes hacia un diálogo transcultural de saberes” 
(ibíd. 80).

En este relato, Catherine Walsh (2007: 224), 
destaca que hasta el día de hoy, la producción 
de conocimientos latinoamericanos no ha sido 
considerada un conocimiento válido. Por el 
contrario, la misma producción de conocimien-
to, o inclusive también el mismo conocimiento, 
se ha convertido en objeto de estudio. Esta geo-
política del conocimiento (Mignolo 2001), es la 
que nos urgía y urge evitar, aplicando una per-
spectiva decolonial que no jerarquice de acuer-
do al lugar de enunciación del conocimiento, 
poniendo a la vez énfasis en la producción de 
conocimiento colombiana.

Lo que quisiéramos demostrar entonces es que, 
para lograr una producción de conocimiento 
decolonial, liberada de regímenes y jerarquías 
sexistas, racistas, clasistas, etc., no solamente 
es necesario reflexionar sobre las estructuras 
coloniales y las relaciones de poder que sur-
gieron de éstas, sino que también es necesa-

4   En este contexto nos referimos sobre todo a una de las 
tareas de la universidad que, según Lyotard, corresponde 
al “progreso moral de la humanidad” (Lyotard 1990: 63), 
que va más allá de su pura función en la formación de 
técnicxs para el progreso de la nación.

rio incorporar  una versión productiva hacia el 
futuro, basada en el diálogo transcultural, que 
combine diferentes voces y perspectivas que se 
comunican a nivel igualitario y desarrollan per-
spectivas, y conocimientos, conjuntamente.
 
En nuestro proyecto, entonces, se reflexionó 
desde un comienzo sobre el propio posicion-
amiento (privilegiado), tanto a nivel académi-
co como a nivel personal, para poder abrir y 
entrar en aquellos espacios marcados por es-
tos intercambios productivos de aprendizaje 
y enseñanza mutua. Hubo que salirse de las 
fronteras epistémicas y reflexionar sobre los 
desafíos epistemológicos (desarrollados por 
Gaston Bachelard, cf. Diaz-Bone 2007) para 
aprovechar las confusiones que pueden surgir 
en el contexto de un intercambio de saberes 
que incluye múltiples procesos de traduccio-
nes, tanto a nivel literal como a nivel transcul-
tural. Fue así nuestro caso, en que nos encont-
ramos en situaciones donde hubo que llevar a 
cabo diversas traducciones de diferentes con-
textos locales y sociales. En cada una de estas 
ocasiones la meta fue entrar en un diálogo −en 
vez de confrontar(se)− y llevar a cabo (juntxs) 
una producción de conocimiento que usara las 
confusiones y desafíos epistemológicos de ma-
nera constructiva y como fuente para creación 
de nuevos saberes. Para acercarse desde una 
perspectiva decolonial que respete y refleje la 
heterogeneidad y la diferencia de los sujetos y 
objetos de estudio, es imprescindible entender 
que ésta, ya desde su propia concepción es o 
debe ser una mirada interseccional.

Una perspectiva interseccional
La perspectiva decolonial que quisimos poner 
en práctica se estuvo conectada con la intersec-
cionalidad, perspectiva dada a conocer como 
tal por la abogada estadounidense Kimberlé 
Crenshaw (1989). Ésta describe los entrelaz-
amientos de las desigualdades y exclusiones 
expresadas por las mujeres negras que no es-
taban siendo representadas en las luchas soci-
ales en EE. UU. durante los años 1970. El mis-
mo concepto ya había estado presente desde 
hace décadas en muchos de los análisis y de las 
luchas de feministas latinoamericanas y/o del 
Sur Global, quienes basaban su quehacer en 
perspectivas decoloniales y reflexionaban so-
bre sus posicionamientos e identidades desde 
perspectivas múltiples (Anzaldúa 1987; Mora-
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ga y Anzaldúa 1983; Brah 1996; Lugones 1992; 
Mohanty 1988; Sandoval 1998; Viveros 2004).

La teoría interseccional intenta explicar “relati-
onships among multiple dimensions and moda-
lities of social relations and subject formations” 
(McCall 2005: 1771). El paradigma intersecci-
onal se basa en teorías deconstructivistas de 
género, por lo tanto, al aplicar la teoría inter-
seccional se intenta no sólo no reesencializar 
categorías, sino reflexionarlas también desde 
una perspectiva intercategorial. Esto significa 
que no solamente se reflexiona cómo los posi-
cionamientos están influenciados producto de 
una interdependencia de categorías. Lo que se 
reflexiona es la misma construcción de la cate-
goría. La inclusión de una perspectiva anticate-
gorial destaca la capacidad de negarse a una 
reesencialización de las categorías a las que 
se recurre en un análisis (ibíd.). En los mismos 
análisis interseccionales se refiere no solamen-
te al nivel representativo de las categorías, sino 
que también a los niveles estructurales y sim-
bólicos, para entender la construcción de posi-
cionamientos desiguales en diferentes contex-
tos (Winker y Degele 2009).

La incorporación de un acercamiento intersec-
cional para en el estudio del (restringido) acce-
so a recursos en una región que está en todos 
los niveles influenciada por el conflicto armado 
nos parece imprescindible, porque da la opor-
tunidad de ampliar la vista y considerar el en-

trelazamiento de diferentes exclusiones que 
viven muchxs colombianxs a nivel del acceso a 
territorios o instituciones educativas. Al mismo 
tiempo, este acercamiento sirve para disolver 
las categorizaciones de víctima vs. victimario, 
gracias a su capacidad de desjerarquizar ca-
tegorías y estructuras de representación so-
cial, cultural y política (Klinger y Knapp 2007). 
Muchas científicas posicionadas en contextos 
poscoloniales, como por ejemplo bell hooks 
(1981) u Ochy Curiel (2009), desarrollan acer-
camientos interseccionales combinándolos con 
debates sobre acercamientos poscoloniales al 
tema de la producción de conocimiento. Aurde 
Lorde (1984) postula en su famoso ensayo “The 
Masters Tool Will Never Dismantle The Masters 
House”, la importancia de reflexionar no sola-
mente sobre el objeto de estudio y su posicio-
namiento, sino que también el propio posicio-
namiento diversificado, y las propias maneras 
y herramientas de investigación, y sus raíces 
epistemológicas. Estas autoras reflexionan los 
posicionamientos de producciones de conoci-
miento, así como sus condiciones y recursos, 
en base al capital social, desde una perspectiva 
interseccional que permite reflexionar el posici-
onamiento de una persona que tenga la capa-
cidad y posibilidad de enunciar y convertirse en 
interlocutor de conocimiento. La perspectiva 
interseccional de estas autoras se basa prime-
ramente en la interdependencia entre sexismo 
y racismo, sin reproducir ambos, y reflexiona 
sobre las relaciones de poder que se expresan 

Encuentro con estudiantes en la Universidad de Antioquia (Foto: Rebecca Paulus)
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también en estructuras y comportamientos cla-
sistas, heteronormativas y ableistas. Esta base 
epistemológica interseccional que permite re-
flexionar sobre las desigualdades sociales y los 
diferentes accesos a recursos, y al mismo tiem-
po ayuda a entender diferentes posibilidades y 
momentos de una producción de conocimiento 
en Colombia, forma una base teórica importan-
te para los artículos de esta publicación.

Lxs estudiantes que participaron de estos pro-
cesos de investigación en Colombia, son ellxs 
mismxs generadorxs y productorxs de cono-
cimiento en un campo de saber y poder; y se 
posicionan y están posicionadxs en un campo 
en el que ellxs mismxs, según sus posiciona-
mientos interseccionales, excluyen o incluyen 
formas de saberes y posicionamientos. Es en 
este contexto que algunos artículos de esta pu-
blicación buscan reflexionar sobre la construc-
ción hegemónica de posiciones y de las mismas 
categorías.

Nuestra excursión a Colombia: temas y 
estaciones
Tomando como base las reflexiones anteriores 
sobre las concepciones didácticas y epistemo-
lógicas del proyecto, a continuación se presen-
tarán brevemente las “estaciones” que forma-
ron parte de la excursión a Colombia durante 
marzo del 2015.

Preparamos nuestra ruta con-
siderando tanto los intereses 
de lxs estudiantes como las po-
sibilidades de cooperación con 
instituciones de educación su-
perior, instituciones estatales y or-
ganizaciones no gubernamentales 
(ONG), con las cuales en algunos 
casos ya existían contactos pro-
ducto de los proyectos anteriores. 
Al enfocar el tema de los recursos 
tanto en la educación como a ni-
vel de recursos naturales como 
la tierra era evidente que, por 
un lado, queríamos intercambiar 
con personas de diferentes uni-
versidades y dentro de ellas con 
personas que trabajaran temas 
parecidos a los nuestros para de 
esa forma obtener un efecto dob-
le: por un lado, conocer el funcio-

namiento y los recursos dentro de las mismas 
universidades y, por otro lado, conocer su pro-
ducción de conocimiento en relación al tema de 
los recursos. Al mismo tiempo resultó impor-
tante visitar las zonas donde se dan las luchas 
por los territorios, tanto a nivel urbano como 
a nivel rural. La presencia del conflicto armado 
dentro de cualquier investigación en Colombia 
es tan importante que dedicamos todo un capí-
tulo (2) para entender el contexto en que sur-
gen los contenidos que se presentarán en esta 
publicación.

Nuestro ‘viaje’ nos llevó tanto a universidades 
en Bogotá, Medellín, San Andrés, Cartagena, 
Barranquilla y Santa Marta. Además, tuvimos 
la oportunidad de discutir con representantes 
de diferentes ONGs en el Centro de Investiga-
ción y Educación Popular - Programa por la Paz 
(CINEP/PPP), así como de la red feminista an-
timilitarista en Medellín, y representantes de 
diferentes grupos de interés (campesinxs, af-
roamericanxs, indígenas) en el contexto de sus 
propias negociaciones sobre los territorios en 
la región Montes de María, en el norte de Co-
lombia. Ya con estas experiencias visitamos la 
Universidad de Antioquia y pudimos aprender 
desde los principios de la Maestría de la Mad-
re Tierra, junto a las ideas de la pedagogía y la 
investigación decolonial. En los siguientes días, 
en la Isla de San Andrés, la excursión se orientó 
tanto a los conflictos fronterizos y sociales que 
asumen presencia en la isla hoy, así como en 
las ventajas y los problemas creados por el tu-

Jardín botánico en San Andrés (Foto: Rebecca Paulus)
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rismo masivo, siendo éste hoy en día la princi-
pal fuente de ingresos para la población local.
Las últimas tres paradas nos llevaron a la costa 
caribeña del país y nos permitieron conocer la 
diversidad natural y cultural del país. En Carta-
gena, después de una visita a su principal uni-
versidad, nos encontramos con activistas de las 
organizaciones de poblaciones desplazadas, ét-
nicas y campesinas. En el CINEP/PPP, en María 
la Baja, intercambiamos con representantes de 
diferentes organizaciones no-gubernamenta-
les sobre la historia de la región en el conflicto 
armado de Colombia, así como también sobre 
el impacto de las plantaciones de palma en la 
región.

Para mayor información, existe una página web 
detallada que ilustra la excursión, sus estacio-
nes y sus metas5.
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Entre conflicto armado y post-conflicto: 
Colombia en una encrucijada 

Jessica Laura Hübschmann, Hanna Thiesing, Kristina Dietz

A Colombia se le conoce principalmente por su 
larga historia de conflicto armado, por la presen-
cia de grupos armados −tanto guerrillas como 
paramilitares−, el narcotráfico y la producción 
de cultivos ilícitos (coca), y por altos índices de 
desigualdades. El objetivo de este capítulo es 
presentar una reflexión sobre el conflicto ar-
mado interno en Colombia, así como el con-
texto que ha marcado las relaciones sociales y 
de género en Colombia durante los últimos 60 
años. Desde ahí discutimos los logros y debili-
dades de la Constitución de 1991 en cuanto a 
sus alcances por promover un orden social igu-
alitario e inclusivo. En la última parte nos dedi-
camos a las actuales negociaciones de paz, que 
se están realizando en la Habana, Cuba entre la 
guerrilla Fuerzas Armadas Revolucionarias de Co-
lombia (FARC) y el gobierno colombiano desde 
octubre 2012, y al proceso de justicia transici-
onal. En la conclusión reflexionamos sobre las 
posibilidades de que estas negociaciones pue-
dan convertirse en un comienzo de transforma-
ciones estructurales profundas en Colombia.

El conflicto armado interno en 
Colombia
Durante más de 60 años, Colombia ha padeci-
do un conflicto armado interno caracterizado, 
en primer lugar, por el enfrentamiento violen-
to entre grupos guerrilleros, paramilitares y el 
Estado, representado por sus fuerzas armadas. 
Lo particular de este conflicto es que desbor-
da las confrontaciones entre estos actores ar-
mados, hecho que se puede observar en las 
altas cifras de civiles afectados por la violencia. 
Durante mucho tiempo, estas víctimas fueron 
ignoradas y consideradas como “un efecto re-
sidual de la guerra y no como el núcleo de la 
regulación de esta” (Centro Nacional de Memo-

ria Histórica 2014: 15). Es apenas en los últimos 
años que las víctimas se han podido hacer visi-
bles a través de su lucha por el reconocimiento 
de sus derechos a justica, verdad, reparación 
y no-repetición. Hasta el día de hoy, la Unidad 
para la Atención y Reparación Integral a las 
Víctimas (UARIV), la institución encargada con 
la implementación de la Ley de víctimas y resti-
tución de tierras (Ley 1448), que entró en vigor 
en 2011, ha registrado más de ocho millones de 
víctimas del conflicto armado. La cifra de pobla-
ción desplazada en Colombia es de las más al-
tas a nivel mundial. Las poblaciones indígenas 
y afrocolombianas son afectadas de manera 
desproporcional (ACNUR 2015: 23).

En este sentido es importante dejar claro de 
entrada, que el conflicto en Colombia no es so-
lamente el enfrentamiento violento entre acto-
res armados, sino que las lógicas del conflicto y 
de la violencia son más amplias y se manifies-
tan también en el control de territorio, el des-
pojo de tierras, el dominio político de diferen-
tes zonas y la apropiación de recursos legales e 
ilegales (Centro Nacional de Memoria Histórica 
2014: 17).

Panorama del conflicto

Una explicación de los orígenes del conflicto 
armado en Colombia es el enfrentamiento vio-
lento entre el partido liberal y el partido conser-
vador durante los años 1950 en la época llama-
da “La Violencia”. Esta fue provocada primero 
por el cambio del gobierno ocurrido en 1946 y 
la victoria electoral del candidato presidencial 
conservador Ospina Pérez. Poco después de 
las elecciones comenzaron enfrentamientos 
violentos entre los partidarios de los dos par-
tidos tradicionales. Estos culminaron después 
del asesinato del candidato liberal para la presi-
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dencia Jorge Eliécer Gaitán el 9 de 
abril de 1948 (Rehm 2014; Fajar-
do 1985). Esta época dejó más de 
200.000 muertos y dos millones 
de personas en situación de des-
plazamiento (Pécaut 2013: 30). 
Esta guerra civil fue parada por 
un golpe de Estado y la llegada 
al poder del General Rojas Pinil-
la, quien sumergió al país en una 
dictadura militar durante los años 
1953-1957. La dictadura terminó 
producto de una huelga general. 
El partido liberal y el partido con-
servador llegaron a un acuerdo, 
el llamado Frente Nacional, una 
coalición política y electoral ent-
re los dos partidos tradicionales, 
que les garantizaba mantenerse 
en el poder a ambos.

Sin embargo, el conflicto armado no terminó 
en aquel momento, simplemente llegó a una 
transformación de los actores, las formas y las 
dimensiones de la violencia relacionado con un 
gobierno incapaz de responder a nuevas de-
mandas sociales (Pécaut 2013: 14). En los años 
1960 se formaron los primeros grupos guerril-
leros, como las FARC, el Ejército de Liberación 
Nacional (ELN) y el Ejército Popular del Pueb-
lo (ELP). Estos grupos, que se identificaron con 
una tradición marxista −en el caso de las FARC 
con una fuerte orientación a una tradición so-
viética-marxista, en el caso del ELN con fuertes 
vínculos a la revolución cubana y la teología de 
liberación y en el caso del ELP con una tenden-
cia hacia el maoísmo− empezaron a luchar con 
armas por los derechos de la población rural 
frente a las élites locales.

Desde ahí, la dinámica del conflicto armado in-
terno cambió de manera drástica, tanto relacio-
nado con los actores involucrados, como acerca 
de la violencia que ejercían. Para responder a la 
influencia creciente de las guerrillas, en los años 
1980 aparecieron los primeros grupos parami-
litares de extrema derecha cuyo principal obje-
tivo era combatir a las guerrillas en las diferen-
tes regiones del país. En los años 1990 se formó 
la organización de las Autodefensas Unidas de 
Colombia (AUC), que agrupaba a los diferentes 
bloques paramilitares de todo el país. Los gru-
pos paramilitares destacaron por su compor-
tamiento violento produciendo desplazamien-
tos forzados, asesinatos selectivos y masacres. 

Además, se apropiaban de manera violenta de 
tierras, amenazaban a comunidades enteras y 
líderes y lideresas sociales. Incluso estaban in-
volucrados en el tráfico de drogas y armas, y 
se apropiaban ilegal- y legalmente de recursos 
mineros. Para sus fines buscaron alianzas con 
agentes del Estado, ofreciendo sus servicios de 
seguridad y contrainsurgencia (González Posso 
2011; Grajales 2011, 2013; Ballvé 2013).

A partir de los años 1980, el conflicto armado al-
canzó nuevos niveles de violencia. La violencia 
urbana se volvió un problema grande debido 
a la aparición de todo tipo de organizaciones 
armadas en la ciudad, como sicarios, milicias de 
barrio, milicias ligadas a la guerrilla, paramilita-
res, etc. (Pécaut 2013: 16).

Las causas del conflicto se discuten de manera 
controvertida tanto en la sociedad como en la 
academia. Mientras algunxs autorxs destacan 
el rol del Estado, su fragmentación territorial, 
así como la falta de instituciones fuertes, como 
la causa principal del conflicto (Orjuela Escobar 
2000: 103), otrxs subrayan la falta de una refor-
ma agraria integral, transformadora y sosteni-
ble y las asimetrías en la distribución de tierras 
como un determinante para la larga duración 
del conflicto y el gran número de víctimas (Ha-
taya et al. 2014; LeGrand 1986).

Lo que parece ser cierto es que la confluencia 
entre un conflicto rural, el crecimiento de cont-
radicciones sociales, la falta de una transforma-

                      Medellín (Foto: Hanna Thiesing)     
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ción estructural de las relaciones de fuerzas en 
la sociedad política, el problema del narcotráfi-
co y de la economía de drogas, y la crisis econó-
mica de los años 90, llevaron a una situación 
en la cual la violencia generalizada, siguiendo 
a Daniel Pécaut, se ha convertido en “un modo 
de funcionamiento de la sociedad” (2013: 14).

Dimensiones socio-espaciales de la violencia

Según el Centro Nacional de Memoria Histórica, 
la institución estatal encargada de la recuper-
ación de la memoria histórica del país, la vio-
lencia ejercida contra la población civil en Co-
lombia se caracteriza por dos particularidades: 
Primero, la mayoría de las muertes ocurrieron 
de manera silenciosa, selectiva y cotidiana, le-
jos de las ciudades grandes y, por lo tanto, 

desapercibidas por gran parte de la sociedad; 
y, segundo, la crueldad y el terror que acompa-
ñaron estas muertes (Centro Nacional de Me-
moria Histórica 2014: 23).

Amenazas, asesinatos, masacres, desaparicio-
nes forzadas, reclutamiento forzado y violencia 
sexual son solamente algunas de las dimensio-
nes de violencia ejercida por los actores arma-
dos para ganar el control sobre la población 
y un territorio geopolíticamente importante 
(Meertens 2000: 119). Además, en el ejército 
colombiano se descubrió, en el año 2008, una 
práctica de secuestro de jóvenes que después 
fueron asesinados y pasados por guerrilleros 
para aumentar el número de guerrilleros mu-
ertos caídos en combate y de esta manera fal-
sificar las estadísticas. Esta práctica se volvió 
pública bajo el nombre de “falsos positivos” 
(HRW 2015).

En los últimos años aparecieron nuevos actores 
relacionados con un modelo de política neoli-
beral en el panorama del conflicto armado. Por 
un lado, son los proyectos de desarrollo de los 
sectores minero-energético y agropecuario, 
así como el incremento del cultivo de palma 
de aceite que están afectando a la pequeña y 
mediana agricultura, y de esta manera generan 
nuevos conflictos geopolíticos en la región y, 
por consiguiente, el desplazamiento masivo de 
las poblaciones rurales (Hataya et al. 2014; Gra-
jales 2015). Por el otro lado, después del proce-
so de desmovilización de una parte de los para-
militares mediante la Ley de Justicia y Paz, Ley 
975 de 2005 (reformada en 2012), iniciado por 
el gobierno de Álvaro Uribe Vélez (2002-2010), 
surgieron las bandas criminales (BACRIM) o 
neoparamilitares en el país. Estos grupos cri-
minales se apoderaron de las estructuras viejas 
del paramilitarismo o incluso se sumaron a los 
grupos de desmovilizados. Lo que sí ha que-
dado claro, es que las BACRIM siguen los mis-
mos patrones de violencia y en zonas similares 
(González Posso 2011).

La respuesta del Estado colombiano ante el 
conflicto armado y la violencia generalizada en 
el país siempre ha sido contradictoria. Mient-
ras diferentes gobiernos implementaron pro-
gramas de educación en derechos humanos y 
derecho internacional humanitario, el gobierno 
del anterior presidente Álvaro Uribe desmintió 
la existencia de un conflicto armado interno en 
el país y de esta manera subvirtió medidas de 
protección que ofrece el derecho internacional 
en estos casos. Con el gobierno de Juan Manu-
el Santos (2010-hoy) parece que se está trans-
formando la situación: se reconoce la existen-
cia de un conflicto armado y en el año 2012 se 

Bogotá (Foto: Nina Lawrenz)
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han iniciado nuevamente negociaciones con la 
guerrilla de las FARC.

La Constitución de 1991 – ¿base para 
un orden social igualitario e inclusivo?
A finales de la década de los años 1980, el Es-
tado colombiano se encontró en una crisis in-
comparable. El orden público estaba en un es-
tado de deterioración, la violencia por parte de 
los distintos actores armados, los cárteles de 
droga y sus infinitos entrelazamientos habían 
creado un panorama de una guerra sucia. El 
Estado se encontraba en una crisis estructural 
que aterrorizó a la población civil, dejando caer 
el sistema penal y a su vez la nación en un caos 
(Calle Meza 2006).

La Asamblea Nacional Constituyente

Frente a este panorama se consolidaron múl-
tiples movimientos sociales y políticos que pe-
dían una reforma constitucional. Una reforma 
que llevara a un cambio de la tradición política 
y bi-partidista, que otorgase legitimidad y efica-
cia a un nuevo sistema político.

El proyecto de una nueva Constitución se pro-
movió como un pacto de paz. Tenía previsto la 
renovación del orden público y promover la ca-
pacidad del Estado de enfrentar los desafíos de 
la violencia. Estos ideales se sumaron a la idea 
de un “Estado social de derecho” y una “demo-
cracia participativa” (Melo 2011). Por primera 
vez, se consideró posible un Estado descentra-
lizado, con mayor participación ciudadana en 
una democracia participativa que enfrentara 
las necesidades sociales y económicas de la po-
blación. En esta Constitución, el Estado quiso 
manifestarse como un garante de la satisfacci-
ón de las necesidades y derechos de la vida de 
lxs ciudadanxs. Con la Defensoría del Pueblo y la 
Corte Suprema de Justicia, se construyeron dos 
instituciones que deberían garantizar un siste-
ma judicial capaz de enfrentar los desafíos del 
panorama político del país. La acción de tutela 
abrió para lxs ciudadanxs la posibilidad de re-
accionar directamente ante las falencias juridi-
ciales (ibíd.).

En síntesis, la Constitución buscaba implemen-
tar una estructura política, jurídica, económi-
ca, social y cultural más igualitaria. El entonces 
presidente César Gaviria aprovechó la consoli-

dación de una Asamblea Nacional Constituyente, 
para entrar en negociaciones con algunos gru-
pos guerrilleros, entre ellos el M-19, una guer-
rilla que tenía sus raíces en clases medias ur-
banas y que en los años 1980 había realizado 
acciones espectaculares y populares en centros 
urbanos del país (Bergquist et al. 2001). Final-
mente, en diciembre de 1990 se realizó la vo-
tación para constituir el órgano constituyente.

En la composición de la Asamblea Nacional Con-
stituyente, empezaron a verse reflejadas las 
primeras fracciones de las grandes promesas 
promovidas por una nueva constitución. Los 
partidos tradicionales ganaron 45 de las 72 cu-
rules (Mejía Quintana 2007: 242).

Las FARC, el ELN y los paramilitares como acto-
res principales del conflicto armado, quedaron 
excluidos. Sectores sociales minoritarios como 
mujeres, estudiantes, negritudes, campesinos, 
al igual que otros grupos indígenas, no estaban 
representados.

Estas observaciones ya muestran limitaciones 
profundas del proceso y llevan a una crítica 
fundamental en cuanto a la consolidación de 
la Asamblea Nacional Constituyente tomando 
como resultado la Carta Magna. Oscar Mejía 
Quintana lo llama un “pacto que nace muerto”. 
(2002: 149)

El 4 de julio de 1991 se proclamó la nueva Carta 
Magna que hasta hoy en día rige a Colombia. 
En su primer artículo se declara el Estado social 
de derecho que está fundado en el respeto a la 
dignidad humana y una democracia participa-
tiva, y pluralista (Constitución 1991: Art. 1). En 
términos sociales y culturales esta Constitución 
significó una ruptura ideológica, por lo menos 
escrita. En el séptimo artículo, “el Estado reco-
noce y protege la diversidad étnica y cultural de 
la Nación colombiana”1.

Multiculturalismo y plurietnicidad en Colombia

Con la nueva Constitución, Colombia entró en 
el discurso del multiculturalismo y de la pluriet-
nicidad (Agudelo 2005: 4) La Carta Magna ab-
arca 30 artículos que hablan de la diversidad 
étnica y reconoce 87 etnias indígenas, 3 grupos 
diferenciados de la población afrocolombiana y 
reconoce al grupo rom (Salcedo 2012: 41; DANE 

1   http://www.constitucioncolombia.com/titulo-1
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2007: 19-26).

A los territorios indígenas se les reconoce como 
entidades político-administrativas. De la misma 
manera, los idiomas indígenas se reconocen 
como lenguas oficiales de los territorios indíge-
nas. Además, se declara el derecho a gobernar-
se por autoridades propias según costumbres 
y tradiciones (Orjuela Escobar 2011: 7). Con la 
Ley 70 del año 1993, se hace efectivo el artícu-
lo constitucional que habla sobre las comuni-
dades negras. Esta ley define las herramientas 
para “la titulación colectiva de territorios y se 
define la obtención de nuevos espacios de par-
ticipación y representación política para el con-
junto de las poblaciones negras colombianas” 
(Agudelo 2005: 3). Sin embargo, la situación de 
las comunidades indígenas y afrocolombianas 
o negras, se sigue viendo afectada de una ma-
nera negativa por discriminaciones múltiples 
y las dinámicas del conflicto armado interno 
del país. Las cifras de indígenas, afrocolombi-
anxs y Rom evidencian que son violados en su 
identidad, dignidad, condición socioeconómica, 
y visibilidad. En el año 2011, el Sistema para la 
Población Desplazada (SIPOD) publica una es-
tadística que revela que del total de la pobla-
ción desplazada por grupos armados el 3,5 % 
son indígenas, el 25 % son afrocolombianos y el 
0,6 % rom. Esto significa que, en síntesis, un 
29,1 % de la población desplazada tenía carac-
terísticas étnicas (Salcedo 2012: 41). 

Considerando los Planes de Desarrollo del país, 
los derechos ancestrales de las comunidades 
negras e indígenas reflejados en la Carta Con-
stitucional se podrían interpretar por parte del 
Estado como obstáculos a dicho desarrollo 
económico neoliberal y la explotación de tier-
ras, y recursos, en un sentido amplio (Oslender 
2004: 48).

El control territorial que se venía ejerciendo fu-
ertemente por parte de comunidades étnicas 
y sus consejos comunitarios se ha convertido 
cada vez más en una amenaza para megap-
royectos nacionales y multinacionales colombi-
anas, y extranjeras. Los espacios, antes ocupa-
dos por la guerra, se están enfrentando a una 
posible ‘paz’ que facilitaría el ejercicio de dichos 
proyectos en su mayoría en cuanto a la explo-
tación de recursos naturales y la ocupación de 
territorios por monocultivos expansivos. Por 
consiguiente, las comunidades étnicas ya no 
tendrían un control eficiente sobre sus territo-

rios, puesto que las fuerzas de un gran capital, 
apoyado por un Estado nación, serían un opo-
nente difícil de vencer (Almario 2004: 101).

Sin embargo, independientemente de la condi-
ción inacabada de la Constitución de 1991, es 
precisamente bajo ésta que se empezó el diálo-
go entre el Gobierno colombiano y las FARC, en 
el año 2012. Hoy en día este diálogo es conoci-
do como el Proceso de Paz, generando grandes 
expectativas – de lxs ciudadanxs, de la comuni-
dad global e inversionistas, entre otros.

Justicia transicional y las 
negociaciones de paz en La Habana
Desde al año 2005, el Estado colombiano ha 
puesto en práctica instrumentos y mecanismos 
de la llamada justicia transicional con el fin de 
enfrentar las violaciones de los derechos huma-
nos causadas por el conflicto armado interno2.

Justicia transicional

La pregunta por cómo hacerse cargo de un 
pasado violento no es nueva. Pero mientras du-
rante mucho tiempo el olvido y las amnistías to-
tales fueron consideradas como base para un 
nuevo comienzo, hoy en día hacerse cargo de la 
violencia y de los crímenes cometidos durante 
un tiempo de guerra, conflicto armado o dicta-
dura se ve como una condición indispensable 
para la transición hacia la democracia y un futu-
ro pacífico. Para lograr este objetivo se crearon 
diferentes mecanismos y compromisos que se 
subsuman bajo el término de la justicia transi-
cional. La justicia transicional se entiende aquí 
como “la decisión de hacerse cargo o dar cuen-
ta de los crímenes cometidos en el pasado que 
acompaña el cambio de un régimen totalitario, 
autoritario o dictatorial a una forma de demo-
cracia, o de una sociedad en guerra a una en 
condiciones de paz y democracia (…)” (Rincón 
Covelli y Rodríguez Zepeda 2012: 5). Esta defi-

2   Esta fecha se refiere al actual proceso de justicia tran-
sicional en Colombia. Sin embargo, hubo iniciativas ante-
riores que podrían ser clasificadas como medidas de ju-
sticia transicional, según la definición aquí usada, como 
por ejemplo las negociaciones de paz del gobierno de Be-
lisario Betancur con las FARC-EP que terminaron en 1984 
con los Acuerdos de la Uribe; los diálogos de paz en 1992 
del gobierno de César Gaviria con las FARC-EP, el ELN y 
el ELP en Tlaxcala, México; así como las negociaciones de 
paz del gobierno del presidente Andrés Pastrana con las 
FARC-EP en El Caguán, entre 1998 y 2002.
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nición permite entender la doble proyección de 
la justicia transicional: hacia el pasado del que 
se quiere hacer cargo y hacia un futuro en cuya 
construcción la justicia transicional quiere cola-
borar (ibíd.). Los diferentes actores de la justicia 
transicional, como los gobiernos nacionales, las 
organizaciones internacionales, así como ONGs 
internacionales y locales, utilizan el discurso in-
ternacional de los derechos humanos y las ca-
tegorías, y los dispositivos, ahí usados −como el 
derecho de las víctimas a la reparación, la justi-
cia, la verdad y la no-repetición− como puntos 
de referencia y lenguaje común para el diseño 
de las políticas y de los discursos de la justicia 
transicional (Bonacker 2012: 28).

En el marco de la justicia transicional en Co-
lombia fueron implementadas nuevas leyes 
y políticas públicas, y se crearon nuevas insti-
tuciones encargadas de la implementación de 
estas normas. Como consecuencia aparecie-
ron nuevos actores en el panorama político y 
se inscribieron en el discurso. La Ley 925 (2005) 
o Ley de Justicia y Paz institucionaliza el proce-
so de desmovilización de los actores armados 
no-estatales que se inició en el año 2002. Apa-
rece la figura del desmovilizado, excombatien-
tes que entregaron sus armas. La Ley 1448 de 
2011, o Ley de Víctimas y Restitución de Tierras, 
por primera vez pone las víctimas del conflic-
to armado en el centro de las políticas públi-

cas y las visibiliza como actores sociales con 
derechos e intereses concretos. En el marco 
de esta Ley, se crearon las instituciones esta-
tales UARIV, la Unidad de Restitución de Tierras y 
el Centro de Memoria Histórica (CMH), así como 
41 Juzgados y seis Tribunales de Restitución de 
Tierras con el fin de garantizar la implementaci-
ón de las políticas públicas relacionadas con los 
derechos de las víctimas.

Las negociaciones de paz3

El 18 de octubre de 2012, el gobierno colom-
biano del presidente Juan Manuel Santos inició 
formalmente las negociaciones de paz con la 
guerrilla de las FARC. El propósito de las nego-
ciaciones, según el gobierno, es el término del 
conflicto y el inicio de una fase de construcción 
de paz.

Los diálogos no tienen lugar en Colombia, sino 
en La Habana, Cuba. La mesa de diálogo se con-
forma por la delegación del gobierno colombi-
ano, la delegación de las FARC, más delegadxs 
de Cuba y Noruega como países garantes, y de 

3   Debido a que el proceso de paz todavía está en curso, 
hasta ahora hay pocos análisis académicos holísticos, por 
lo tanto, el apartado siguiente se basa principalmente en 
el análisis de publicaciones de la misma mesa de nego-
ciaciones, así como en artículos publicados en revistas y 
periódicos.

Mural en Bogotá (Foto: Julia Hartmann)
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Venezuela, y Chile, como países acompañantes. 
Las conversaciones de la mesa se darán bajo 
el principio que: ‘nada está acordado hasta que 
todo esté acordado’, lo que quiere decir que la 
firma del acuerdo final por ambas partes del 
diálogo, es el paso más importante del proceso.

En agosto del año 2012, el presidente Santos 
confirmó a la opinión pública que estaba re-
alizando diálogos exploratorios con las FARC 
desde finales del año 2010 y que ambas par-
tes estaban dispuestos a iniciar negociaciones 
formales. Se firma el “Acuerdo General, la ter-
minación del conflicto y la construcción de una 
paz estable y duradera”4, en el cual el gobierno 
de Santos y las FARC acordaron la agenda con 
los puntos a tratar durante las negociaciones. 
La agenda acordada incluyó los siguientes seis 
puntos: 1. Política de desarrollo agrario integ-
ral, 2. Participación política, 3. Fin del conflicto, 
4. Solución al problema de las drogas ilícitas, 5. 
Víctimas y 6. Implementación, verificación y re-
frendación.

Además de la agenda de diálogos, el gobierno 
de Santos propuso una reforma legislativa, don-
de se establece el modelo de justicia transicio-
nal diseñado por el Congreso y con el aval del 
presidente. El Marco Jurídico para la Paz regula 
las posibilidades y obligaciones, en especial de 
los grupos armados, y cimenta los derechos de 
las víctimas del conflicto armado en Colombia 
(de Gamboa Tapias y Mahecha Bustos 2014: 
13).

En los cinco puntos pactados en el Acuerdo ya 
se logró un consenso. En mayo de 2013 se lle-
gó a un acuerdo parcial sobre el primer punto 
de la reforma agraria que propone aspectos 
fundamentales: Con la acordada reforma rural 
integral, se pretende crear las bases para una 
transformación estructural del campo que se 
basa en garantizar el uso y el acceso a la tier-
ra, el establecimiento de programas integrales 
de desarrollo con enfoque territorial y un sis-
tema de seguridad alimentaria y nutricional. 
En noviembre de 2013 se llegó a un convenio 
sobre el tema de la participación política de las 
FARC tras la firma de un acuerdo final. El acuer-
do aborda el tema del ejercicio de la oposición 
política y las garantías de protección. En mayo 
de 2014 se logró un acuerdo sobre el punto 4, 
la eliminación de drogas ilícitas, que consiste 

4   https://www.mesadeconversaciones.com.co/sites/de-
fault/files/AcuerdoGeneralTerminacionConflicto.pdf

principalmente en la sustitución y erradicación 
de los cultivos de uso ilícito, y en la elaboración 
de una estrategia para la lucha contra la cor-
rupción asociada con el narcotráfico. Las FARC 
se comprometieron a terminar cualquier rela-
ción con el narcotráfico. Una novedad de este 
acuerdo es que se reconoce el uso ancestral de 
la hoja de coca5.

El 23 de septiembre de 2015, casi tres años 
después del inicio formal de las negociaciones, 
se logró otro paso importante hacia un acuer-
do final y el término del conflicto con la guer-
rilla. Desde Cuba, el gobierno colombiano y las 
FARC, en un comunicado conjunto, hicieron 
público el acuerdo sobre el tema de la justica 
transicional: un subpunto del punto sobre el 
fin del conflicto en la agenda y, probablemen-
te, uno de los puntos más difíciles. Se acordó la 
implementación de un sistema de jurisdicción 
especial de paz que se basa en la justicia res-
taurativa y tiene como objetivo acabar con la 
impunidad, obtener verdad, contribuir a la re-
paración de las víctimas y, siendo esta la nove-
dad, juzgar e imponer sanciones a todos los re-
sponsables, es decir no solo a la guerrilla, sino 
también a miembros de las fuerzas armadas y 
civiles como, por ejemplo, políticos o empresa-
rios, que hayan cometido crímenes en el marco 
del conflicto armado6. Lo nuevo aquí es que la 
pena no necesariamente tiene que ser cárcel, 
sino se prevé la posibilidad de penas alternati-
vas, como el trabajo comunitario y actividades 
que contribuyan a la reparación de las víctimas. 
Los que no confiesen tendrán una pena de 20 
años. Para garantizar el rápido avance de los 
procesos judiciales y la sostenibilidad del sis-
tema, se juzgarán solamente los crímenes más 
graves y representativos, entre ellos, los críme-
nes de lesa humanidad, el genocidio, los graves 
crímenes de guerra, el secuestro, las ejecucio-
nes extrajudiciales, el desplazamiento forzado, 
tortura, violencia sexual y reclutamiento de me-
nores7.

5   http://www.elpais.com.co/elpais/colombia/proceso-
paz/noticias/puntos-acordados-negociacion-con-farc-y-
temas-pendientes

6   https://www.mesadeconversaciones.com.co/comu-
nicados/comunicado-conjunto-60-sobre-el-acuerdo-de-
creación-de-una-jurisdicción-especial-para-la

7   https://www.mesadeconversaciones.com.co/comu-
nicados/comunicado-conjunto-60-sobre-el-acuerdo-de-
creación-de-una-jurisdicción-especial-para-la



20

Hübschmann, Thiesing, Dietz - Entre conflicto armado y post-conflicto

El 23 de junio de 2016 se logró cerrar un acuer-
do transcendental sobre el cese de fuego bila-
teral y definitivo, y la dejación de armas. Según 
este acuerdo8, que se refiere al punto 3 de la 
agenda, el cese al fuego bilateral y definitivo 
empezará a regir el día después de la firma de 
los acuerdos finales. Cinco días después de la 
firma, las FARC empezarán a moverse hacia 23 
“zonas veredales transitorias de normalización” 
y ocho campamentos distribuidos sobre doce 
departamentos. Estas zonas tienen como obje-
tivo garantizar el cese de fuego bilateral y de-
finitivo, y la dejación de armas, e iniciar el pro-
ceso de preparación para la reincorporación a 
la vida civil de las estructuras de las FARC en 
“lo económico, lo político y lo social de acuerdo 
con sus intereses”9. El acuerdo también estab-
lece las reglas para el mecanismo de monitoreo 
tripartito bajo el liderazgo de la misión especial 
de Naciones Unidas y las garantías de seguri-
dad y lucha contra el paramilitarismo10.

Más sorprendente que el acuerdo sobre el cese 
de fuego que ya se venía discutiendo desde 
hace meses, fue en realidad que el mismo día 
se publicó un acuerdo sobre la refrendación de 
los acuerdos finales, lo cual ha sido un punto 
bastante controvertido entre las delegaciones 
desde el inicio de los diálogos. ‘La fórmula de 
convergencia’11 es que ambas partes aceptarán 
la decisión de la Corte Constitucional que en 
este momento está estudiando el Proyecto de 
Ley Estatutaria que define las reglas para el ple-
biscito para la paz.

A pesar de que con estos últimos acuerdos pu-
blicados, el fin de la guerra con las FARC parece 
estar muy cerca, es evidente que faltan todavía 
algunos puntos claves por acordar que fueron 
metidos al ‘congelador’, como por ejemplo la 
selección de lxs magistradxs para el Tribunal de 
Paz o el presupuesto para la implementación 

8   https://www.mesadeconversaciones.com.co/sites/de-
fault/files/cese_y_dejacion_alta-1467636327.pdf

9   http://www.altocomisionadoparalapaz.gov.co/Docu-
ments/informes-especiales/abc-del-proceso-de-paz/fin-
del-conflicto.html

10   http://equipopazgobierno.presidencia.gov.co/acuer-
dos/Documents/acuerdo-fin-conflicto-garantias-seguri-
dad.pdf

11   http://equipopazgobierno.presidencia.gov.co/pren-
sa/Paginas/comunicado-conjunto-acuerdo-fin-conflicto-
cese-fuego-garantias-seguridad-dejacion-armas-proceso-
paz.aspx

de los acuerdos12.

También hay mucha inseguridad sobre los 
diálogos de paz con el ELN. Ya se firmó una 
agenda, sin embargo, hasta ahora no han em-
pezado con las negociaciones formales y el pro-
ceso está estancado.

Desarrollo y puntos críticos de las negociaciones

El hecho de que los diálogos se desarrollan a 
puerta cerrada y sólo los acuerdos de los ciclos 
de conversaciones se publican, generó muchas 
críticas y desconfianza entre la población civil, 
sobre todo desde organizaciones de víctimas y 
de derechos humanos.

Para responder a esta desconfianza de la po-
blación civil, durante el año 2014, la mesa de 
diálogos invitó a 60 víctimas del conflicto arma-
do a Cuba para dialogar con lxs miembrxs de 
las delegaciones. Un procedimiento hasta aho-
ra único en comparación con otros procesos de 
paz en el mundo13. A principios del año 2015, 
fueron invitados representantes de organiza-
ciones de mujeres, así como de la comunidad 
LGBTI para reunirse con la mesa de conversa-
ciones y la subcomisión de género. Además, se 
creó la Comisión Histórica del Conflicto y sus Vícti-
mas, compuesta por académicxs reconocidxs 
del país. Lanzaron un informe cuyo objetivo es 
contribuir al entendimiento de los orígenes del 
conflicto14.

Paralelamente a la implementación de estos 
instrumentos y medidas de la justicia transici-
onal, la nueva institucionalidad y los diálogos 
de paz, el conflicto armado interno sigue y deja 
cada día nuevas víctimas. La violencia contra 
defensores de derechos humanos, miembros 
de movimientos sociales, organizaciones de 
víctimas y líderes y lideresas comunales inclu-
so aumentó en los últimos años (Amnesty In-
ternational 2013). Sobre todo, en las regiones 
del país donde el conflicto ha sido y sigue sien-

12   http://lasillavacia.com/historia/lo-que-esta-acordado-
lo-que-esta-punto-de-anunciarse-y-lo-que-falta-en-la-
habana-56224

13   http://isnblog.ethz.ch/conflict/striking-the-right-
balance-truth-at-the-heart-of-transitional-justice-in-
colombia

14   https://www.mesadeconversaciones.com.co/sites/
default/files/Informe%20Comisi_n%20Hist_rica%20
del%20Conflicto%20y%20sus%20V_ctimas.%20La%20
Habana%2C%20Febrero%20de%202015.pdf
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do muy presente, la confianza de la gente en 
una salida negociada del conflicto es muy re-
ducida. Lo que se dialoga en La Habana much-
as veces está muy alejado de su vida cotidiana 
determinada por la lucha contra la violencia co-
tidiana y los efectos de un modelo económico 
neoliberal que se basa por una gran parte en 
la valorización y exportación de recursos natu-
rales (Vélez-Torres 2014; Göbel y Ulloa 2014). 
Muchas veces pequeñxs campesinxs y grupos 
étnicos, tanto indígenas como afrocolombi-
anxs, que reclaman acceso a y control sobre el 
uso de la tierra, del bosque, del agua etc., están 
considerados como un factor perturbador para 
el desarrollo de grandes proyectos de extracci-
ón.

Este panorama origina una situación política y 
social muy compleja, en la cual el Estado colom-
biano actúa de manera ambivalente y, a veces, 
contradictoria. Por un lado, actúa como un ac-
tor armado que viola los derechos de las perso-
nas, bien por omisión o bien por acción directa 
y, por el otro, como un actor que promueve la 
justicia transicional con el objetivo de defender 
los derechos de las mismas (Vissmann 2011: 
180).

Conclusión
El conflicto armado interno en Colombia es el 
conflicto más antiguo del continente sudameri-
cano. El actual proceso de paz entre el gobier-
no Santos y las FARC representa un momento 
único en la historia, y convierte al país en un 
laboratorio, en el cual se pueden observar y 
analizar dinámicas de negociaciones locales 
en torno a conceptos globales que son toma-
das del discurso de la justicia transicional y de 
los derechos humanos, así como en torno a un 
modelo económico neoliberal. A pesar de una 
alta probabilidad de que se firme un acuerdo de 
paz, lo importante será la tercera fase: la const-
rucción de una paz estable y duradera, que de-
penderá de muchos factores más, entre otros, 
lograr la confianza y el apoyo de la sociedad co-
lombiana, y superar las causas del conflicto: las 
múltiples formas de exclusión y discriminación, 
y los altos niveles de desigualdades ancladas en 
la historia colonial, y reproducidas política-, cul-
tural- y socialmente desde entonces.
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Colombia entre conflicto y post-conflicto? 
Contrastando medidas de prevención con 
medidas de postvención

Rebecca Paulus, Noemi Stelzig, Lea Thin

Introducción
El conflicto armado colombiano1 es omnipre-
sente en el país. Durante nuestra excursión a 
Colombia en marzo 2015 – la cual formó par-
te del proyecto piloto de enseñanza orientada 
hacia la investigación por parte del Instituto de 
Estudios Latinoamericanos de la Freie Univer-
sität Berlín – fuimos constantemente confron-
tadxs con sus diversas manifestaciones. Este 
tema, que marca Colombia ya por décadas, está 
altamente entretejido con las diversas y distan-
tas realidades colombianas. No únicamente en 
encuentros académicos con estudiantes, inves-
tigadorxs y docentes perteneciendo a diferen-
tes disciplinas de las ciencias sociales y ciencias 
culturales o en encuentros con representantes 
de movimientos sociales2, en los cuales, desde 
posiciones múltiples, se enfocaron el conflicto 
armado y sus consecuencias para la sociedad 
colombiana explícitamente nos acercamos a 
este tema complejo; sino también en lo cotidi-
ano que experimentamos durante nuestra es-
tadía siempre estuvo presente.

1   “La caracterización del conflicto armado colombia-
no debe ser vista como una ac¬tividad académica ina-
cabada y sometida a múltiples presiones y revisiones 
fun¬damentadas, especialmente, en argumentos político-
ideológicos. Por ello es ne¬cesario dejar en claro que no 
existe una única teoría que explique o analice la naturale-
za y las características de los distintos conflictos armados 
internos, es¬pecialmente en el caso colombiano, pues, 
debido a su complejidad y longevidad y a las cambiantes 
dinámicas político-militares de sus actores.” (Trejos Rose-
ro 2013: 72 y s.). Dentro de este artículo se usa el termino 
refiriéndose al conflicto asimétrico y de carácter de baja 
intensidad entre Estado colombiano, guerrillas y parami-
litares que tiene su origen en los sesenta. Sin querer de-
sconocer la alta complejidad ni las diferentes manifesta-
ciones del mismo, como lo señaló por ejemplo Trejos 
Rosero.

2   El programa de la excursión está accesible bajo este 
enlace: http://www.lai.fu-berlin.de/studium/exkursionen/
kolumbien_2015/Exkursion/Stationen/index.html

Sería ignorante por parte de las tres autoras de 
este artículo como investigadorxs3, crecidxs en 
una Alemania reunificada como parte de la Uni-
ón Europea, esperar que pudiéramos entender 
qué realmente significa vivir en un país que por 
décadas fue marcado por un conflicto armado 
interno y sus violencias. Aún mucho menos en 
el caso de un país tan diverso, tanto en su geo-
grafía, como socio-culturalmente, como lo es 
Colombia. La diversidad y la complejidad, con 
las cuales se manifiesta este conflicto y que 
marcan la vida cotidiana de lxs colombianxs, no 
se pueden entender ni captar en su totalidad. 
Por lo tanto, es esencial que se desarrollen y re-
alicen análisis iluminando y explicando concre-
tamente ciertos aspectos y/o ciertas dinámicas 
del fenómeno. De tal manera que se pueda en-
tender por lo menos fragmentos de la realidad 
conflictiva que ya se está tratando de pacificar 
y que queda por ser consolidada en adelante.

En proyectos de investigación individuales, rea-
lizados antes, durante y después de la excursi-
ón, nos hemos acercado individualmente hacia 
tres de estos fragmentos. El primer proyecto se 
concentró en el proceso transicional que com-
prende el derecho de las víctimas a la verdad, 
la justicia, las reparaciones y las garantías de no 
repetición. Con el fin de demostrar el panora-
ma y la interacción de actores regionales, na-
cionales e internacionales en el proceso de la 
restitución de tierras en el marco de la Ley de 
Víctimas y Restitución de Tierras - Ley 1448 (Mi-
nisterio del Interior y de Justicia República de 

3   Dos de las autoras estudian la Maestría en Estudios 
Latinoamericanos Interdisciplinarios del Instituto de Estu-
dios Latinoamericanos de la Freie Universität Berlín. Se 
enfocan temáticamente en perspectivas politológicas y 
sociológicas hacia los temas paz, conflicto y relaciones de 
género. La tercera autora estudia una Maestría en Cienci-
as Geográficas de la misma universidad. Se enfoca en la 
investigación geográfica del desarrollo.
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Colombia 2011), se logró también señalar los 
retos institucionales y organizacionales que se 
desprenden de esta tarea. El segundo proyec-
to trató la vinculación de niñxs a las Fuerzas 
Armadas Revolucionarias de Colombia (FARC) en 
el país. Se enfocó en las condiciones sociales, 
económicas, políticas e institucionales que fo-
mentan el reclutamiento‚ voluntario y consigu-
iente contribuyen a la vulnerabilidad de niñxs 
en el conflicto armado. Utilizando el ejemplo de 
proyectos de prevención del reclutamiento de 
menores de edad, se manifiestan los requeri-
mientos para realizar una cooperación interna-
cional de desarrollo acorde con el factor de gé-
nero. Partiendo de la hipótesis que existe una 
gran cantidad de producción académica colom-
biana acerca del conflicto armado colombiano 
que no se recibe ni en los debates intelectuales 
transnacionales ni mucho menos en Alemania, 
el tercer proyecto de investigación trató ma-
pear sistemáticamente la producción académi-
ca contemporánea colombiana en cuanto a una 
posible resolución del conflicto armado con el 
fin de reconstruir los predominantes paradig-
mas en los debates durante los últimos diez 
años y visibilizar la relevancia de la producción 
nacional para un público internacional.

Analizando los resultados de nuestros tres 
proyectos individuales, saltó a la luz la sigui-
entes pregunta: ¿Cómo se puede explicar que 
medidas de prevención dentro del persistien-
do conflicto armado existen paralelamente con 
medidas dirigidas hacia una superación del 
mismo conflicto? Las medidas de prevención 
parten aparentemente de la suposición de un 
statu quo de un conflicto activo, mientras que 
la Ley de Víctimas y Restitución de Tierras dentro 
de un modelo de justicia transicional4, inicia el 
proceso de transición5 después de una cesación 
del conflicto armado. ¿Cómo se puede enten-

4   Aquí se define justicia transicional según el Centro Inter-
nacional para la Justicia Transicional, como “a set of judicial 
and non-judicial measures [...] to redress the legacies of 
massive human rights abuses.” (International Center for 
Transitional Justice 2016).

5   Según Rettberg (2015) la Declaración por la Paz de Co-
lombia del año 2002, con la cual las Autodefensas Unidas 
de Colombia (AUC) declararon su disposición de negociar 
una desmovilización y un cese de fuego, marcó el punto 
de partida para la construcción de un marco de justicia 
transicional en Colombia (véase también en lo siguiente: 
Rettberg 2015: 6). Desde entonces se ha creado un marco 
institucional para políticas de justicia transicional en Co-
lombia tanto con la Ley de Justicia y Paz (2005), la Ley de 
Víctimas y Restitución de Tierras (2011) como con la apro-
bación del Marco Jurídico para la Paz (2012).

Presentación del conflicto armado en la Universidad de Antioquia (Foto: Rebecca Paulus)
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der que por parte del Estado colombiano se 
sigue apoyando proyectos de prevención mien-
tras que simultáneamente se realizan negocia-
ciones con la guerrilla sobre un fin del conflicto 
armado y simultáneamente también se inicia la 
reparación de las víctimas del mismo conflicto?

Como resultado de este análisis, el articulo enf-
oca la pregunta central, ¿si el Estado colombi-
ano6 empeña diferentes evaluaciones del sta-
tu quo del conflicto armado, dependiendo del 
contexto? Se supone aquí que no se trata de 
diferentes evaluaciones del statu quo, sino más 
bien que el Estado está integrando diferentes 
medidas de pre- y postvención para realizar 
una pacificación más consolidada y sostenib-
le. El artículo intenta responder las preguntas 
anteriormente planteadas y trata de resolver la 
aparente contradicción enfocando la producci-
ón teórica contemporánea acerca del concepto 
de la construcción de paz para el post-conflicto7.

Como base teórica presentamos en lo siguien-
te la conceptualización de la construcción de paz 
para el post-conflicto. A través de dos ejemplos 
escogidos8 – medidas estatales de prevención 
del reclutamiento de menores de edad por 
partes de grupos armados y la realización de 
la restitución de tierras mediante la Ley de Vícti-
mas y Restitución de Tierras – demostramos en la 
parte principal formas de una participación del 
Estado colombiano las cuales tanto según sus 
funciones como según el statu quo del conflicto 

6   Sobre todo en el contexto colombiano, resulta prob-
lemático referirse al Estado como una institución homo-
génica. Como consta Trejos Rosero (2013):“[...] la continu-
idad del Estado colombiano ha sido fragmentada, ya que 
mientras ha logrado integrar a sus dinámicas políticas, 
jurídicas, económicas y sociales a los centros urbanos, 
vastas zonas periféricas se encuentran excluidas y mar-
ginadas de sus servicios básicos, posibilitando la apari-
ción y consolidación de poderes paralelos que, basados 
en la fuerza y el uso de la violencia, establecen órdenes 
sociales y económicos básicos que permiten la conviven-
cia.” (Trejos Rosero 2013: 57). En este artículo se usa el 
término para referirse a medidas y leyes impulsadas y re-
alizadas tanto por el gobierno colombiano como por ins-
tituciones estatales.

7   Bajo este término técnico se entiende aquí y según 
Rettberg y otrxs autorxs los conceptos conocidos en in-
glés y alemán como “post-conflict peacebuiling” y “Frie-
denskonsolidierung”.

8     Actualmente existe en Colombia una multitud de ot-
ros ejemplos, que parezcan ser contradictorios, de ma-
nera similar. Como tales por ejemplo se puede identifi-
car las negociaciones entre el gobierno y la guerrilla y el 
trabajo realizado paralelamente por parte de la Comisión 
Histórica del Conflicto y sus Víctimas.

en lo cual se basen, parecen ser contradictori-
as.

Considerando la producción teórica contem-
poránea en cuanto al concepto de la const-
rucción de paz para el post-conflicto, se intenta 
ilustrar que el Estado colombiano no reclama 
concepciones del statu quo del conflicto arma-
do contradictorias, sino bien reconoce la con-
strucción de paz para el post-conflicto como un 
proyecto extenso que, congruente a la investi-
gación actual, exige un paralelismo de medidas 
de prevención, medidas de reparación, medi-
das de reconocimiento y medidas de restituci-
ón tanto como negociaciones sobre un fin de 
confrontaciones militares. Finalmente clasifica-
mos los dos ejemplos escogidos dentro de me-
didas sostenibles de la construcción de paz para 
el post-conflicto para de tal manera explicar 
conclusivamente su existencia paralela. Esto 
permite argumentar que el Estado colombiano 
actualmente, a pesar de los desafíos que toda-
vía quedan por enfrentar, está realmente inte-
resado en una transición sostenible del desde 
décadas permaneciendo conflicto armado in-
terno.

La construcción de paz para el 
post-conflicto
El actualmente estabilizado y reconocido con-
cepto de la construcción de paz para el post-con-
flicto fue introducido por el anterior secretario 
general de la ONU Boutros-Ghali como: “accio-
nes dirigidas a identificar y apoyar estructuras 
tendientes a fortalecer y solidificar la paz para 
evitar una recaída al conflicto” (Boutros-Ghali 
1992 citado según Rettberg 2013: 1).

En los debates académicos rodeando la const-
rucción de paz para el post-conflicto se deferencia 
generalmente entre una concepción minimalis-
ta y una maximalista. Mientras según la prime-
ra, la paz es considerada como una reducción 
o bien superación de consecuencias específicas 
de una confrontación armada, lo cual postula 
por lo tanto una conceptualización de una paz 
negativa (Galtung 1976), la segunda enfoca sus 
esfuerzos hacia una paz como transición exten-
sa incluyendo un cambio social transcendental, 
lo cual coincide con una conceptualización de 
una paz positiva (cf. ibíd.; Rettberg 2013: 20 y s.; 
Rettberg 2002b: 2).
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Según Rettberg (ibíd.), investigaciones contem-
poráneas acerca de la construcción de paz para 
el post-conflicto rompen con esa dicotomía con-
ceptual. Más bien los debates de hoy postu-
larían “una paz estable y sostenible [la cuál] re-
quiere de una reducción de los homicidios, (...) 
apalancada por cambios sociales, económicos 
y políticos, cruciales.” (Rettberg 2013: 20 y s.). 
De tal manera se está estableciendo una posi-
ción intermedia. Esa coincide con la maximalista 
en que hay que evitar incondicionalmente un 
nuevo escalamiento del conflicto. A la vez una 

posición intermedia reclama que se debe super-
ar la segmentación temporal linear de conflicto 
versus post-conflicto (Rettberg 2002b: 3):

La construcción de paz se debe iniciar antes de 
que cesen las hostilidades y culmina (y con ella, 
el período de post-conflicto) cuando una sociedad 
se ha recuperado del daño físico causado en el 
transcurso del conflicto, ha aprendido a jugar con 
nuevas reglas políticas y económicas y ha sanado 
sus heridas, individuales y colectivas, de tal mane-
ra que haya una expectativa generalizada de que 
las diferencias que persistan no van a exacerbar-
se hasta el punto de recaer en el conflicto violento 
entre las partes. (Ibíd.)

Por lo tanto se debe distinguir entre post-con-
flicto como instante dentro de una conceptua-
lización linear de conflicto y la construcción de 

paz para el post-conflicto. En cumplimiento con 
Rettberg, se reconoce que el termino post-con-
flicto muchas veces está aplicado – tanto en el 
uso lingüístico común como dentro de debates 
académicos o/y políticos – sin que esa distinci-
ón clara esté considerada, lo cual lo convierte 
en un “concepto excesivamente vago” (ibíd.).

Halbmeyer y Kraft (2012) explicitan que con la 
corriente significación de post-conflicto como 
“aquella fase [...], la cual sigue a períodos de 
violencia masiva colectiva o genocidio” (Halb-

meyer y Kraft 2012: 11) se 
diferencia teóricamente ent-
re “antes, durante y después 
del conflicto” (ibíd.)9. Eso 
sería “en este sentido am-
bivalente, (...) más bien en-
gañoso, como se trataría 
sin duda de fases o bien 
sociedades después de ép-
ocas de violencia, pero de 
ningún modo se trataría de 
sociedades, que ya hubiesen 
entradas a fases sin conflicto 
ni de no-violencia después 
del conflicto” (ibíd.)10. Subra-
yando esa diferenciación, se 
distingue conceptualmen-
te entre post-conflicto como 
“aquel período de tiempo 
que se inicia con el cese de 
hostilidades entre las partes 
previamente enfrentadas” 
(Rettberg 2002a: XIX) y la 
construcción de paz para el 
post-conflicto en cuanto que 

la última empezaría ya anteriormente (ibíd.).

Las razones para empezar con medidas de 
la construcción de paz para el post-conflicto ya 
durante confrontaciones bélicas activas son 
múltiples: Un argumento a favor de un inicio 
temprano durante confrontaciones activas es 

9   Traducción libre: Halbmeyer und Kraft (2012) verdeut-
lichen, dass mit der geläufigen Verwendung von post-con-
flict als “(…) jene Phase (…), die auf Perioden kollektiver 
Massengewalt oder Genozid folgt (…)” (Halbmeyer y Kraft 
2012: 11) eine theoretische Unterteilung in “vor, während 
und nach dem Konflikt” (ebd.) vorgenommen wird.

10   Traducción libre: Diese sei “insofern ambivalent, 
wenn nicht sogar irreführend, als es sich zwar um Phasen 
bzw. Gesellschaften nach extremen Gewalterfahrungen 
handelt, nicht aber um Gesellschaften, die in eine kon-
flikt- oder gewaltfreie ‘Nach-Konflikt’-Phase eingetreten 
sind” (ibíd.).

Medellín (Foto: Rebecca Paulus)
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que de este modo se pueda prevenir daños 
mayores durante la fase conflictiva misma (véa-
se también en lo siguiente: Rettberg 2002a: 
XIX). Además, tanto desafíos para la transición 
como sus metas puedan ser definidas clara-
mente. Según Rettberg la premura de defender 
pacificación durante confrontaciones además 
impulsaría la creatividad de manera práctica en 
cuanto al trato del conflicto. De igual manera 
la construcción de paz transformaría las dinámi-
cas del conflicto, introduciendo alternativas al 
mismo. Asimismo, medidas de la construcción 
de paz para el post-conflicto generan atención, 
la cual facilitaría la búsqueda exitosa de aliadxs, 
tanto a nivel nacional como internacional. Esas 
alianzas son indispensables para una futura 
(re)-construcción de la sociedad, una vez logra-
do un statu quo de dejación de la confrontación 
armada. Finalmente, la autora argumenta que 
un inicio temprano de la construcción de paz 
para el post-conflicto permitiría capacidad de 
actuar (ibíd.).

La construcción de paz para el post-conflicto tiene 
como objetivo la eliminación de factores, cua-
les en el pasado hayan generado el conflicto o 
cuales sigan alimentando a las tensiones y que 
por lo tanto proceden de un alto potencial para 
desempeñar una nueva escalación de violen-
cia (véase también en lo siguiente: Rossbacher 
2011: 184). Entonces la construcción de paz para 
el post-conflicto sirve, superando la inmediata 
fase de cesación del conflicto, como prevenci-
ón duradera. Para lograr la meta de establecer 
y promocionar estructuras que fortalezcan una 
paz y que pongan los cimientos de medidas de 
desarrollo, la construcción de paz para el post-
conflicto debe incluir una multitud de medidas. 
Abarca tanto esfuerzos diplomáticos como:

una dimensión preventiva, paliativa y reparativa 
con objetivos económicos y sociales. Incluye ac-
tividades tan diversas como permitir la reinserci-
ón de excombatientes, destruir armas y remover 
minas anti-personal, repatriar refugiados, moni-
torear elecciones, proteger el medio ambiente, 
avanzar en la protección de los derechos huma-
nos, reformar y fortalecer las instituciones guber-
namentales y judiciales, apoyar la reconciliación 
de la sociedad y promover procesos formales e 
informales de participación política. (Rettberg 
2002: XVIII)

El amplio espectro de las medidas menciona-
das anteriormente lleva consigo como conse-
cuencia, que las políticas aplicadas por parte 

del Estado durante la fase de confrontaciones 
armadas sean percibidas como contradictorias 
y puedan ser interpretadas como contra-pro-
ductivo hacia una paz y un post-conflicto, en-
tendido de manera temporal linear (Rettberg 
2002: 15).

Después de exponer brevemente el concepto 
teórico de la construcción de paz para el post-
conflicto en que nos basamos, seguimos pre-
sentando el primer ejemplo de la restitución de 
tierras en el proceso transicional en Colombia.

El proceso de restitución de tierras en 
virtud de la Ley de Víctimas y Restituci-
ón de Tierras
En 2012, entró en vigor la Ley de Víctimas y Res-
titución de Tierras que establece medidas que 
garantizan el derecho a la restitución de tierras, 
las reparaciones, la verdad y la justicia para las 
víctimas del conflicto armado (Summers 2012: 
225). Summers considera “the Victims‘ Law [as] 
a serious turning point in Colombia’s legislative 
history” (ibíd.: 223). No sólo el gobierno volvió 
a hablar de un conflicto armado interno11 (Up-
rimny y Sánchez 2012: 2), sino la ley también 
define a quienes se da la condición de vícti-
ma para tener derecho a una indemnización. 
Además, se introduce y asegura la implement-
ación de una amplia cultura de la memoria y la 
rehabilitación psicológica de las víctimas (ibíd.: 
16). Con este intento de castigar los crímenes y 
violaciones de derechos humanos y reparar sus 
víctimas comienza una nueva fase del proceso 
de superación del conflicto armado.12 Este pro-

11   Bajo el anterior gobierno del presidente Álvaro Uri-
be la designación no fue utilizada (Amnistía Internacional 
2012: 5).

12   La Ley de Víctimas y Restitución de Tierras no fue el pri-
mer intento de reconocer y compensar las víctimas. Ya en 
1997 se aprobó la Ley 387, en la que el gobierno se hace 
responsable por el desplazamiento y el reasentamiento 
de las víctimas. Sin embargo, la aplicación de esta ley re-
sultó ser muy difícil, ya que esto ni incluía los derechos 
delas víctimas ni los mecanismos de derechos para prote-
gerlos contra la reubicación. Hasta principios del siglo 21, 
el Congreso aprobó incluso las leyes que legitiman el rea-
sentamiento sin compensaciones significativas (Summers 
2012:. 223f). Hasta mediados de los años 2000 un replan-
teamiento tuvo lugar en el Congreso de la República y 
desde entonces la política fue dirigida a la reducción del 
conflicto y la protección de los derechos de las víctimas. 
En este marco se aprobó la Ley de Justicia y Paz (975) en 
el año de 2005. Esta ley trajo grandes obstáculos para las 
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ceso de la llamada justicia transicional fue apli-
cado originalmente sólo después del final de 
una guerra o un conflicto y fue asociada en la 
mayoría de los casos con la transformación de 
un sistema autoritario a uno democrático. Con 
el tiempo el concepto fue adaptado y ampliado 
así que hoy se puede 

entender por justicia transicional la respuesta 
estatal a la comisión masiva de atrocidades, 
comúnmente – pero no siempre – relacionada 
con eventos de transformación política, con el 
fin de interpelar el carácter injusto y enfrentar la 
negación de dichas atrocidades, por medio del 
reconocimiento a las víctimas; la descalificación 
normativa de las violaciones; el reproche a los 
responsables – entre los cuales puede estar el 
propio Estado – y la afirmación de los valores 
transgredidos por la victimización. (Orjuela Ruiz y 
Acosta Lozano 2012: 257)

En el caso de Colombia, siendo una repúbli-
ca presidencial democrática desde 1886 pero 
encontrándose todavía en un conflicto no ter-
minado oficialmente en el cual una multiplici-
dad de atrocidades ha sido cometida, justifica 
la aplicación del concepto de la justicia transi-
cional. Los esfuerzos del gobierno colombia-
no de comenzar un proceso transicional bajo 
las mencionadas circunstancias, aclaran que 
Colombia ya ha comenzado una fase de post-
vención además de las medidas de prevención, 
que se desarrolla de forma paralela a las actua-
les negociaciones de paz.

El conflicto armado desde hace más de 60 años 
de duración ha cobrado más de 7,8 millones 
de víctimas, la mayoría de estas personas (6,5 
millones de personas) han sido víctimas de des-
plazamiento forzado y el reasentamiento (Red 
Nacional de Información s.f.). En ningún otro 
país en el mundo, el desplazamiento forzado 
tuvo lugar de modo sistemático como ocur-
rió en Colombia, donde entre 1997 y 2013 5,1 
millones de personas han sido desplazadas o 
reasentadas (ACNUR Colombia s.f.)13. De acuer-

víctimas con él, así que, de 235.000 víctimas, que habían 
demandado por daños y perjuicios, sólo 24 víctimas de 
ellos recibieron compensación (Summers 2012: 224). Así 
que la Ley de Víctimas y Restitución de Tierras anuncia una 
nueva fase del proceso de reforma.

13   Definición desplzadxs o “internally displaced persons” 
según el Alto Comisionado de las Naciones Unidas para 
los Refugiados (en inglés UNHCR): “Internally displaced 
persons, or IDPs, are among the world’s most vulnerable 
people. Unlike refugees, IDPs have not crossed an interna-Unlike refugees, IDPs have not crossed an interna-
tional border to find sanctuary but have remained inside 

do con la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos, las poblaciones indígenas y afroco-
lombianas de los departamentos de Antioquia, 
Bolívar, Magdalena, Chocó, Cesar, Caquetá y 
Tolima han sido mayormente afectadas por 
el desplazamiento y el reasentamiento de sus 
propias tierras. En el 75 % de los casos, grupos 
paramilitares se apropiaron de estas tierras 
con documentos falsificados, poniendo lxs pro-
pietarixs una pistola en el pecho o asesinándo-
los inmediatamente antes de que pasaran las 
tierras a manos de inversorxs y terratenientes. 
“La mayoría de los desplazados internos, son 
desplazados de zonas rurales a centros urba-
nos, aunque los desplazamientos intra-urba-
nos también están en aumento ya que el 51 % 
los desplazados internos residen en las 25 ciu-
dades principales de Colombia” (ibíd.).

La Ley de Víctimas y Restitución de Tierras ase-
gura a lxs desplazadxs internxs el derecho a la 
restitución y el retorno a sus tierras. Si esto no 
es posible por razones de seguridad14, se pone 
a disposición otro predio o se compensara la 
víctima con una suma de dinero por la pérdi-
da de su tierra. La opción de la compensación 
económica, que se puede sacar por razones de 
seguridad, implica que algunas regiones del 
país todavía no están pacificadas y no se puede 
descartar la posibilidad de una revictimización. 
Para llevar a cabo el Registro de Tierras Despo-
jadas y Abandonadas (RTDA) la indemnización y 
el proceso de restitución de tierras, la Ley pre-
ve la creación de instituciones, mecanismos y 
responsabilidades especiales (Ministerio del 
Interior y Justicia de 2011). Estos incluyen, en 
particular, la Unidad para La Atención y Repara-
ción Integral a las Víctimas (UARIV) y Unidad de 
Restitución de Tierras (URT), que emprendieron 
su trabajo en 2012. Aparte de estas dos institu-
ciones se formaron jueces de un circuito espe-
cializado en Restitución de Tierras que “cono-
cen y deciden, en única instancia, los procesos 
de restitución de tierras y los procesos de for-
malización de títulos de personas que han sido 

their home countries. Even if they have fled for similar 
reasons as refugees (armed conflict, generalized violence, 
human rights violations), IDPs legally remain under the 
protection of their own government – even though that 
government might be the cause of their flight. As citizens, 
they retain all of their rights and protection under both 
human rights and international humanitarian law.” (UN-
CHR s.f.: “Internally Displaced People”, en: http://www.un-
hcr.org/pages/49c3646c146.html, [11.07.2016]).

14        El Ministerio de Defensa en conjunto con la Unidad 
de Restitución definen las zonas de seguridad.
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despojadas o forzadas a abandonar sus predi-
os” (International Center for Transitional Justice 
s.f.). El UARIV y la URT representan las únicas 
instituciones estatales creadas con el objetivo 
de acompañar y realizar el proceso de restituci-
ón de tierras. La URT es una “institución piloto” 
(Entrevista: Álvarez Cerrero 2015). 1300 emple-
adxs en la sede central en Bogotá y en las 17 
oficinas regionales se encargan de una tarea de 
la cual no existen experiencias previas. La URT 
tiene el oficio de asegurar la reparación territo-
rial de lxs desplazadoxs internxs dentro de tan 
sólo 10 años15. Mientras tanto diferentes orga-
nizaciones e instituciones nacionales e interna-
cionales apoyan en diferentes aspectos parcia-
les al proceso de la inscripción de las víctimas 
al registro único de víctimas (RUV), como a la 
restitución de tierras. Por ejemplo, la Fundaci-
ón Forjando Futuros con sede en Medellín, An-
tioquia se esmera en el apoyo administrativo y 
legal directo para lxs víctimas en el proceso de 
restitución. También instituciones internacio-
nales como la Organización de los Estados Ame-
ricanos con la Misión de Apoyo al Proceso de Paz 
(MAPP-OEA) y la Gesellschaft für Internationale 
Zusammenarbeit (GIZ)16 con el programa recién 
empañada ProPaz - Apoyo a la Construcción de 
Paz con los enfoques en el apoyo en la Justicia 
Transicional, Memoria Histórica, Reparaciones 
a Víctimas y Restitución de Tierras se encargan 
del apoyo. Aparte de éstos, un buen número de 
organizaciones e instituciones están especializ-
adas en el apoyo a la restitución de tierras. Este 
hecho indica que el Estado con sus instituciones 
creadas no está en condiciones para abordar 
este problema sólo. Una asistencia administra-
tiva y jurídica como el apoyo de lxs afectadxs 
por los actores nacionales e internacionales pa-
rece inevitable para iniciar un proceso digno de 
restitución de tierras.

La Ley de Víctimas y Restitución de Tierras esti-
pula que sólo reclamaciones que reclaman 
un hecho victimizante a partir del 1 enero de 
1985 pueden ser atendidas. Para una posible 
restitución de tierras se fijó la fecha límite del 1 
enero de 1991. Aunque en décadas anteriores 

15   Además, en marzo de 2015, se realizó un proyecto 
piloto. Aparte de la atención de los desplazados internos 
se atiende lxs colombianxs viviendo en el exilo mediante 
unas medidas en línea. Entrevista con Wilson Camilo 
Vargas Guzmán, Profesional Especializado, Oficina de 
Atención al Ciudadano, el 03.07.2015 en la Unidad para 
las Víctimas en Bogotá.

16   Agencia de Cooperación Internacional Alemana.

– con un período de apogeo en la década de 
1980 – se ha producido en gran medida des-
plazamiento y reasentamiento, esta fecha se ha 
consagrado en la Ley de Víctimas y Restitución de 
Tierras por diversas razones bien discutidas y 
aprobadas por la Corte Institucional17. Debe ser 
considerado críticamente, que, al fijar la fecha, 
un gran número de víctimas no puede reclamar 
indemnizaciones y tierras de las cuales fueron 
despojadas18. Drury, Investigador para Amnistía 
Internacional de Colombia, advierte que “gente 
que fue despojada antes de 1991 no puede ser 
objeto de restitución. Esto facilita la legalización 
del despojo por intereses económicos. Se tiene 
que estudiar cómo se integrará a estas vícti-
mas” (Drury 2014).19 Una reparación y restituci-
ón integral de las víctimas del desplazamiento 
forzado no parece estar considerada por el go-
bierno y los responsables no están obligados a 
rendir cuentas por sus crímenes.

Otro punto decisivo en el proceso de la recla-
mación y restitución de tierras es el hecho de 
que solamente reclamaciones de regiones ma-
cro- y microfocalizadas pueden ser tomadas en 
cuenta por un posible proceso de restitución20. 
Actualmente 17 de 33 departamentos del país 
han sido macrofocalizados y dentro de estos 
“hay 14 macro regiones […] y 287 micro zonas 
focalizadas en 417 municipios” (Unidad de Res-

17   Según Álvarez Cerrero la posibilidad de una inves-
tigación de las expulsiones y reasentamientos antes de 
esa fecha es muy difícil por no decir imposible debido a 
la falta de pruebas. Entrevista con José Antonio Álvarez 
Carrero, Abogado Asesor, Dirección Jurídica Nacional, 
Unidad de Restitución de Tierras, 27.04.2015 en la Sede 
de la Unidad de Restitución en Bogotá.

18   Según la ley 1448 víctimas serán “aquellas personas 
que individual o colectivamente hayan sufrido un daño 
por hechos ocurridos a partir del 1º enero de 1985, como 
consecuencia de infracciones al Derecho Internacional 
Humanitario o de violaciones graves y manifiestas a las 
normas internacionales de Derechos Humanos, ocur-
ridas con ocasión del conflicto armado” (Ministerio del 
Interior y de Justicia República de Colombia 2011: 8) Se 
incluye los hechos que ocurrieron a partir del 1º de enero 
del 1985, se cobija la restitución de despojos posterior-
mente al 1º de enero del 1991, sin embargo se garantiza 
“la reparación simbólica y la garantía de no repetición” 
(ibíd.: 8) a las víctimas de hechos anteriormente a 1985.

19   Esta fecha (1991) fue establecida para poder garan-
tizar el financiamiento de las medidas del proceso de 
restitución en el tiempo fijado hasta el año 2021. 

20   El Ministerio de Defensa en conjunto con la URT deci-
de sobre las regiones macro- y microfocalizadas pasándo-
se en la situación de seguridad.
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titución de Tierras 201521). “Este requisito de 
priorización al que está sometida la Restituci-
ón de tierras evidencia profundas contradic-
ciones, que hacen de la microfocalización un 
procedimiento de sometimiento del derecho 
fundamental a la Reparación Integral” (Bernal 
s.f.). Esta opinión la comparten también actores 
como la Fundación Forjando Futuros, que se dis-
cutirá más adelante.

Aunque las estimaciones de la URT son muy 
positivas, la URT confirma que tratar todas las 
reclamaciones y restituir todas las tierras hasta 
el año 2021, y realizar el trabajo y el proceso 
de la atención y restitución está difícil porque 
la URT enfrenta algunos obstáculos (Entrevista: 
Álvarez Carrero 2015). Es de gran importancia 
que se haya iniciado el proceso antes del fin 
oficial del conflicto armado, pero esa práctica 
también conlleva problemas. A menudo, el tra-
bajo de la URT en las regiones tuvo que ser can-
celado por razones de seguridad, a veces no se 
podía realizar a satisfacción plena (Entrevista: 
Álvarez Carrero 2015). Una razón por la cual se 
da en la presencia de los grupos paramilitares 
y las bandas criminales (BACRIM) que seguían 
activos en el terreno intimidando potenciales 
reclamantes por las amenazas de violencia y 
muerte impidiendo la presentación de la recla-
ma por parte de lxs reclamantes. Después de la 

21   En línea: http://cifras.unidadvictimas.gov.co/En línea: http://cifras.unidadvictimas.gov.co/
tierras?tema=40&subtema=43

desmovilización de las Autodefensas Unidas de 
Colombia (AUC) en 2005, muchxs ex-combati-
entes se organizaron en BACRIM. Estas BACRIM 
actúan tanto en zonas urbanas como rurales y 
parecen estar involucradas en actividades cri-
minales como por ejemplo el despojo de tierras 
(Consejería DDHH 2015). En este contexto hay 
que señalar que en el proceso de reclamación 
y restitución de tierras 67 líderes de restitución 
perdieron sus vidas en la lucha por sus tierras 
y las vidas de sus combatientes (ibíd.). Como el 
gobierno no adopta medidas contra este gru-
po, queda muy claro que el gobierno, como se 
describe en detalle más adelante, no considera 
y reconoce las BACRIM como actores del con-
flicto armado interno y no actúa contra ellos.

Con el fin de garantizar el objetivo de la restitu-
ción de tierras en el año 2021, la URT trabaja en 
recibir e inscribir todas las reclamaciones de lxs 
afectadxs hasta finales del año 2015. El proble-
ma con esta fecha límite es que un gran núme-
ro de personas afectadas no va a poder presen-
tar su reclamación por las continuas amenazas. 
Esto significa que una reparación integral no es 
posible debido a la situación no pacificada en 
muchas regiones y los conflictos que se encien-
den entre reclamantes y opositores.

Se perciben principalmente voces dudosas so-
bre la aplicación actual del proceso de restitu-
ción de la Fundación Forjando Futuros con sede 

Cartagena (Foto: Hanna Thiesing)
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en Medellín. Forjando Futuros se dedica predo-
minantemente en el acompañamiento del pro-
ceso de la restitución a nivel departamental. La 
Fundación ha estado trabajando desde 2005 en 
el tema de los derechos de tierras y el apoyo 
a las víctimas en el proceso de restitución de 
tierras en el Departamento Antioquia, donde 
el desplazamiento forzado ha tenido lugar en 
gran medida. Así dice Nora Isabel Saldarriaga 
Flórez, Directora Administrativa y Financiera de 
la Fundación22, que la Ley de Víctimas y Restituci-
ón de Tierras de por sí tiene algunas debilidades 
y debe ser sometida a una reforma urgente 
con el fin de garantizar un proceso integral y 
eficiente. En primer lugar, se critica a los crite-
rios de selección de las regiones macro- y mi-
crofocalizadas que son las únicas dónde una 
restitución será prevista. Uno de los criterios 
claves de la selección de las regiones macro- y 
microfocalizadas sería la situación de seguri-
dad para evitar una revictimización. Sin embar-
go, las fuerzas armadas colombianas no serían 
capaces de garantizar la seguridad en todas las 
regiones fuertemente afectadas y por lo tan-
to, sólo las regiones dónde se produjo menos 
despojo y desplazamiento que en otros serían 
microfocalizadas. Forjando Futuros ha publica-
do propuestas concretas de enmiendas de la 
Ley de Víctimas y Restitución de tierras, con el fin 
de garantizar la operatividad real de la ley. Ahí 
mencionan la barrera de las regiones microfo-
calizadas como una de las primeras trabas que 
se debe desmontar.

Además, Saldarriaga también llama la atenci-
ón sobre el aumento de los riesgos que aporta 
el trabajo en el proceso de restitución de tier-
ras para lxs directxs afectadxs y lxs empleadxs 
dentro de la propia fundación. Inversores, ter-
ratenientes, las élites y lxs políticox que quieren 
evitar que el proceso de restitución de tierras 
se cumple, los consideran adversarios directos, 
así que lxs reclamantes de tierras se sienten 
intimidadxs por las amenazas de muerte. Ato-
res como la Fundación Forjando Futuros, se ven 
obstaculizados en su trabajo. Esta es otra indi-
cación en que Colombia está experimentando 
un momento complejo y difícil actualmente.

El proceso de restitución de tierras es un 
ejemplo de un mecanismo de postvención ac-
tualmente realizado en el proceso de transici-

22   Entrevista con Nora Isabel Saldarriaga Florenz, 
12.03.2015 en la Sede de la Fundación Forjando Futuros, 
Medellín.

ón de Colombia porque “[enfrenta] la masiva y 
sistemática violación de los Derechos Humanos 
por diferentes hechos victimizantes y [hace] el 
tránsito hacia una etapa de Construcción de Paz 
y reconciliación” (Gesellschaft für internationa-
le Zusammenarbeit (GIZ) 2014a: 13). Se manifi-
esta claramente que las instituciones y organi-
zaciones involucradas se ven enfrentados con 
grandes desafíos en el proceso de transición y 
restitución sobre todo por la situación no pacifi-
ca en el país. A pesar de estos desafíos, muchas 
organizaciones e instituciones dicen “Sí” para al 
proceso de transición, en la esperanza de que 
un resultado positivo de conversaciones de paz 
en La Habana “tendrán una incidencia directa 
en las dinámicas de implementación de la Ley 
de Víctimas” (ibíd.: 14).

Estabilización de un escenario de 
conflicto activo mediante estrategias 
de prevención por parte del gobierno 
colombiano 
No solo es importante para el aseguramiento 
de la paz que el Estado colombiano se enfoca a 
la postvención, como la restitución, reparación y 
reconciliación, es igual de necesario continuar 
con las medidas de prevención, que se dirigen 
en mayor parte frente a las FARC. Las conver-
saciones de paz con la guerrilla con el mayor 
soporte, las FARC, hacen un papel fundamental 
para el proceso de transición. 

A pesar de la desmovilización de las AUC en el 
año 2005 y aunque el gobierno colombiano dis-
cursivamente pone en escena el acuerdo con 
las FARC  recientemente en septiembre 2015 
como éxito, parece que los actores estatales 
todavía no estén basándose en una pronta ter-
minación del conflicto. Al favor de la suposición 
que el Estado colombiano evalúa el statu quo 
como conflicto armado permaneciendo, se en-
cuentran diversos argumentos, los cuales se 
reflejan en múltiples estrategias de acción es-
tatales. Una de esas estrategias, que sin duda 
parte de y se dirige hacia un conflicto actual, 
son las medidas de prevención contra el reclu-
tamiento de menores de edad por partes de 
grupos armados ilegales. En la siguiente sec-
ción se pretende mostrar cómo estas estrate-
gias de prevención afectan la posición del Es-
tado en el proceso de transición y cuáles son 
los beneficios resultando de la lucha contra los 
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grupos armados ilegales. 

Esta tesis se basa en la teoría de que el térmi-
no de prevención siempre conlleva a intereses 
hegemónicos, que se suelan usar estratégica-
mente (Wohlgemuth 2009). La prevención está 
usada como medio de estabilización de poder, 
implementando y definiendo justamente esas 
intereses hegemónicos como normas socia-
les, que a su vez deben ser protegidas de una 
amenaza (en este caso las guerrillas) (Wohlge-
muth 2009). La prevención goza, dentro de una 
multitud de acciones contra la guerrilla, de un 
estatuó especial: Es sin alternativa porque una 
amenaza a menores de edad no se puede justi-
ficar ni éticamente ni moralmente. Por ende es 
“tan evidente que no necesita ninguna justifi-
cación adicional” (Bröckling 2004: 210).23 

Esta necesidad de intervenir a favor de la pro-
tección de lxs niñxs transmite a la vez el men-
saje de que un comportamiento en contra de 
normas y éticas comunes exista, lo cual debe 
ser impedido (Wohlgemuth 2009). El factor pro-
tección de menores refuerza una posición por 
encima de cualquier sospecha, ya que debates 
políticos alrededor de las necesidades de me-
nores de edad movilizan un público amplio. 
La predominante imagen de menores de edad 
como sujetos desamparados, débiles y menes-
terosos, incapaces de defenderse a sí mismos, 
refleja normas principales y bases éticas de 
muchas sociedades. Es justamente por eso que 
temas alrededor de la protección de menores 
sirven políticamente para difamar enemigos si-
multáneamente reforzando la propia posición 
moralmente elevada. 

A este mecanismo de ejercer poder le llama 
Bühler-Niederberger (2007) el “poder de la 
inocencia”.24 Influye tanto a decisiones políticas 
como lleva a “una naturalización de políticas” 
(Bühler-Niederberger 2007: 12).25 De tal manera 
las decisiones son legitimadas como naturales, 
porque son orientadas hacia las necesidades 
de menores de edad. Aquellas son considera-

23   Traducción libre: Dabei ist Prävention für Kinder „(...)    Traducción libre: Dabei ist Prävention für Kinder „(...) 
so selbstverständlich, dass es keiner weiteren Begrün-
dung bedarf“ (Bröckling 2004: 210).

24   Traducción libre: Diese Macht nennt Bühler-Nieder-Traducción libre: Diese Macht nennt Bühler-Nieder-
berger (2007) „the power of innocence“.

25   Traducción libre: Sie beeinfl usst politische Ent-   Traducción libre: Sie beeinflusst politische Ent-
scheidung und führt zu einer „naturalization of politics“ 
(Bühler-Niederberger 2007: 12).

das universales e invariables, porque fijadas 
como expresión de una “naturaleza aniñada” 
(ibíd.: 12)26, no aceptan ninguna posición diver-
gente sobre el bienestar del_ de la niñx. Por lo 
tanto, protección de niñxs y jóvenes es un tema 
muy beneficioso para crear aceptación política 
y ganar adeptos porque excluye cualquier pro-
testa (ibíd.).

Efectivamente el Estado colombiano está ob-
ligado a engalgarse de la temática del recluta-
miento de menores de edad ilegítimo. No solo 
ratificó la Convención de los Derechos del Niño en 
1991, sino también estableció el Estatuto de la 
Corte Penal Internacional sobre la protección de 
menores dentro de la Ley 742 de 2002 (véase 
por ejemplo: UNICEF y Procuraduría General de 
la Nación 2006). Por lo tanto, existe una Comisi-
ón Intersectorial27 para el desarrollo como para 
la configuración de medidas de prevención es-
tatales desde el año 2008, la cual está encar-
gada con la realización de las medidas. La co-
misión abarca todos los ministerios y todas las 
administraciones de Colombia, que tematizan 
la protección de la infancia. El CONPES 367328 de 
2010 sirve como catálogo de medidas obliga-
torias para todas las instituciones que forman 
parte de la Comisión Intersectorial.

La necesidad de medidas de protección está 
probada por estadísticas y estudios, elaboradxs 
tanto por académicxs, ONGs y actores estatales, 
como mediante proyectos concretos realizados 
por cooperantes en países en vías de desarrol-
lo y trabajadores callejeros (véase entre otrxs: 
Springer 2012, Puentes 2012, Carmona et al. 
2012, COALICO 2013, GIZ 2014b, Defensoría del 
Pueblo 2014, ICBF 2014, OIM 2012).
Los cálculos estiman acerca de 18 000 (GIZ 
2014b) soldadxs menores de edad, partici-
pando activamente en el conflicto armado co-
lombiano. Según estimaciones un 51,2 % de la 

26   Traducción libre: Diese sind universell und un-   Traducción libre: Diese sind universell und un-
veränderbar, da sie als ein Ausdruck der „kindlichen 
Natur“(sic!) festgesetzt sind, so werden keine von dieser 
Norm abweichenden Meinungen zum Kindeswohl akzep-
tiert. (Bühler-Niederberger 2007: 12) 

27   Comisión Intersectorial para la Prevención, Utilización 
y Violencia Sexual contra Niños, Niñas y Adolescentes por 
Grupos Armados al Margen de la Ley y por Grupos de Delin-
cuencia Organizada.

28   Consejo Nacional de Política Económica y Social: Política 
de Prevención del Reclutamiento y Utilización de Niños, 
Niñas, Adolescentes por Parte de los Grupos Armados 
Organizados al Margen de la Ley y de los Grupos Delictivos 
Organizados.
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totalidad de reclutadxs menores de edad, se 
atribuye a las FARC (véase por ejemplo: Human 
Rights Watch 2005; Springer 2012). 

A pesar de la escenificación tanto política como 
medial del éxito de las negociaciones de paz 
con las FARC, parece perdurando la necesidad 
de proyectos de prevención como contrapu-
estas a las FARC. La mera referencia hace ya, 
una posible amenaza. A base de estas supu-
estas amenazas el Estado colombiano puede 
justificar medidas de cualquier tipo y a la vez 
dificulta notablemente las argumentaciones 
en contra de tal medida. La Prevención enton-
ces se convierte en un “argumento irrefutable” 
(Wohlgemuth 2009: 12).29 En el caso de las me-
didas de prevención estatales significa que las 
medidas no cuestionadas de prevención contra 
la amenaza de las FARC resultan en una agra-
vación de la percepción de la guerrilla por parte 
de la sociedad colombiana. Eso desemboca en 
el hecho de que su posición dentro del proce-
so de las negociaciones empeoraría. Con sus 
proyectos de prevención el Estado mantiene un 
escenario del conflicto interno que discursiva-
mente ya parece anticuado en las discusiones 
de post-conflicto. El statu quo de la situación 
actual del conflicto armado no está tematizada 
explícitamente dentro de las descripciones y 
publicaciones de los proyectos de prevención, 
una visión optimista sobre una pronta termina-
ción del conflicto se busca en vano. Esto es con-
secuente, tomando en cuenta que proyectos de 
prevención son únicamente legitimados dónde 
existe una amenaza continúa. Estos proyectos 
estatales entonces no pueden ser únicamen-
te interpretados como medidas de protección 
de menores de edad ante una real existente 
amenaza.

Los proyectos y las medidas de prevención 
tanto estatales como no-estatales son además 
marcados por otro componente. La definición 
de grupos destinarios a medidas de prevención 
y de reintegración existe en cuanto a la definici-
ón y al reconocimiento estatal de todxs actores 
involucrados al conflicto armado insuficiente. 
Aunque las AUC como actor activo del conflic-
to colombiano hayan sido desmovilizadas, las 
BACRIM (véase más arriba) – que por su may-
oría se componen de anteriores miembros de 
los grupos paramilitares – todavía no están ofi-
cialmente reconocidas como actores del con-

29   Traducción libre: Prävention ist sozusagen ein „schla-
gendes Argument“ (Wohlgemuth 2009: 12).

flicto armado: 

Lo que se demuestra a partir de las anteriores 
citas de prensa es que las bacrim, en muchas 
situaciones, representan una amenaza mayor 
para la protección de los derechos humanos que 
la misma guerrilla. Sin embargo, la Ley 418 de 
1997 excluye a estas bandas como un actor del 
conflicto armado, lo que deriva en una situación 
crítica para las víctimas de las bacrim, así como 
para el control del orden público en Colombia. 
(López López 2014: 4)

El Estado colombiano las define como bandas 
puramente criminales. Por ende, todas las ac-
tividades criminales de las BACRIM no son 
consideradas parte del conflicto armado. No 
obstante, las BACRIM también abusan, como 
posteriormente lo hacían las AUC, menores de 
edad para la realización o la complicidad de ac-
tividades criminales. Como jurídicamente no 
son considerados como participantes del con-
flicto armado, el abuso de niñxs en este caso no 
está sancionado bajo la definición de reclutami-
ento (COALICO 2013; López López 2014). 

Esto es de importancia especial para los 
afectadxs menores de edad, cuando se logre 
prosecución por vía penal. El Guía para el Resta-
blecimiento integral de Derechos de Niños, Niñas, 
Adolescentes y Jóvenes desvinculados de Grupos 
Armados organizados al margen de la Ley consta:

La legislación vigente atribuye a los niños, niñas, 
adolescentes y jóvenes que se desvinculan de los 
grupos armados organizados al margen de la ley 
seis condiciones jurídicas distintas, a saber: a) 
víctimas de la violencia política; b) desvinculados 
de los grupos armados organizados al margen 
de la ley; c) víctimas del delito de reclutamiento 
ilícito; d) víctimas de violación del derecho a ser 
protegidos contra las guerras y los conflictos 
armados internos, y contra la utilización y 
reclutamiento por parte de grupos armados 
organizados al margen de la ley; e) víctimas 
de una de las peores formas de trabajo infantil 
y; f) posibles responsables de delitos de lesa 
humanidad o graves infracciones al derecho 
internacional humanitario. (Linares Cantillo 2008,: 
74)

De facto, menores de edad que han sido re-
clutadxs por grupos armados considerados 
como actores del conflicto armado interno, son 
reconocidxs como víctimas del conflicto armado 
si se desmovilizan siendo aún menores de edad 
(Ley 1448 de 2011, artículo 3). Ellxs después de 
su desvinculación deben ser trasladadxs al pro-
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grama de resocialización del Instituto Colombi-
ano de Bienestar Familiar (ICBF). Al contrario a 
lxs ya mencionadxs menores de edad que han 
sido reclutadxs por grupos armados considera-
dos como actores del conflicto armado interno 
menores de edad enrolladxs a las BACRIM, que 
por ende no son consideradxs como víctimas 
del conflicto armado, después de su desvincu-
lación enfrentan prosecución por vía penal por 
las actividades criminales realizadas dentro de 
las BACRIM (véase: Consejería DDHH 2015; CO-
ALICO 2013). Consecuentemente, el poder de 
definición del Estado colombiano sobre el statu 
quo de conflicto afecta directamente a las vidas 

de lxs niñxs que se desvinculen de los grupos 
armados organizados y también – o más bien 
especialmente – a lxs ninxs que son utilizadxs 
por los grupos delincuenciales organizados.

En resumen, se puede decir que el Estado co-
lombiano tiene distintos objectivos cuando se 
trata de sus estrategias de prevención que es-
tabilizan un escenario de conflicto actualmente 
activo, dado que el Estado colombiano se ha 
obligado de proteger a los niños vinculados al 
firmar convenios internacionales y promulgar 
leyes nacionales. La necesidad de esta protec-
ción está justificada para estudios varios así 
como el trabajo de ONGs distintos. 

No obstante, tales proyectos pueden también 
servirle al Estado a nivel ideológico. De modo 
que el tema niñxs soldadxs no basta ser un tema 
importante para movilizar un lobby para poten-
cialmente afectados menores, también apoya 
al Estado colombiano en cuanto a un fortale-
cimiento de su posición contra las guerrillas. 
El Estado entonces pueda tener gran interés 
en descubrir el mayor número de violaciones 
de derechos humanos y de delitos cometidos 
por las guerrillas, con el fin de generar presión 
hacia las FARC durante el proceso de negocia-
ciones. La publicación del reclutamiento de me-
nores de edad ilegítimo además pueda tener el 

objetivo de recibir una mayor 
aprobación de procesamien-
tos militares contra las guer-
rillas. Niñxs pueden ser instru-
mentadxs dentro de discursos 
políticos exitosamente, debido 
al hecho de que como grupo 
vulnerable de la sociedad re-
quieren de una protección ex-
cepcional. Adicionalmente la 
mayoría de la populación está 
emocionalmente involucrada 
a asuntos de la protección de 
menores sin tolerar su violaci-
ón (Bühler-Niederberger 2007). 

Mientras las negociaciones con 
la más potente guerrilla FARC 
todavía no están terminadas 
completamente y si permane-
cen en existencia grupos arma-
dos ilegales, siguen existiendo 
tanto las necesidades de por 
un lado impedir violaciones de 
derechos humanos por parte 

de los grupos armados ilegales y por otro lado 
de mantener la postura negociadora elevada 
del gobierno colombiano para ejercer su poder. 
Además sigue existiendo el interés por parte 
del gobierno de mantener la interpretación so-
bre el statu quo del conflicto como activo.

Resultado – Las concepciones 
diferentes del statu quo del conflicto 
armado en Colombia
Como fue demostrado en lo anterior, los dos 
ejemplos escogidos, las medidas de prevenci-
ón del reclutamiento de menores de edad por 

Cartagena (Foto: Nina Lawrenz)
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un lado y la aplicación de la Ley de Víctimas y 
Restitución de Tierras por el otro lado, pueden 
ser considerados ejemplar por una multitud 
de medidas actuales, los cuales, a primera vis-
ta, parecen ser contradictorias en cuanto a su 
compresión del conflicto. Fue señalado que las 
medidas de prevención deben estar localizadas 
dentro de un contexto de conflicto activo. Esa 
suposición sugiere que el Estado colombiano 
evalúa el conflicto armado tanto actualmente 
como para el futuro como conflicto persistido. 
Al contrario se puede concluir del bosquejo de 
la operacionalización de la Ley de Víctimas y Res-
titución de Tierras, que el Estado actualmente 
más bien se enfoque en la rehabilitación del 
conflicto, realizando medidas de postvención 
como el reconocimiento de las víctimas y su 
reparación dentro de un marco de una justicia 
transicional. 

Esas dos opuestas evoluciones del statu quo 
del conflicto parecen ser evidentemente con-
tradictorias. ¿Sea que el Estado colombiano, 
dependiendo del contexto, coloque diferentes 
entendimientos del conflicto a la base de sus 
acciones y medidas? ¿Entonces esas acciones y 
medidas deben ser consideradas como limita-
das en cuanto a su eficacia y tal vez también 
como opuestas hacia la meta de la estabilizaci-
ón de tanto una paz duradera como una trans-
formación sostenible del conflicto armado?

La supuesta contradicción visibilizada medi-
ante los dos ejemplos escogidos no se debe 
atribuir a un comportamiento ni contradicto-
rio ni parcial por parte del Estado. El paralelis-
mo de las medidas tanto como sus diferentes 
enfoques y metas, son más bien explicables y 
concluyentes, tomando en cuenta las concep-
ciones actuales de la construcción de paz para el 
post-conflicto.

Conclusiones 
El demostrado paralelismo de medidas impuls-
adas y realizadas por parte del Estado colombi-
ano, las cuales pueden parecer a la primera vis-
ta contradictorias hacia una evolución del statu 
quo del conflicto armado tanto como hacia la 
estabilización de un proceso transicional para 
una sociedad pacificada, puede ser explicado 
y justificado mediante una conceptualización 
intermedia de la construcción de paz para el post-
conflicto. Según la producción teórica contem-

poránea de las investigaciones para la paz30 esa 
debe ser iniciada ya durante las escalaciones 
violentas. Una tal conceptualización resuelve la 
supuesta contradicción y reclama un proceso 
simultáneo. Según Rettberg este proceso debe, 
por un lado, impulsar transformaciones dur-
aderas como puntos de partida para un desar-
rollo sostenible y por otro lado debe confrontar 
las consecuencias directas del conflicto armado, 
con el fin de minimizar las chances de una nu-
eva erupción del conflicto después de que este 
sea una vez terminado (Rettberg 2002b: 4).
En vez de interpretar políticas paralelas como 
la Ley de Víctimas y Restitución de Tierras y las 
medidas de prevención contra el reclutamiento 
forzado de menores de edad como contradic-
torias, más bien deben ser consideradas como 
medidas complementarias que en su conjunto 
puedan facilitar una pacificación sostenible. 
Según Rossbacher (2011) la construcción de paz 
para el post-conflicto complementa 

el sistema de medidas entrelazadas de la conten-
ción de conflictos. De este modo [se puede frag-
mentar] la exclusivamente concepción de carác-
ter non violento en medidas impulsadoras para la 
prevención de conflictos y medidas postoperato-
rios de conflictos” (Rossbacher 2011: 182).31

Los ejemplos retomados en este artículo pue-
den ser clasificados en estos dos grupos de me-
didas: La prevención de conflictos tiene metas 
preventivas, como el impedimento del recluta-
miento forzado de menores de edad. La Ley de 
Víctimas y Restitución de Tierras puede ser con-
siderada como medida posoperativa de conflic-
tos, ya que define el marco jurídico del recono-
cimiento y de la reparación de las víctimas del 
conflicto armado colombiano. 

En el caso colombiano una diversidad de acti-
vidades de la construcción de paz para el post-
conflicto debe ser respaldada normativamente, 
porque únicamente así se puede confrontar la 
naturaleza compleja del desde 60 años prolon-
gado conflicto armado de una manera significa-

30   „Friedensforschung“ en alemán o „peace studies“ en 
inglés. 

31  Traducción libre: Nach Rossbacher (2011) vervoll-
ständigt Friedenskonsolidierung „das System ineinander-
greifender Maßnahmen der Konflikteindämmung. Dabei 
[kann] für dieses ausschließlich gewaltfreie Konzept zwi-
schen friedensfördernden Maßnahmen zur Konfliktvor-
beugung und zur Konfliktnachsorge unterschieden [wer-
den]“ (Rossbacher 2011: 182).
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tiva (Rettberg 2002a: XXII). Durante el inmenso 
periodo en el cual el conflicto armado se ha ma-
nifestado de forma de atrocidades activas ya, 
las constelaciones de lxs actores involucradxs 
tanto como las dinámicas del conflicto se trans-
formaron, incrementando tanto la complejidad 
del conflicto como sus formas de manifestacio-
nes a niveles locales (Kurtenbach 2004: 7). Ugar-
rizza (2013) retoma esa idea, constatando que 
post-conflicto sería un concepto altamente abs-
tracto y genérico al concepto de la construcción 
de paz para el post-conflicto (véase también en 
lo siguiente: Ugarriza 2013: 145). Una tal inter-
pretación haría posible hablar del post-conflicto 
  – entendido como escenario en lo cual existe 
la paz negativa – en contextos en los cuales la 
construcción de paz para el post-conflicto todavía 
no sea realizada y debe por lo tanto ser consi-
derada congruente con una conceptualización 
minimalista. 

Este paso conceptual, en cierto modo contradi-
ce la anterior argumentación de este artículo. 
Es interesante porque según Ugarrizza (2013) 
debido a la compleja naturaleza del conflicto 
armado colombiano actualmente ya se pueda 
identificar espacios en Colombia los cuales ya 
no se encuentren en statu quo de una confron-
tación activa: “En el caso colombiano, las accio-
nes de construcción de paz –por ejemplo, re-
integración, reconciliación, atención a víctimas, 
etc.– sólo serían posibles en este tipo de espaci-
os.” (Ugarrizza 2013: 145). Tomando en cuenta 
la argumentación de Rettberg (2013) esos es-
pacios pueden ser considerados como inspira-
ción para un proceso de transformación de la 
sociedad de carácter general de la construcción 
de paz para el post-conflicto, ya que representan 
alternativas reales hacia una prolongación del 
conflicto armado. A pesar de eso, se debe man-
tener la reclamación de una terminación de la 
activa confrontación entre los actores del con-
flicto, para llegar a una pacificación sostenible 
y duradera, como lo articula Schultze-Kraft que 

(...) solamente puede darse si el país logra dar el 
paso crucial hacia el postconflicto pleno, es decir, 
cuando se logre poner fin al enfrentamiento 
armado con las guerrillas por medio de una estra-
tegia de resolución integral del conflicto y cuando 
se avance de manera certera hacia un control 
del narcotráfico y del crimen organizado, con la 
expansión funcional y territorial del Estado civil 
(Schultze-Kraft 2009 según García Pinzón 2014: 3).

Finalmente queda por constatar que se debe 
certificar al Estado colombiano, por su aplica-
ción de medidas paralelas y multidimensiona-
les – las cuales en conjunto aspiran hacia una 
construcción de paz para el post-conflicto soste-
nible – un serio interés en una transformación 
duradera hacia una paz positiva. Indiscutido 
permanece que quedan caminos largos hacia 
tal meta, incluyendo, entre otras, tanto una re-
configuración de varias instituciones estatales 
como la realización de una efectiva participaci-
ón de la sociedad civil, asimismo de las víctimas 
y lxs combatientes.
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Ciencias y saberes. La carrera pedagogía de la 
Madre Tierra – una propuesta de reivindicación 
académica, educativa y política.

Anne Maria Fröhlich Zapata, Anne Laudien, Marie Sauß, Lukas Meyer-Schwickerath

Introducción
Se trata de una búsqueda permanente de una 
pedagogía que dé [sic!] cuenta de la vida que está 
en las comunidades, en el hábitat tradicional de 
los pueblos, que dé cuenta de las distintas formas 
que los pueblos han utilizado como estrategias 
para que el aprendizaje sea un acontecimiento 
de la vida, que el aprendizaje signifique la ale-
gría, el contacto con la naturaleza, signifique la 
maduración de las relaciones de reciprocidad y 
de armonía (Green Stocel 2008: 8).

El interés académico por los saberes y las cos-
movisiones indígenas ha aumentado continua-
mente durante el último siglo. Dichos saberes 
todavía son caracterizados, a menudo, con at-
ributos como ‘alternativos’, ‘originarios’ y ‘ance-
strales’. De esta forma se busca distinguirlos 
claramente de aquel conocimiento 
que es definido como científico y 
universal, y valorado como el único 
verdadero y válido. Tras una larga 
lucha, actores de la Organización 
Indígena de Antioquia (OIA) lograron 
ampliar el panorama hegemónico 
de la cultura de saber occidental-
racional a través de la implemen-
tación de la carrera Pedagogía de la 
Madre Tierra (PMT) como parte de la 
oferta de estudios  la Universidad de 
Antioquia (UdeA). Durante el tiempo 
que duró nuestra excursión por Co-
lombia tuvimos la oportunidad de 
conocer más sobre este programa 
de estudios y conversar con su co-
ordinador, Abadio Green Stocel, en 
Medellín. La historia de lucha por la 
inclusión de saberes alternativos, 
como de la educación de-colonial, 

nos inspiró mucho y nos parece un ejemplo 
acertado, y valioso, para dar cuenta de las for-
mas de resistencia a la producción científica 
hegemónica. Dada la hegemonía del modelo 
de conocimiento occidental, “la universidad se 
resiste a asumir como conocimiento todo lo 
que se produce fuera de sus lógicas, y le es tan 
difícil reconocer formas de pensamiento y cos-
movisiones distintas a las que producen en su 
interior” (Caicedo Ortiz y Castillo Guzmán 2008: 
64 y s.). Es por esto que con este artículo quisi-
éramos visibilizar aquella lucha por la inclusión 
de saberes alternativos en el discurso alemán 
sobre Colombia. La representación discursiva 
de Colombia en Alemania muchas veces deja 
fuera las voces de actores marginalizados, a la 
vez que simplifica la imagen de una política de 
diversidad cultural, sin cuestionar el régimen 

Debates vivas en la Universidad de Antioquia (Foto: Nina Lawrenz)
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de representaciones involucrado yexcluyen-
do así ciertos conocimientos, acercamientos y 
saberes. Este trabajo persigue la meta de lla-
mar la atención sobre la resistencia existente 
contra los regímenes coloniales del saber.

Como base teórica fundamental recurriremos 
a las Teorías Críticas sobre la Colonialidad y el 
‘Otro’, como aquella referida a la Colonialidad 
del Poder de Aníbal Quijano (Quijano y Ennis 
2000) o las obras de Walter D. Mignolo (2011), 
las cuales contribuyeron al desarrollo y relaci-
ón de los conceptos de De- Colonialidad, Saber 
y Poder, dentro del contexto latinoamericano, 
muchas veces retomados y redefinidos por 
pensadorxs del continente. A dicha teorización 
contribuyeron también, entre otrxs, Catherine 
Walsh (2007), Susanne Lettow y Martha Zapata 
Galindo (2011), Ramón Grosfoguel (2013) yZul-
ma Palermo (2013), , acercándose al contexto 
universitario y la producción de saberes en el 
discurso de-colonial. Estas teorías, a su vez, se 
basan fundamentalmente en las ideas críticas 
y arqueologías de Michel Foucault (2012) sob-
re las condiciones subyacentes de la verdad, 
las cuales se relacionan con la invención de la 
historia del ser humano y la historia, el evolu-
cionismo y el colonialismo en el siglo XIX. Para 
llevar a cabo este trabajo se realizó un análisis 
de literatura, así como de la página web de la 
carrera, sus contenidos y la estructuración de 
la misma.

En el presente artículo se quiere aclarar enton-
ces qué se entiende por de-colonialización del 
saber y las ciencias, y por educación de-colonial. 
La pregunta principal de investigación es, por 
lo tanto: ¿en qué medida contribuyen los estu-
dios de la madre tierra a la de-colonialización 
del régimen y paradigma preponderantes del 
saber y de las ciencias, promoviendo y trans-
mitiendo representaciones de conocimientos 
no-hegemónicos y alternativos en un contex-
to académico institucionalizado? Partiendo de 
una visión dialéctica, se quiere averiguar, por 
un lado, cómo se transforman estos conoci-
mientos alternativos cuando son institucio-
nalizados; y, por otro lado, se quiere observar 
qué influencia tiene la implementación de los 
conocimientos indígenas sobre la institución 
universitaria misma y sobre los conocimientos 
que circulan dentro y más allá de ella. Consi-
derando nuestras observaciones y reflexiones 
anteriores, se asumirá que la concepción de la 
carrera PMT puede ser vista como una forma 

de resistencia al paradigma preponderante del 
saber que contribuye a su de-colonialización. 
Es de suponer que la implementación de la car-
rera PMT genera un cambio en el régimen de 
las ciencias y la educación superior de la UdeA. 
De tal forma, esta carrera se presenta en nu-
estro análisis como un proyecto de-colonial no 
solamente a un nivel pedagógico-didáctico y  
conceptual-teórico, sino también socio-político.

Movimiento indígena y sistema 
educativo en Colombia

Para comprender la constitución actual del ám-
bito académico, con énfasis en los saberes ‘al-
ternativos’ e indígenas, es imprescindible recur-
rir al contexto histórico en el cual se formaron 
los programas actuales de educación, en gene-
ral, y la carrera de la PMT, en específico. Este 
proceso duradero tiene sus inicios durante el 
siglo pasado, con el surgimiento de nuevos mo-
delos educativos en América Latina y con innu-
merables luchas por parte de los movimientos 
sociales. Es de presumir que los actores indí-
genas aspiran al reconocimiento y la institucio-
nalización de sus conocimientos para recobrar 
la soberanía de interpretación y representación 
no sólo de sí mismos, si no también de su histo-
ria, en un discurso académico y oficial. “Repre-
sentaciones bajo los cuales los sujetos étnicos 
(indígenas, afrocolombianos) han sido sobre 
todo objeto de estudio, pero en ningún caso, 
productores de conocimiento” (Caicedo Ortiz y 
Castillo Guzmán 2008: 66 y s.). A continuación 
se relatarán los principales logros por parte de 
los movimientos sociales, que contribuyeron 
de forma fundamental a una mayor consider-
ación de los asuntos indígenas en la educación 
colombiana tal como los modelos educativos 
que dominaron entonces.

La lucha por reconocimiento 

Desde comienzos del proceso colonizador eu-
ropeo, las comunidades indígenas fueron su-
jetas a procesos de escolarización colonial. Al 
principio bajo la forma de la misión católica civi-
lizatoria y luego bajo la educación escolarizada, 
pero igualmente ligada a la iglesia católica, “que 
deslegitimaba cualquier asomo de saberes y 
prácticas ancestrales” (UdeA 2009: 24). La edu-
cación se impartió en castellano y, generalmen-
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te, en internados alejados de las comunidades, 
con la finalidad de civilizar las poblaciones indí-
genas e integrarles a una supuesta cultura na-
cional homogénea. 

Evangelizar-civilizar-educar ha significado “incluir” 
a los sujetos de la otredad en un proyecto de 
sociedad en el que dicha inclusión se ha hecho a 
costa de la subordinación de los proyectos parti-
culares de vida de estas poblaciones y sus propios 
horizontes culturales, sus formas de organización 
política y sus conocimientos (Rojas y Castillo 2007: 
19 y s.).

Los saberes que se transmitieron, y transmi-
ten todavía en esta educación, son los sabe-
res blancos producidos en Europa (y luego en 
Estados Unidos) percibidos como superiores 
(Grosfoguel 2013: 75) y, aunque producidos 
en regiones geográficas específicas como si no 
estuvieran culturalmente marcados, es decir, 
como neutrales, universales y objetivos. Esto 
creó la condición para que lo sujetos indígenas 
no-blancos, ni mestizos, se hallaran reducidos a 
la otredad y sus saberes fueran caracterizados 
como subjetivos, locales y tradicionales (Rojas 

y Castillo 2007: 14). Esta concepción de saber 
sigue siendo dominante tanto en escuelas y 
colegios, como en la educación superior, donde 
la objetividad todavía es aplicada como el crite-
rio único para distinguir entre ciencia y no-cien-
cia (Grosfoguel 2013: 76), es decir entre ciencia, 
o conocimiento universal, y un saber subjetivo 

localizado (Walsh 2007: 28).

La base para romper con ese paradigma de 
saber en la educación colombiana se sentó 
en el año1978 con la aprobación jurídica de la 
enseñanza de las lenguas nativas en las escue-
las indígenas, abriendo así el camino para una 
educación intercultural bilingüe (UdeA 2009: 
16). A partir del año 1983, se realizaron varios 
encuentros impulsados por la Organización Na-
cional Indígena de Colombia (ONIC), enfocados 
en la educación indígena y, ya en 1984, se creó 
el grupo de Etnoeducación del Ministerio de 
Educación Nacional de Colombia (UdeA 2009: 
11). El mayor avance hacia una educación de-
colonial y diversificada surgió con la consagra-
ción de la nueva Constitución Política, en el 
año1991. La Constitución de 1991 reconoce la 
diversidad cultural de Colombia como un ras-
go constitucional del Estado y contribuye fun-
damentalmente a que la sociedad colombiana 
sea percibida, y entendida, como una sociedad 
pluriétnica y multicultural. Además de generar 
nuevos imaginarios de la nación y garantizar 
nuevos derechos específicos para las poblaci-

ones indígenas, la Consti-
tución de 1991 impone al 
Estado implementar una 
etnoeducación, y generar 
programas educativos es-
pecializados para los gru-
pos culturalmente diversos 
del país (Green Stocel et al. 
2013: 86).

Estos programas se enten-
dieron como oferta para 
los grupos étnicos del país 
y se enfocaron en nociones 
que rescatan lo ‘tradicional’ 
y ‘propio’ de sus formas de 
educar. Sin embargo, estas 
nociones no reconocen los 
procesos históricos que vi-
vieron estos pueblos y que 
llevaron a que estas con-
cepciones de educación 
fueran expresadas de una 

manera particular dentro un contexto tempo-
ral específico. Rojas y Castillo caracterizan estos 
programas educativos como “política de Esta-
do orientada a tramitar por la vía educativa el 
reconocimiento constitucional del país” (2007: 
17). Esto debido a que la etnoeducación mul-
ticulturalista no rompe con el paradigma de la 

Conversatorio con el coordinador de la Maestría de la Madre Tierra (Foto: Julia Große)
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subordinación social ni la marcación cultural de 
los pueblos indígenas (que supone a la vez la 
demarcación del resto de la sociedad), ya que 
no admite ni la heterogeneidad de los pueblos 
indígenas, sus ideas particulares de participa-
ción y articulación de una educación adecuada 
(ibíd.: 19), ni su capacidad de dirigir un proyecto 
propio de enseñanza. “Los discursos multicul-
turalistas expresan formas de representación 
de la diferencia cultural insertas en una mat-
riz colonial” (ibíd.: 18 y s.), manteniendo así la 
matriz de la subordinación y la relación asi-
métrica entre el saber ‘propio’ de los pueblos 
indígenas y los conocimientos científicos occi-
dentales, paradójicamente legitimados por los 
movimientos sociales. En su lucha por generar 
mayor control y autonomía en el sistema edu-
cativo, los grupos étnicos se refieren explícit-
amente a las diferencias sociales, culturales e 
históricas entre la sociedad blanca y mestiza, 
y los pueblos ancestrales, manteniendo de tal 
forma un esencialismo étnico que reproduce 
estas formas de diferenciación. “Su demanda 
de reconocimiento legitima el discurso multi-
culturalista de la diversidad cultural y las lógi-
cas que sustentan su ejercicio de hegemonía” 
(ibíd.: 19). Es desde ahí que surge la necesidad 
de dirigir un proyecto educativo que redefine 
los términos de la representación de un siste-
ma de educación indígena en el modelo educa-
tivo nacional. Esto incluye, según Caicedo Ortiz 
y Castillo Guzmán (2008: 86), la revisión y rear-
ticulación del contenido y las materias de en-
señanza de todos los institutos de enseñanza 
del país. “En buena medida los fenómenos de 
racismo y discriminación cultural que vivimos 
en Colombia, demandan una profunda revisión 
de las prácticas formativas y pedagógicas que 
se vienen agenciando en las universidades y 
escuelas” (ibíd.: 86). Una concepción curricular 
nacional debe entonces incluir, hacer accesible 
y contribuir a la comprensión de la visión his-
tórica y cultural de los pueblos étnicos dentro 
del esquema nacional de saber, y afectar de 
esta manera las políticas del conocimiento.

En los años 2003, 2004 y 2005, se realizaron 
tres Encuentros Nacionales de Políticas de Educa-
ción Superior para Pueblos Indígenas, liderados 
por el Consejo Regional Indígena del Cauca (CRIC) 
y auspiciados por el Instituto para la Educación 
Superior en América Latina de la Organización de 
las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia 
y la Cultura (UNESCO) en conjunto con la Aso-
ciación Colombiana de Universidades (ASCUN) 

en Cali, Pasto y Medellín, sucesivamente. En 
estos encuentros se expresó reiteradamente 
“la necesidad de una articulación respetuosa 
entre universidades y organizaciones para la 
creación de programas de formación post-se-
cundaria para los pueblos indígenas” (Green 
Stocel et al. 2013: 91). Ahí se articuló también el 
cambio deseado y necesario desde una educa-
ción indigenista y multicultural a una educación 
intercultural.  A partir de la colaboración entre 
organizaciones sociales e instituciones educa-
tivas se conceptualizaron diferentes proyectos 
de educación intercultural a lo largo de América 
Latina: la educación bilingüe y bicultural, bilin-
güe intercultural o intercultural bilingüe, la et-
noeducación, educación propia y la Cátedra de 
Estudios Afrocolombianos. 

Reconociendo los esfuerzos de las comuni-
dades indígenas por construir un proyecto 
propio de educación, el concepto de la intercul-
turalidad es adoptado y aceptado por el Minis-
terio de Educación Nacional de Colombia, que 
destaca entre los macro objetivos de su Plan 
Nacional Decenal de Educación 2006-2016 el 
“reconocimiento de la diversidad cultural: Ga-
rantizar pedagogías pertinentes para el reco-
nocimiento de la diversidad étnica, cultural, de 
creencias y las demás formas asociativas que 
implican la interculturalidad y que hacen parte 
de la identidad nacional” (2009: 16). Pero este 
reconocimiento oficial también implica el ries-
go de la simple adopción del discurso de los 
movimientos sociales sin cambiar el orden epi-
stémico nacional. Central para una educación 
intercultural es la idea de un diálogo simétrico 
entre diferentes culturas y saberes en el ámbito 
de la educación y enseñanza, es decir, una co-
municación a un mismo nivel, igualitaria y equi-
librada, sin dominación por parte de ningún 
comunicador, y con los mismos derechos para 
todxs quienes participan del diálogo (Watzla-
wick et al. 1990: 78 y ss.). Según Rojas y Castillo 
(2007: 22), generar esta simetría sólo es posible 
si (1) no se le comprende como un mero cam-
bio actitudinal de respetar, tolerar y convivir 
con otras culturas sin cuestionar el orden epi-
stemológico; si (2) no se incluye simplemente 
el saber indígena como complemento del saber 
‘universal’ reproduciendo así las políticas de re-
presentación dominantes; y si (3) las institucio-
nes oficiales no tan solo cooptan el discurso de 
los movimientos sociales, olvidándose de que 
no se trata simplemente de una subordinación 
social, sino también de una subordinación epi-
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stémica la que se busca reivindicar. “El lenguaje 
institucional prolifera una retórica que enaltece 
y valora positivamente la existencia de la diver-
sidad, pero cuya existencia concreta no se ma-
terializa” (Caicedo Ortiz y Castillo Guzmán 2008: 
67).

Tomando el pensamiento crítico como punto 
de partida, se deben reconocer y valorar todos 
los sujetos (subalternizados) como productores 
valiosos de saber y ‘ciencia’. Una mirada crítica 
al concepto hegemónico de saber en la consti-
tución de las ciencias occidentales ‘universales’ 
y del sistema cultural de base, hace posible ge-
nerar un diálogo horizontal entre los saberes. 
De esta forma no se descartan necesariamente 
por completo formas de pensar o metodologías 
de enseñanza de ningunx de lxs participantes 
del diálogo, permitiendo así la construcción de 
una identidad indígena acorde con los propios 
planes de vida y comunitarios (UdeA 2009: 10). 
Como consecuencia, conocimientos y metodo-
logías indígenas pueden abrir espacios en el 
ámbito de la educación superior. 

Formar educadorxs para transformar la educación 

La realización, el reconocimiento y la institucio-
nalización del proyecto de la licenciatura de la 
PMT, son en gran parte debido a la voluntad y 
los impulsos de la OIA, y su entonces presiden-
te, Abadio Green Stocel1. La OIA fue fundada en 
el año 1985, con el objetivo principal de impul-
sar como entidad de carácter oficial y jurídica 
el proceso de titulación, saneamiento y am-
pliación de territorios reconocidos como res-
guardos o reservar indígenas (Green Stocel et 
al. 2013: 87). A partir de ahí surge la necesidad 
de formar líderes y autoridades indígenas que 
cuenten con el conocimiento para el manejo y 
la organización del territorio, dentro del marco 
legal y político del Estado. Para satisfacer esta 
demanda por una educación y formación par-
ticular, la OIA generó diversos proyectos de 
formación administrativa a finales de los años 
ochenta y los fortaleció durante los noventa, 
debido a los cambios que surgieron de la im-
posición de la Constitución de 1991. Entre estos 

1   Green Stocel fue presidente de la Organización Naci-
onal Indígena de Colombia, entre los años 1994 y 1998, 
y presidente de la OIA del año 2000 al 2005. Además de 
ser docente y estar involucrado en muchos proyectos de 
la Educación Intercultural Bilingüe, asume el cargo del Co-
ordinador del Programa de Educación Indígena de la UdeA 
(Green Stocel 2008).

proyectos se encuentran los Promotores Rurales 
Indígenas (PRI), la Asociación de Maestros de las 
Comunidades Indígenas de Antioquia (AMCIA) y 
la Asociación de Promotores Rurales Indígenas en 
Salud (APRISA) (Green Stocel et al. 2013: 87). Por 
su participación en la Asamblea Nacional Con-
stituyente del año 1991, el movimiento indí-
gena logró que los territorios indígenas fueran 
reconocidos como entidades territoriales de la 
nación, lo cual posibilita la entrada de los res-
guardos en el Sistema General de Participación, 
que transfiere recursos financieros nacionales 
a entidades territoriales (Secretaría Distrital de 
Hacienda 2001). Para participar activamente 
en este sistema y aprovechar los derechos in-
stitucionales existentes para la generación de 
proyectos comunitarios, y el manejo de los ter-
ritorios, son imprescindibles saberes y capa-
cidades administrativas, políticas y financieras 
sobre el manejo de recursos territoriales y na-
turales.

Los esfuerzos en el ámbito de la formación 
de liderazgo indígena tomaron un carácter 
sistemático y se institucionalizaron mediante 
la creación del Instituto Departamental para la 
Educación Indígena (INDEI), en el año 2000. “Las 
necesidades de producción, de gobiernos indí-
genas, las de educación, salud, las de la gestión 
ante el Estado, entre otras, plantean expecta-
tivas y problemáticas que sólo pueden ser re-
sueltas mediante formación y capacitación e 
investigación” (INDEI 2014). A partir de ahí, la 
política educativa de la OIA se proyectaba hacia 
la educación superior, ámbito donde la etno-
educación y la educación indígena habían sido 
bastante marginales en comparación con la 
educación preescolar, básica y media (Caicedo 
Ortiz y Castillo Guzmán 2008: 63). Como con-
secuencia de la fundación del INDEI, la OIA re-
visó su Plan de Etnodesarrollo llamado “Volver 
a recorrer los caminos de nuestros ancestros”, 
con la finalidad de incluir a los pueblos indíge-
nas en la educación postsecundaria y desarrol-
lar el “pensamiento propio y el reconocimiento 
efectivo de la interculturalidad y la diversidad 
étnica, (…) fortalecer la autonomía, la autode-
terminación, el ejercicio democrático participa-
tivo a nivel comunitario y la resistencia de los 
pueblos” (Green Stocel et al. 2013: 88). Este pro-
grama político-educativo fue retomado duran-
te la construcción curricular de PMT, después 
de haber sido concertada con más de 160 co-
munidades de los pueblos Emberá, Kuna-Tule 
y Senú. Esto lo llevó a constituirse claramente 
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como programa y estrategia intercultural (ibíd.: 
88 y s.). A la vez, durante los años 2002 y 2004, 
se renovaron las normas ya establecidas en el 
año 1968 para la admisión y los derechos es-
peciales de aspirantes provenientes de comu-
nidades indígenas y afrocolombianas a la UdeA 
(UdeA 2002).

La creación del INDEI fomentó la base para el 
desarrollo de dos convenios en el marco de 
cooperación académica entre la OIA, el INDEI y 
la UdeA. El primer convenio se firmó en el año 
2004 y dio paso al establecimiento del Programa 
de Educación Indígena, adscrito por la Facultad 
de Educación de la UdeA, en el año 2007. Este 
programa estuvo a cargo de la oficialización y el 
reconocimiento institucional de la Licenciatura 
PMT. La tutela del programa fue adjudicada 
por la OIA al líder indígena y académico, Abadio 
Green Stocel (Cáisamo Isarama y García Castro 
2008: 226), lo que lo llevó a formar parte del 
equipo docente de la misma carrera. El siguien-
te convenio se estableció en el año 2009, en el 
marco del Plan de Desarrollo de la Universidad 
de Antioquia 2006-2016, y resaltó la necesidad 
de “crear nuevas ofertas académicas en pregra-
do que atiendan las necesidades y potenciali-
dades regionales y nacionales” (UdeA 2006: 82). 
El mismo año se articuló también la propuesta 
para la creación del programa académico de la 
licenciatura PMT, con el apoyo académico tanto 
de la Rectoría como del grupo de investigación 
DIVERSER y la financiación de la organización no 
gubernamental vasca, Mugarik Gabe, y la UdeA. 
DIVERSER, además de aportar en temas de la 
docencia y extensión, particularmente con-
tribuye en el área de la investigación educativa 
y social, dando apoyo y tutoría para semilleros 
y trabajos de grado relacionados a las comuni-
dades indígenas desde “una perspectiva crítica, 
creativa e intercultural” (DIVERSER 2008). A la 
vez, la carrera cuenta con un Consejo de Sabi-
os y Sabias especializados en diferentes áreas, 
como la medicina, la botánica y las artes, partic-
ipando y apoyando en la constitución curricular 
y formal de la PMT. Este Consejo abre un es-
pacio de diálogo intercultural que influye en el 
entendimiento de un buen vivir de las comuni-
dades y también de lxs maestrxs mismxs, y sus 
funciones dentro de las comunidades indíge-
nas participantes (Green Stocel et al. 2013: 93). 
La licenciatura fue aprobada por la universidad 
y el Ministerio de Educación. En el año 2013 
egresaron 67 estudiantes de la licenciatura:

mujeres, hombres, jóvenes, líderes y maestrxs 
que ya están incidiendo positivamente en sus 
comunidades a través de su involucramiento 
en procesos comunitarios para la seguridad y 
soberanía alimentaria, la organización territorial, 
la salud comunitaria intercultural, el fortalecimi-
ento de expresiones estéticas (ibíd. 2013: 93).

En el año 2014 se presentaron 158 aspirantes 
al examen de la segunda cohorte de la licencia-
tura PMT que contaba con 80 cupos.

Hacia una alternativa al régimen del 
saber hegemónico

Para analizar la dimensión alternativa de la li-
cenciatura PMT es indispensable discutir breve-
mente lo que se entiende como lo ‘no-alterna-
tivo’ o ‘lo normal’. En ese contexto, ‘lo normal’ 
se refiere al sistema (europeo-estadounidense) 
predominante de entender, definir y producir 
conocimientos, saberes, relaciones y prácticas 
sociales. En una primera parte tematizaremos 
los conceptos de Colonialidad, Colonialidad del 
Saber y Poder, así como Post- y De-colonialismo, 
como puntos de partida para discutir la dimen-
sión de-colonial del programa PMT. Después de 
esa localización teórica se llevará a cabo el aná-
lisis de la constitución de la carrera, sus conte-
nidos y su metodología de enseñanza que uti-
liza herramientas de la educación y pedagogía 
crítica, y creativa.

Colonialidad, Post-Colonialismo y 
De-Colonialización

El concepto de la Colonialidad, introducido por 
Aníbal Quijano en los años noventa, se dis-
tingue de la Colonización y su pareja binaria 
De-Colonización, ya que permite desarrollar una 
reflexión más amplia sobre los mecanismos de 
colonización y las continuidades inherentes de 
dominación (Quijano y Ennis 2000). Colonialidad 
se refiere a la lógica subyacente que distingue 
la génesis y consolidación de la civilización oc-
cidental como la única valida desde el Renaci-
miento hasta hoy. Por lo tanto, incluye las di-
versas formas de colonización de los pueblos 
‘originarios’ de las Américas, desde su llamado 
descubrimiento hasta la actualidad (a través de 
la evangelización, del establecimiento del cas-
tellano como lengua oficial o la persistencia de 
ciertas palabras del contexto (pre)colonial en 
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los idiomas dominantes); hechos que manti-
enen y (re)producen categorías de exclusión, 
racismo y estigmatización. Aunque a través del 
tiempo las prácticas de do-
minación han cambiado o se 
han hecho invisibles, se ha 
establecido un sistema he-
gemónico del conocimiento 
y saber desde los poderosos 
centros económicos del oc-
cidente. Referente a esto, el 
concepto de la Colonialidad 
del poder, desarrollado por 
Quijano y Ennis (2000), se re-
fiere al uso de la “raza como 
criterio fundamental para la 
distribución de la población 
en rangos, lugares y roles 
sociales, y con una ligazón 
estructural a la división [glo-
bal] del trabajo” (Walsh 2007: 
28). La Colonialidad del Saber, 
por otro lado, se refiere a la 
negación de formas diver-
gentes “de producción del 
conocimiento que no sean 
blancas, europeas y ‘científicas’” (Walsh 2007: 
29). Santiago Castro-Gómez incluso ve la Colo-
nialidad del Poder y del Saber, como dos lados 
de la misma moneda:

La producción de la alteridad hacia adentro y la 
producción de la alteridad hacia afuera formaban 
parte de un mismo dispositivo de poder. La colo-
nialidad del poder y la colonialidad del saber se 
encontraban emplazadas en una misma matriz 
genética (2000: 154).

Existe un nudo central entre saber y poder en 
las relaciones coloniales que determina, por un 
lado, los objetos y sujetos del saber, y, por otro, 
define el marco en que el saber es construido 
y divulgado (Lettow y Zapata 2011: 38). Es por 
eso que las ideas de desarrollo y modernidad 
son consideradas hoy como la opción obligato-
ria que, simultáneamente, priva a aquellas cos-
movisiones que cuestionan su validez y están 
grabadas en todas nuestras relaciones, prácti-
cas sociales e instituciones (no sólo educativas). 
El título del libro “The Dark Side of Modernity” 
(Mignolo 2011), se refiere a ese hecho, visibili-
zando la Colonialidad como el reverso de la mo-
dernidad. De ese modo, la Colonialidad como 
tal es un concepto de-colonial, ya que abre el 
horizonte para visibilizar la dominación de un 
modelo occidental de pensamiento, interpreta-

ción y racionalidad que niega la existencia de 
otros saberes, historias y formas del ser (ibíd.: 
2).

Es necesario subrayar que el concepto de la Co-
lonialidad se distingue del colonialismo como 
época histórica. Por lo tanto, desde la teoría 
de la Colonialidad no es posible llegar a una 
época post-colonial (Quintero 2013: 63), pues 
la palabra post tiene la noción de un presente 
que ha superado el colonialismo luego de la 
independencia de las colonias, en el siglo XIX. 
Pero la teoría post-colonial también tiene una 
dimensión que no sólo se refiere a la época y 
las sociedades supuestamente post-colonia-
les. Esta segunda dimensión epistémica ana-
liza continuamente el discurso que produce, 
legitima y perpetua estructuras coloniales de 
poder en la actualidad. Destacados represen-
tantes post-coloniales, como Homi K. Bhabha, 
Edward Said, y Frantz Fanon, desarrollaron la 
perspectiva de una sociedad colonizada, con un 
enfoque en Asia y África. El grupo de estudios 
subalternos latinoamericanos plantea ideas se-
mejantes que conforman la base teórica para el 
concepto de Colonialidad. Ese concepto puede 
ser visto entonces como una respuesta especí-
ficamente latinoamericana que evita hablar 
de post-colonialismo, para no crear la idea de 
una ruptura de las estructuras predominantes 
de poder y saber, como sugiere con la palab-
ra post. Además, y contrario a los pensadores 
post-coloniales, se enfatiza la pregunta por el 

Protesta en la universidad (Foto: Julia Große)
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cómo se pueden desarrollar alternativas de-co-
loniales mientras las condiciones coloniales de 
dominación sean persistentes (ibíd.: 63).

Entonces, el punto clave de un proyecto de-co-
lonial es llevar los saberes alternativos, no he-
gemónicos, al centro de interés para cambiar 
así el poder interpretativo del saber occidental 
predominante dentro de la educación superior 
(Palermo 2013: 175). No se pretende reempla-
zar la educación formal, basada en la raciona-
lidad científico-técnica, por otra que pretenda 
ser la única episteme válida, sino crear un espa-
cio dentro del sistema (educativo) en donde se 
reconozcan diversos saberes ancestrales y op-
rimidos. De esta forma, Mignolo está a favor de 
implementar una “nueva ‘geopolítica del saber’ 
(...) que genera una descentración del euro-
centrismo hegemónico en favor de múltiples 
prácticas del saber con enlaces horizontales” 
(Lettow y Zapata 2011: 26).

La licenciatura PMT como proyecto de-colonial

El programa de licenciatura PMT se refiere ex-
presamente a aquellas ideas de la de-colonia-
lidad: su creación responde a la ausencia de la 
representación de los saberes ancestrales y la 
sabiduría de los pueblos indígenas en la educa-
ción superior colombiana, así como en la per-
sistencia global de una hegemonía del mode-
lo de pensamiento occidental. La licenciatura, 
además, aspira a superar la idea del supuesto 
atraso social y científico de las, así denomina-
das, comunidades ‘originarias’, como resultado 
de la dominación de la hegemonía del saber oc-
cidental. En el contexto de esa crítica profunda 
a los paradigmas coloniales establecidos, que 
resulta de los estudios latinoamericanos sobre 
la Colonialidad, se abre el camino para iniciar 
un “diálogo de los saberes que permita la cons-
trucción de una identidad indígena acorde con 
los propios intereses de esos pueblos” (UdeA 
2009). El programa se entiende entonces como 
una propuesta para aportar reflexiones críticas 
a la “búsqueda de alternativas innovadoras y 
pertinentes” (ibíd.: 28), a través de una desco-
lonización del pensamiento. El programa invita 

(...) a pensar una educación de-colonial que per-
mita 1) aprender a descolonizar el pensamiento 
(descolonización en el sentido de dejar de ser 
colonizado) y 2) mediante la confrontación de la 
deshumanización, el racismo y la negación de 
otros seres y campos del saber, ir desde otras lógi-

cas y otros pensamientos hacia la construcción o 
creación de condiciones radicalmente diferentes 
de existencia (de-colonialidad) (ibíd.: 28).

Aunque lxs creadorxs del programa hacen 
referencia concreta a los estudios de- y post-
coloniales como punto de partida para la jus-
tificación del programa, se posicionan también 
críticamente frente a estos discursos de la ci-
encia moderna, que por su posición superior y 
hegemónica perpetúan una profunda violencia 
epistémica y no permiten un verdadero diálo-
go entre los saberes (ibíd.: 27). A continuación, 
buscamos profundizar en el análisis de los ob-
jetivos, la estructura, así como los métodos y 
los contenidos de la carrera, para abstraer no-
ciones de cambio provocados por la inclusión 
de la PMT al régimen de las ciencias y repre-
sentaciones hegemónicas. Argumentaremos, a 
través de una selección como modo de ejemplo 
(la cual está fijada por el formato y tamaño del 
artículo), que la constitución de la carrera PMT 
tiene el potencial de generar cambios en el pa-
radigma del saber y el sistema político-educa-
tivo de Colombia.

Nivel pedagógico-didáctico: Currículo y resistencia

Una universidad, así sea propia, no deberá reem-
plazar la educación ancestral ni a nuestros sabios 
y sabias ni a su saber milenario, que no han 
necesitado de edificios ni escuelas para enseñar 
nuestro pensamiento y conocimientos. Nuestra 
universidad está en nuestros territorios, en la 
vida comunitaria (Sierra 2010: 165).

Teniendo en cuenta que los saberes y prácticas 
ancestrales siguen vivos y no son asunto de una 
‘etapa precolombina’, el currículo se distingue 
por su carácter afirmativo y respetuoso frente 
al mundo indígena, y su visión de la educación, 
de tal forma que apoya la práctica de saberes 
que se manifiesta en las mismas formas de 
convivencia. 

Estructura flexible e investigación participativa 

La carrera logra implementar un concepto pe-
dagógico alternativo gracias a su estructura 
flexible. “El programa es de carácter presencial 
y está organizado por encuentros formativos 
diferenciados para facilitar la participación de 
estudiantes de regiones geográficamente re-
motas” (UdeA 2009: 67). Se puede constatar que 
en los encuentros zonales realizados dos veces 
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por semestre, el profesorado se desplaza a las 
distintas sedes comunitarias y, por consiguien-
te, lleva el aula universitaria al entorno cotidi-
ano de lxs estudiantes (ibíd.: 67). Por lo tanto, 
la propuesta curricular permite a lxs estudian-
tes su participación en rituales y otros proce-
sos comunitarios que forman parte esencial de 
una pedagogía ancestral. Esto abre y amplifica 
la definición de lo que se considera educación, 
ya que la educación propia de las comunidades 
indígenas se caracteriza por su integralidad a la 
vida cotidiana, la participación de la familia y la 
comunidad (Sierra 2010: 165).

El examen de admisión resulta ser otro ejemplo 
de flexibilización en cuanto se diferencia fun-
damentalmente del examen aplicado por los 
demás programas universitarios. El examen re-
alizado el 15 de marzo de 2014, se centró en el 
conocimiento general que los aspirantes tenían 
de las culturas indígenas. Al respecto, una as-
pirante opina: “¿El examen? Excelente porque 
realmente tiene temas que abarcan nuestra 
cultura, de nuestros ancestros, de nuestros 
saberes, de nuestra cosmovisión como indíge-
na, excelente porque así reforzamos más estos 
conocimientos que ya traíamos”2. Así mismo se 
modifican criterios de admisión, permitiendo la 
participación conjunta de bachilleres y aspiran-
tes sin bachillerato (Cáisamo Isarama y García 
Castro 2008: 228).

De la misma manera aparece el elemento cur-
ricular de las pedagogías de la diversidad cultural 
(entre otros) como un acercamiento estructu-
ral incluyente. Dicha entidad curricular forma 
parte del núcleo de énfasis y se presenta como 
“una invitación hacia la investigación colabora-
tiva intercultural entre participantes del progra-
ma y otros colectivos o personas (UdeA 2009: 
116). De tal manera se permite no solamente 
una educación más allá de la universidad, sino 
que la carrera trata de fortalecer la conciencia 
del valor de la pedagogía ancestral. De ahí se 
deduce que de esta manera se pueda superar 
el dispositivo de la vergüenza cultural y la Co-
lonialidad del ser. Tal acercamiento provoca la 
“transformación de las prácticas educativas, y 
supone la construcción de nuevos espacios y 
formas de producción y circulación de los co-
nocimientos, de, desde y con los sujetos subal-
ternizados” (Rojas y Castillo 2007: 23).

2   Facultad de Educación, UdeA: La madre tierra – un 
motivo para estudiar, en: https://www.youtube.com/
watch?v=dmZurumWxe0, 10.10.2015].

Metodología

El acercamiento educativo hace resaltar al-
gunas metodologías creativas que tratan de 
fortalecer y recuperar el derecho de la gente 
a la expresión lúdica y artística, subrayando la 
importancia de actos creadores. Por lo tanto, 
se trabaja con pintura, danzas y teatro3. Igual-
mente, la metodología se caracteriza por la 
recuperación de formas y actividades poéticas 
narrativas, analógicas y metafóricas con el fin 
de considerarlas como una fuente inagotable 
de sentidos (UdeA 2009: 44 y ss.). Estas met-
odologías creativas, como el juego y el arte, po-
drán ser vistas como actividades subversivas y 
libertarias, que permiten no sólo aprender los 
saberes y las prácticas de tradiciones culturales 
propias, sino también explorar alternativas a la 
existencia en el acto de ejecución (Sierra 2010: 
178). De tal manera, los métodos exponen un 
carácter de resistencia. El trabajo de campo de 
Richard Nixon Cuellar Lemus, sobre la PMT, nos 
da un ejemplo de una así llamada metodología 
de resistencia (2009: 40 y ss.). En su artículo, 
“Análisis de los agentes de transformación de 
la cultura, sus aspectos y causas. Estrategias de 
resistencia” (ibíd.), visibiliza la lucha de lxs indí-
genas tule, resaltando agentes y aspectos de la 
cultura dominante occidental que cambiaron 
la cultura tule, así como las estrategias de re-
sistencia correspondientes de dicho pueblo 
para enfrentar estos cambios. En su trabajo de 
campo, realizado con dinámicas participativas 
de investigación, planeación y organización de 
la comunidad, Cuellar Lemus subraya que los 
tules siguen “caminando juntos para resistir en 
la cultura, idioma, costumbres, forma de ser y 
de sentir” (ibíd.: 42). Concediendo prioridad a 
las formas de resistencia, el trabajo de campo 
procura espacios continuos de reflexión de las 
condiciones de vida comunitaria, así como la 
búsqueda permanente de alternativas creati-
vas. Por ende, el carácter de-colonial del pro-
grama se evidencia no sólo por su referencia 
explícita a las críticas desde la Colonialidad, sino 
que demuestra una metodología de enseñanza 
que recoge: 

3   Véase por ejemplo las escenas del capítulo “Opinión: 
Abadio Green, los Indígenas en la Universidad”, https://
www.youtube.com/watch?v=K-q72xHlhRw, [08.10.2015], 
tal como “Cámara caminante: Licenciatura en peda-
gogía de la madre tierra”, https://www.youtube.com/
watch?v=bitfk7qKuPg, [08.10.2015] de la Última Vocal, el 
programa de televisión de la UdeA.
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(...) la conformación de un nuevo modelo o enfo-
que pedagógico con características de construc-
ción colectiva, la combinación de perspectivas 
críticas, creativas, de género y de-coloniales. Lo 
cual también implica el desarrollo de metodolo-
gías de formación en educación superior intercul-
turales teniendo a la tierra como eje de conoci-
miento y aprendizaje integral (razón-corazón) 
(Green Stocel et al. 2013: 93 y s.).

Nivel conceptual-teórico: el juego dialéctico entre 
saber y ciencia

El axioma antes mencionado implica cambios 
radicales en la concepción del aprendizaje, las 
metas de enseñanza y los conocimientos trans-
mitidos (véase Buitrago Escobar 2012: 121; 
UdeA 2009: 67 y ss.). Green et al. señalan: 

En diálogo con otros pueblos del mundo, encon-
tré que todos los pueblos indígenas de la tierra, 
todos, absolutamente todos, decimos que la 
tierra es nuestra madre, (...) La educación oficial 
no sólo ha ignorado este vínculo sino que ha 
impuesto sus conocimientos por encima de la 
sabiduría ancestral de los pueblos originarios, y 
no ha podido, y le duele mucho reconocer la sabi-
duría de nuestros pueblos de Abya Yala (2013: 
92).

La Madre Tierra constituye el fundamento epi-
stémico, cultural y político, a partir del cual se 
asume la existencia de todos los seres que la 
habitan y el origen de todo conocimiento.

La meta de enseñanza

La filosofía liberal occidental del individuo, pro-
movida por la vida institucional universitaria, 
forma parte central del régimen de represen-
taciones hegemónicos y devalúa los sistemas 
económicos solidarios y colectivistas de los pu-
eblos ancestrales, marcando las aspiraciones 
profesionales de lxs estudiantes indígenas (Ló-
pez Rozo 2007: 159). La PMT trata de implemen-
tar una meta de enseñanza que se inserta en 
el sistema lógico indígena y no funciona como 
medio para adquirir habilidades de competen-
cia dentro de un régimen neoliberal y capitalis-
ta, ligado a la idea de la sumisión de la natura-
leza. Por el contrario, la meta denominada por 
Guzmán Cáisamo como “dar-recibir-devolver”, 
señala que “el grupo de estudiantes indígenas 
que ha recibido otros conocimientos y ha en-
riquecido su sentido social y cultural, regresa 
a la comunidad a darle y al mismo tiempo de-

volverle, lo aprendido por fuera de su universo 
propio” (2009: 40 y ss.).

Plan de Estudios y la cara oscura de la modernidad

El plan de estudios está entonces diseñado para 
fortalecer y recuperar los saberes, y las lenguas 
ancestrales. La medicina ancestral, así como la 
etnomatemática, juegan un papel esencial en el 
núcleo básico del currículo universitario (UdeA 
2009: 67 y ss.). En este contexto, la compren-
sión histórica y la interpretación de la historia 
(colonial) se presentan como un punto clave 
para la recuperación de la memoria indígena. 
El trabajo de investigación sobre la “incidencia 
de la colonia en la medicina ancestral” del estu-
diante Alejandro Gonzáles Tascón (2009: 37), 
no solamente destaca actores y aspectos de la 
medicina ancestral de su comunidad Emberá-
Chamí del Urabá antioqueño, sino que trata de 
descentrar la narrativa histórica buscando la 
construcción de nuevos paradigmas. 

“En la versión que hace mi abuelo sobre Jaiba-
nismo (maestrxs de la medicina corporal y espiri-
tual de los Emberá Chamí, nota de lxs autores) se 
entrevé claramente cómo el acto de colonización 
fue altamente nefasto y diezmó en forma consi-
derable las prácticas ancestrales y elementos de 
la cultura Ebera Chamí” (ibíd. 2009: 37). 

Al respeto, el trabajo hace referencia a la Co-
lonialidad del Saber y cuestiona, de una parte, 
cómo se ha desarrollado la ciencia que ha deja-
do fuera muchos otros conocimientos y prácti-
cas. De otra parte, se cuestiona el papel de 
subordinación asignado a lxs maetrxs de la me-
dicina corporal, y espiritual, como los Jaibanás 
en torno al conocimiento, su estigmatización y 
demonización (véase también UdeA 2009: 122).
Con el énfasis en lenguajes e interculturalidad 
(ibíd.: 81 y ss), la propuesta de la PMT subra-
ya que, a pesar de que el mundo indígena dé 
un valor preponderante a la oralidad y a la sac-
ralidad de la palabra hablada, eso no significa 
que la oralidad y la escritura correspondan a 
dos opuestos irreconciliables, ya que el lengu-
aje verbal también se halla fuertemente vincu-
lado con otras esferas del ser humano, como 
el ritmo, el gesto, la visión, es decir, el cuerpo. 
Por lo tanto, se quiebra la dicotomía entre lo 
escrito y lo hablado, desmantelando al mismo 
tiempo la visión occidental del lenguaje (ibíd.: 
42 y ss.). De igual manera, quiebra con el cliché 
del valor superior del lenguaje lógico cuando 
introduce el lenguaje analógico, lo cual se de-
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fine como “una forma de la comprensión que 
incorpora facetas de la sensibilidad, la imagina-
ción (…) cuando captamos de manera integral 
repentina e iluminada relaciones y cualidades 
entre elementos que, de costumbre participan 
en el campo cuerpo-mente-cultura de la experi-
encia” (Cárdenaz Páez 2007: 46 y s.). 

La licenciatura plantea entones el fin de “in-
vestigar las formas propias en que este tipo de 
pensamiento opera (…) en suma se trata de dar 
otro valor al poder mágico estético y creador 
del lenguaje” (UdeA 2009: 46), y, por lo tanto, 
busca producir conocimientos diferentes den-
tro del régimen de representaciones universi-
tarios. En consecuencia, modifica la geopolítica 
del saber, generando una descentralización del 
eurocentrismo hegemónico en favor de múltip-
les prácticas del saber con enlaces horizontales 
(Lettow y Zapata 2011: 26). La indagación crítica 
del saber hegemónico, y su herencia colonial, 
iluminan su núcleo dicótomo sujeto a la const-
rucción del ‘otro’. La inclusión de saberes alter-
nativos dentro del marco institucional indica la 
desunión y des-legitimación de la epistemolo-
gía (colonial), y su compromiso, con la moder-
nidad. En este sentido, se puede constatar que 
es primordial reconocer el intenso vínculo que 
existe entre colonialismo y modernidad para 
comprender cómo la violencia epistémica sigue 
presente en la vida cotidiana (UdeA 2009: 28).

La contradicción estructural 

La implementación de la PMT dentro de la insti-
tución universitaria conlleva un nivel contradic-
torio: la “monocultura investigativa, regida por 
el transmisionismo y la sobrevaloración de los 
aspectos teóricos y abstractos del conocimien-
to (en la colonialidad pedagógica) inhabilitan 
a la universidad” (López Rozo 2007: 163). La 
imagen más recurrente de la universidad en los 
contextos indígenas es, por lo tanto, dominado 
por la idea de la extracción del conocimiento 
desde las comunidades indígenas para el bene-
ficio de la cultura dominante. “La asociación de 
la entrevista con una cultura investigativa del 
saqueo colonial emerge frecuentemente, sin 
importar si quienes entrevistan son investiga-
dores nativos o foráneos” (ibíd.). Al entrar a la 
universidad, lxs aspirantes indígenas se sujetan 
al régimen hegemónico representándolo hacia 
afuera. Lxs actores de la carrera PMT “alterna-
tiva” producen una contradicción estructural 
que Gayatri Spivak denomina “violencia episté-

mica” (1994: 71 y ss.), que aspira a representar 
lo alternativo, destruyéndolo en el acto mismo 
de su representación en el marco institucional 
hegemónico. Al respecto aclara un estudiante.

A pesar de todas esas aclaraciones, nos pregun-
taban como lo que decían los compañeros: “¿Qué 
van a hacer con esa documentación? ¿Dónde se 
va a reposar? ¿Así nos manden, nosotros qué 
vamos a hacer con eso? Porque a nosotros no 
nos sirve la escritura. La enseñanza nuestra es 
la oralidad”. (…) como estudiante indígena, como 
está representando una institución que es la 
universidad, entonces uno queda totalmente ¿sí? 
asombrado, porque hacerse al lado de la uni-
versidad o hacerse al lado de la comunidad, uno 
queda como entre la espada y la pared (Walter 
Mecha, Grupo de Investigación DIVERSER 2005, 
en Lopez Rozo 2007: 166).

La propuesta de la carrera señala la necesidad 
de enfrentar y transformar las estructuras e 
instituciones que posicionan prácticas y pen-
samientos dentro de un orden moderno con 
una herencia colonial. Por consiguiente, vemos 
a la carrera involucrada en el intento por cam-
biar el régimen de las ciencias a través de su 
establecimiento como programa universitario. 
La carrera tiene un impacto y un fin explícita-
mente político dentro de la UdeA. La PMT reto-
ma como parte de su construcción curricular la 
política desarrollada por la OIA. Estas políticas 
corresponden a las determinaciones de los pla-
nes de vida. En lugar de asumir un papel he-
gemónico, autorizado por la ciencia, la carrera 
toma una posición política al interior del ámbito 
universitario, luchando por una transformación 
de las políticas académicas de representación. 
De tal manera, lxs actores de la carrera entien-
den su representación de saberes alternativos 
no como vertreten (representar), si no como dar-
stellen (re-presentar) (Spivak 1994: 71 y s.). 

La UdeA, a su vez, se define en su Plan de Desar-
rollo 2006-2016, como una institución “investi-
gadora e innovadora al servicio de las regiones y 
del país” (UdeA 2006: 9). La inclusión de la PMT, 
y sus acercamientos críticos, implican la inter-
pelación del discurso de desarrollo occidental 
modernista dentro de un régimen de represen-
taciones y políticas, “where development has 
been linked to an economy of production and 
desire, but also of closure, difference, and vio-
lence” (Escobar 1995: 214). En consecuencia, la 
universidad se compromete a una interpretaci-
ón alternativa del desarrollo, es decir, emanci-
padora, promoviendo “propuestas y estrategias 
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de enseñanza que se adapten a las necesidades 
actuales y futuros” (UdeA 2006: 81). La inclusión 
de la carrera modifica y multiplica los regíme-
nes de conocimiento. La universidad 
cambia por parte el paradigma de 
las ciencias del saber establecido tal 
como su influencia pública implica-
da como consecuencia del recono-
cimiento y enfrentamiento con los 
saberes alternativos. Por lo tanto, 
la implementación de la PMT es un 
caso emblemático de un proyecto 
de-colonial, lo cual lleva los sabe-
res alternativos no hegemónicos al 
centro del interés y cambia a través 
de esto también a las universidades 
(Palermo 2013: 175).

La intención de la PMT no es la con-
servación de una tradición ancest-
ral en peligro de extinción, sino un 
ahondamiento crítico, pero const-
ructivo, que pretende elaborar est-
rategias para el futuro que soñamos, 
como se señala en una parte del plan curricu-
lar (UdeA 2009: 69). La interculturalidad, como 
eje curricular, se refiere a las complejas rela-
ciones, negociaciones e intercambios cultura-
les de múltiple vía (Walsh 2007: 45). Como tal, 
busca desarrollar una interacción crítica a las 
asimetrías del poder y del saber. De dicho ra-
zonamiento surge la interpretación de la con-
tradicción estructural como diálogo dialéctico 
entre la ciencia hegemónica y el saber ancest-
ral, que crea y pone en práctica un concepto de 
cultura híbrida. “Hybridity entails a cultural (re)
creation that may or may not be (re)inscribed 
into hegemonic constellations. Hybridazations 
(…) might provide opportunities for maintaining 
and working out cultural differences as a social 
and political fact” (Escobar 1995: 220).

Transformaciones a nivel socio-político

El currículo de la PMT se relaciona con una no-
ción de lo público que 

refiere a decisiones surgidas de colectivos sobre 
campos de beneficio comunitario al ordenami-
ento de las estructuras de poder dentro y fuera 
de las sociedades indígenas, a los procedimientos 
de acción de tales estructuras de poder en bene-
ficio de los actores sociales comprometidos y al 
conjunto de valores, deseos y proyecciones rei-
vindicativas de las mismas sociedades indígenas 

(García Castro 2009: 25).

Esta característica permite la fuerte incidencia 
de la política en todo el proceso educativo. La 

práctica pedagógica y filosófica propuesta por 
la PMT se fundamenta en el conjunto de valores 
y deseos orientados a la transformación de las 
condiciones de desigualdad propias de mode-
los de integración socio-cultural de origen co-
lonial, y al desarrollo de competencias para la 
implementación, y el desarrollo, de los Planes 
de Vida para el control, apropiación y afianza-
miento territorial, tal como la revalorización de 
la cultura y la autoestima indígena (UdeA 2009). 
La deconstrucción del ‘tercer mundo’ tiene y 
tendrá un impacto real a nivel socio-político, así 
como cada intervención política requiere una 
justificación teórica. Por la tanto, la PMT con-
tribuye al empoderamiento de las autoridades 
y líderes/lideresas de grupos indígenas involuc-
rados, y vincula el objetivo académico a fuertes 
compromisos a nivel socio-político. A partir de 
ahí se constituye una base científica de-colonial 
que deslegitima la implementación de proyec-
tos globales hegemónicos en nombre de la mo-
dernidad, tal como la represión y representaci-
ón de las ‘victimas’ indígenas. Dentro de dicha 
visión, la PMT se autodefine como un espacio 
educativo donde se preparan a nivel universita-
rio educadorxs indígenas que 

están en capacidad de leer e interpretar los 
desafíos que demanda la interacción con otras 
culturas (…) un maestro o una maestra debe ser 
entonces puente de dialogo entre los saberes 
ancestrales y los saberes de la cultura dominante. 

Mural en Bogotá (Foto: Hanna Thiesing)
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(…) Su campo de acción no es la escuela sola-
mente, sino la vida comunitaria (ibíd.: 29). 

La inclusión de saberes de-coloniales formará 
entonces la base para la implementación de 
programas políticos (no estatales) y la acción 
política dedicada a la de-colonización de la con-
vivencia dentro del marco público. La pedagogía 
promociona la autoestima de lxs estudiantes 
abordando sus memorias propias y colectivas, 
y, al mismo tiempo, reclamando un compro-
miso sociopolítico por parte de lxs estudiantes 
de la carrera. El rechazo del ser humano y la 
decantación hacia la madre tierra, en el centro 
del interés de estudio, tiene repercusiones no 
solamente en la episteme, en cuanto a lo na-
tural/cultural, entre otros, sino también en el 
manejo ecológico dentro del ámbito político. La 
OIA llama a su modelo de educación “Estrate-
gia en la defensa de la Madre Tierra (…)”, donde 
“debemos cambiar el pensamiento mercantil 
y consumista por un pensamiento sostenible, 
duradero y equitativo en el planeta” (Green Sto-
cel 2008: 31).

Resumen y reflexión crítica del análisis

La licenciatura se refiere explícitamente a las 
críticas desde la Colonialidad y, por ello, se pre-
senta como proyecto pedagógico alternativo y 
de-colonial. El currículo de la carrera revela una 
estructura flexible e incluyente. Con su meto-
dología resiste al paradigma hegemónico den-
tro del ámbito universitario. Se distingue como 
de-colonial por su objetivo de revalorizar el au-
to-reconocimiento indígena y de recuperar la 
dignidad de la identidad indígena por medio de 
la (re)producción de conocimientos ancestrales 
de manera crítica, y participativa, para construir 
un marco teórico apropiado, operativo y funci-
onal dando cuenta al diálogo de saberes (Rojas 
y Castillo 2007: 22).

Por su manera de acercarse críticamente a la 
producción de conocimientos, el trabajo acadé-
mico de la PMT se ve entretejido con le teoría de 
la Colonialidad del Saber y cuestiona la ciencia 
occidental-tradicional en sí. Con los contenidos 
y la recuperación de memorias indígenas reve-
la la cara oscura de la modernidad sacando a la 
luz la herencia colonial de la ciencia occidental. 
De esta forma busca producir conocimientos 
diferentes dentro del régimen de representa-
ciones universitarios y, en consecuencia, mo-

difica la geopolítica del saber, generando una 
descentración del eurocentrismo hegemóni-
co. Sin embargo, surge una contradicción est-
ructural por parte de los saberes alternativos 
institucionalizados a través del acto de repre-
sentar a la universidad hacia fuera. Aun así, el 
análisis demuestra el potencial transformador 
de la licenciatura respecto al paradigma de las 
ciencias del saber establecido. El análisis de 
los contenidos, y sus implicaciones pedagógi-
cas tales como la autodefinición del programa, 
iluminan la reclamación de un compromiso so-
cio-político eminente. La inclusión de saberes 
de-coloniales forma entonces la base científica 
y teórica para la implementación de progra-
mas y acciones políticas con un impacto más 
allá de la academia. Al respeto, Caicedo Ortiz 
y Castillo Guzmán critican el imperativo de la 
inclusión de saberes y la integración de la dife-
rencia, y exigen en vez de esto “una flexibilidad 
real del sistema de educación superior” (2008: 
77). Esto se refiere a una flexibilización de las 
normas del sistema científico y las políticas, y 
estructuras institucionales, para abrir espacios 
para cierto grado de interculturalidad. En cuan-
to al acceso de lxs estudiantes indígenas a las 
universidades colombianas, todavía hay po-
cos que logran aspirar a la educación superior 
– entre otros factores por la falta de recursos 
económicos, las distancias geográficas entre 
comunidades y centros urbanos, la baja cali-
dad de la educación básica y media, y la aus-
encia de pedagogías adecuadas en las comuni-
dades indígenas (Green Stocel et al. 2013: 87). 
“Las universidades colombianas, tanto públicas 
como privadas, son las grandes productoras 
de estudios e investigaciones sobre la diversi-
dad, pero a su interior la diversidad es prácti-
camente inexistente” (Caicedo Ortiz y Castillo 
Guzmán 2008: 87). Como consecuencia del in-
greso a la universidad, lxs estudiantes tienen 
que abandonar sus comunidades por muchos 
años, llevando eso a un desconocimiento de la 
vida en ellas (ibíd. 2008: 76). Para estudiar la li-
cenciatura, sus aspirantes y estudiantes tienen 
que cumplir con las exigencias jurídicas míni-
mas de calidad para la educación, lo cual con-
llevó a una polémica situación cuando algunxs 
estudiantes de PMT no pudieron graduarse a 
pesar de que sus proyectos de grado ya habían 
sido aprobados, por la falta de un certificado 
del examen Saber Pro necesario para el ingreso 
a la universidad (Escobar Roldán 2013). El Mi-
nisterio de Educación Nacional de Colombia no 
aceptó el examen especializado para el ingreso 
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de lxs estudiantes, sabixs y líderes/liderezas in-
dígenas. 

Más allá de esto, es necesario flexibilizar las nor-
mas de producción de conocimientos. Este artí-
culo, tal como los que leímos sobre la PMT en el 
proceso de la concepción del presente trabajo, 
están escritos bajo las rígidas normas científi-
cas sin las cuales no lograrían ser aceptados en 
el mundo científico. Se debe indagar aquí en 
qué otras formas se pueden representar estos 
conocimientos para que se adapten mejor a la 
forma de pensar y a la concepción indígena de 
saber dentro de un espacio universitario. Por lo 
demás, es de criticar la falta de una financiación 
adecuada de la carrera por parte de las insti-
tuciones estatales y la resultante necesidad de 
recurrir a cooperaciones económicas internaci-
onales, aun cuando la PMT es un proyecto que 
cumple y desarrolla uno de los objetivos publi-
cados por el Ministerio de Educación Nacional 
de Colombia (Cáisamo Isamara y García Castro 
2008: 230).

Nuestra posición como científicxs sigue sien-
do contradictoria al abordar este tema desde 
Alemania y llevando a cabo un análisis desde 
el punto de vista europeo. De tal forma, no 
nos podemos desprender de los conceptos he-
gemónicos del saber y conocimiento, ya que 
crecimos en un entorno europeo/hegemónico, 
aprendimos y estudiamos bajo los regímenes 
del conocimiento ‘racional-universal’ y presen-
tamos nuestros resultados en el formato exigi-
do. Gracias a la excursión a Colombia pudimos 
conocer a lxs protagonistas de una lucha im-
portante por reflexionar críticamente la heren-
cia colonial de la producción de conocimiento. 
Esta experiencia hizo posible el intercambio 
personal con Abadio Green Stocel y lxs demás 
profesorxs del Grupo DIVERSER. El análisis nos 
permitió confrontar y reflexionar a nivel sobre 
esta lucha por inclusión de conocimiento sub-
alterno en un marco universitario. Asimismo, 
pudimos conocer una academia comprometi-
da social y políticamente, lo cual nos fascinó e 
inspiró en el desarrollo de nuestras investigaci-
ones futura. La discusión práctica en Medellín y 
el análisis teórico nos sensibilizó para hacer un 
uso más crítico de las categorías y conceptos en 
lo concerniente a lo ‘alternativo’ o ‘subalterno’. 
Sin embrago, en el transcurso de la redacción 
de este artículo nos enfrentamos al problema 
de vernos obligados a reproducir ciertas dico-
tomías o no poder expresar nuestras ideas. 

Tampoco nos fue posible profundizar en nues-
tra visión externa, por la ausencia de un cono-
cimiento profundo de la situación, ni la experi-
encia de haber cursado el programa deestudio, 
evaluándolo bajo las matrices de nuestra per-
spectiva racional. Nuestra investigación se vio 
limitada por el formato, el tamaño y las fuentes 
utilizadas. Para ampliar y diversificar el análisis 
se recomendaría incluir entrevistas con estudi-
antes graduadxs y profesorxs, o desarrollar un 
proyecto colaborativo con lxs estudiantes de 
la PMT que incluyera formas de investigación 
participativa con una duración suficiente para 
producir un diálogo de saberes en común.
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La organización social – y resistente – 
del campesinado en Montes de María

Janina Rühl, Julia Hartmann, Julia Große

Introducción
Como parte de nuestra excursión estudiantil a 
Colombia, nos dirigimos desde Cartagena hacia 
un lugar en el interior del país llamado Montes 
de María (MdM), una región marcada por con-
flictos sociales en torno al acceso a y la distri-
bución de la tierra. Debido al conflicto armado, 
al desplazamiento forzado y al despojo por la 
compra masiva de tierras para la implementaci-
ón de grandes proyectos económicos, la región 
MdM se encuentra en transición permanente. 
La ganadería extensiva, las plantaciones de mo-
nocultivos y, en menor medida, los proyectos 
de explotación minera ocupan la mayor parte 
del territorio. Además, la región se caracteri-
za por una diversidad cultural producto de la 
convivencia de indígenas, afrodescendientes y 
campesinxs.1 

En el municipio María la Baja, rodeado por 
plantaciones de palma aceitera, encontramos 
líderes y lideresas de la región, y representantes 
de la Mesa de Interlocución y Concertación (MIC), 
en el Centro de Desarrollo Campesino (CDC). Gra-
cias a ellas y ellos conocimos el impacto de los 
procesos de transformación territorial y las es-
tructuras organizativas de lxs campesinxs. La 
MIC constituye una plataforma para el inter-
cambio de ideas de diversas organizaciones de 
base, quienes buscan el diálogo con otrxs ac-
torxs, sobre todo con el Estado y las empresas. 
Lo que une a estas organizaciones de base es la 
propuesta de fortalecer la economía campesina 
en la región y proponer un modelo alternativo 
de desarrollo, basado en un concepto integral 
más allá de la ganancia. El enfoque central de 

1   De la población total de MdM aprox. 5 % se identifi-
can como indígenas, 30 % como afrodescendientes y 65 
% como campesinxs (MIC y CDS 2014: 16). A continuaci-
ón, cuando se refiere a lxs campesinxs se pretende incluir 
no sólo lxs que se autoidentifican como campesinxs, sino 
también como afrodescendientes e indígenas.

este concepto incluye la protección del medio-
ambiente al igual que la convivencia pacífica 
entre las personas y con la naturaleza. 

En este artículo queremos poner al relieve el 
carácter organizativo de la MIC, como ejemplo 
de los procesos organizativos de base en MdM. 
Queremos indagar cómo lxs indígenas, afrode-
scendientes y campesinxs de la región logran 

Activista en Montes de María (Foto: Rebecca Paulus)
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iniciar procesos organizativos y demandar su 
autodeterminación, por medio de la MIC, a 
pesar de las circunstancias difíciles. La inves-
tigación se concentra en dos preguntas: ¿Cómo 
se organizan lxs campesinxs, afrodescendien-
tes e indígenas dentro de la MIC en reacción a 
los procesos de transformación territorial en el 
contexto del conflicto armado? ¿En qué medida 
se puede entender su organización en la MIC 
como movimiento social de resistencia? 

Nuestro artículo está basado en una variedad 
de materiales y fuentes. El material principal 
consiste en entrevistas con líderes y lideresas 
regionales, así como representantes de la MIC 
y de la ONG Corporación Desarrollo Solidario 
(CDS), que apoya los procesos organizativos 
de base en MdM. Éstas se realizaron durante 
nuestro encuentro en el CDC, María la Baja, el 
17 de marzo del año 2015. Además, en sep-
tiembre de 2015 tuvimos la oportunidad de en-
trevistar a Gabriel Urbano Canal, miembro de 
CDS, por Skype. Junto a esto hemos consultado 
otras fuentes primarias de la MIC, el CDS y de 
las Organizaciones Campesinas de Población Des-
plazada (OPDS). Esta última es una organización 
establecida en varias comunidades de la región 
que apoya la formación de la MIC. Las fuentes 
incluyen publicaciones electrónicas e impresas, 
así como medios audiovisuales. Nos referimos 
también a literatura secundaria, sobre todo 
para esbozar la situación socio-política actual e 
histórica de MdM.

El intento de entender la organización en la MIC 
como un movimiento social de resistencia, está 
basado en una reflexión teórica. Argumenta-
mos que los procesos organizativos en MdM 
puedan ser interpretados o entendidos como 
actos o prácticas de resistencia contra el mod-
elo neoliberal del uso de la tierra y la presencia 
de actorxs armadxs en la región. No se trata de 
estrategias de resistencia con confrontación 
directa, como las definió Sidney Tarrow (1994: 
2), debido a que la MIC no busca el enfrenta-
miento directo con lxs actorxs poderosxs de la 
región. Concordamos con James Scott (1986), 
quien mostró que la resistencia también puede 
realizarse sin confrontación directa. No obstan-
te, la acción colectiva en MdM tampoco cabe en 
su concepto de “resistencia cotidiana” (daily re-
sistance), porque la caracterización de sus prác-
ticas de resistencia va más allá de las prácticas 
subversivas cotidianas, sobre todo individuales, 
descritas por Scott. Es por esto que queremos 

trabajar con la conceptualización de la resisten-
cia desarrollada por Esperanza Hernández Del-
gado (2002, 2004, 2009), cuyo trabajo parte del 
contexto colombiano y establece un nexo entre 
la resistencia social, y la construcción de paz. 
Asimismo, argumentamos que es enriquece-
dor interpretar la acción colectiva de la MIC en 
el contexto de los movimientos sociales. Raúl 
Zibechi (2003, 2007) ha destacado característi-
cas específicas de los movimientos sociales en 
América Latina, a las cuales vamos a recurrir 
para interpretar las estrategias organizativas 
de la MIC.

A continuación, elaboraremos estos conceptos 
teóricos con más profundidad. En la tercera 
parte presentaremos el contexto histórico y ac-
tual en torno a los procesos de transformación 
territorial, el conflicto armado y la resistencia 
en MdM. El objetivo es sentar las bases para 
entender las circunstancias que provocaron la 
acción colectiva y la creación de la MIC en la 
región. El centro de este artículo consiste en 
una descripción estructurada de las demandas, 
propuestas y estrategias de la MIC. Para finali-
zar analizaremos e interpretaremos estos pro-
cesos organizativos recurriendo a los concep-
tos teóricos introducidos en la segunda parte.
Uno de los fines de este artículo es difundir 
el conocimiento sobre las luchas sociales en 
MdM, un deseo que también fue aducido por 
lxs representantes de la MIC durante nuestro 
encuentro en María la Baja. Su manejo de los 
procesos de transformación territorial con un 
enfoque en la elaboración de estructuras de 
convivencia pacífica (después de las rupturas 
generadas por el conflicto armado), y el forta-
lecimiento de la interculturalidad y convivencia 
en un territorio compartido, son desafíos de 
gran relevancia, no solamente para otras regio-
nes en Colombia sino para toda Latinoamérica.

Marco teórico: movimientos sociales y 
resistencia en Colombia
Para describir y analizar los procesos organi-
zativos y la acción colectiva en el marco de la 
MIC nos apoyamos en las características de los 
movimientos sociales en Latinoamérica, identi-
ficadas por Zibechi, como herramienta analíti-
ca. De acuerdo con el autor, los movimientos 
sociales latinoamericanos se distinguen de los 
movimientos obreros tradicionales, y de los nu-
evos movimientos sociales, por sus experienci-
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as específicas y regionales (Zibechi 2003: 185; 
2007: 21)2. La teología de la liberación, las cos-
movisiones indígenas y el “guevarismo inspi-
rador de la militancia revolucionaria” (Zibechi 
2003: 185) influenciaron la movilización política 
de manera decisiva. Orlando Fals Borda opina, 
en referencia a los motivos y aspiraciones de 
los movimientos, que hubo una transición de 
la protesta hacia la presentación de propuestas 
políticas concretas que fungen como alterna-
tivas (Fals Borda 1992: y s.). Esto está basado 
tanto en la falta de poder del Estado en cier-
tas regiones, como en la falta de soluciones 
para problemas nacionales y regionales por 
parte de los partidos políticos y los gobiernos. 
Por consiguiente, para las organizaciones y los 
movimientos sociales es necesario no sola-
mente protestar contra problemas actuales y 
desigualdades sociales, sino también elaborar 
visiones alternativas para la sociedad (ibíd.). De 
esa manera, lxs actorxs no simplemente criti-
can las relaciones de poder existentes, sino que 
construyen y desarrollan propuestas políticas 
concretas. 

Los movimientos sociales en Latinoamérica 
se encuentran profundamente influenciados 
por las consecuencias de la política neoliberal. 
Por lo tanto, pese a las diferencias temporales 
y espaciales, es posible observar característi-
cas comunes de los movimientos sociales en 
la región (Zibechi 2003). En su análisis, Zibechi 
identifica seis características. La primera, y tal 
vez la más importante, es la territorialización de 
los movimientos. Ésta se refiere al arraigo de la 
acción colectiva en “espacios físicos recupera-
dos o conquistados a través de largas luchas” 
(ibíd.: 186) que puede ser interpretado como 
una forma de resistencia contra el modelo neo-
liberal causante de la desterritorialización de 

2   Los movimientos obreros tradicionales son los mo-
vimientos de masa que lucharon desde el comienzo del 
siglo 19 contra las consecuencias sociales de la revoluci-
ón industrial y por un mejoramiento de las condiciones 
económicas, sociales y políticas de lxs obrerxs. Entonces 
fueron las organizaciones políticas (partidos, sindicatos) 
e instituciones sociales (cooperativas y asociaciones) 
quienes contribuyeron a la lucha por los derechos de la 
población obrera. El término “nuevos movimientos so-
ciales” surgió en los años 60 y 70, especialmente en Eu-
ropa y los EEUU, para describir movimientos emergentes 
como el movimiento pacifista, el movimiento feminista y 
el movimiento ambiental. A partir de ese momento, las 
luchas sociales dejaron de ser interpretadas solamente 
como una lucha de clases. Así surgieron otras categorías 
que son constitutivas para la identidad colectiva del mov-
imiento, además de la categoría de clase. 

lxs actorxs sociales (Zibechi 2007: 35). Zibechi 
sostiene que

Desde sus territorios, los nuevos actores enar-
bolan proyectos de largo aliento, entre los que 
destaca la capacidad de producir o reproducir la 
vida, a la vez que establecen alianzas con otras 
fracciones de los sectores populares y de las 
capas medias (ibíd.: 186). 

La segunda característica identificada por Zi-
bechi es la aspiración a la autonomía, que con-
templa tanto a la autonomía material como a 
la autonomía simbólica para conseguir la in-
dependencia de Estados nacionales y partidos 
políticos (ibíd.). 

La tercera característica se refiere a los aspec-
tos culturales de lxs actorxs sociales. La acentu-
ación de las diferencias étnicas es constitutiva 
para la organización, ya que tiene como fin re-
valorar su cultura e identidad, así como obte-
ner reconocimiento social (ibíd.). 

La educación, un aspecto esencial para actuar 
independiente y autodeterminadamente, es la 
cuarta característica identificada por Zibechi 
(ibíd.). El autor constata que los movimientos 
buscan educar y formar sus propios intelectu-
ales, personas que provienen de las comuni-
dades y movimientos, para fomentar y revalo-
rar el conocimiento de las comunidades (ibíd.). 
La educación es “una actividad política impor-
tante para el proceso de transformación de la 
sociedad” (Zibechi 2007: 30) que debería partir 
de la realidad de las comunidades e involucrar 
a sus miembros en su planificación y realizaci-
ón. En quinto lugar el autor enfatiza el papel de 
las mujeres, quienes ocupan posiciones cada 
vez más significativas en las comunidades y las 
organizaciones políticas, y quienes además re-
alizan aportaciones importantes para lograr los 
objetivos (ibíd.: 187). 

La sexta y última característica, que se encuent-
ra directamente vinculado con este último pun-
to, es la revaloración de las estructuras familia-
res y comunales a través de la autoorganización 
territorial, igualitaria y horizontal en la búsque-
da por la reproducción de la vida cotidiana, fa-
miliar y comunitaria (ibíd.). Los movimientos no 
buscan poseer los medios de producción (p.ej. 
tierra y recursos), sino establecer estructuras 
horizontales e igualitarias en los procesos de 
producción, las cuales en lugar de tener como 
fin una alienación de los medios de producción 
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logran una identificación con ellos y la natura-
leza (ibíd.).

De todas estas características, Zibechi conside-
ra que la relación con el territorio es un aspecto 
central para los movimientos: 

La tierra no se considera sólo como un medio de 
producción, superando una concepción estrecha-
mente economista. El territorio es el espacio en 
el que se construye colectivamente una nueva 
organización social, donde los nuevos sujetos se 
instituyen, instituyendo su espacio, apropiándo-
selo material y simbólicamente (ibíd.). 

Esto implica una búsqueda por alternativas 
políticas que se opongan a los discursos políti-
cos hegemónicos y al modelo de desarrollo 
neoliberal. Por lo tanto, la visión política de los 
movimientos implica siempre una estrategia de 
resistencia contra las estructuras de dominaci-
ón. 

En sus primeras investigaciones, Hernández 
Delgado, quien analizó a profundidad la resis-
tencia social en Colombia, considera que esta 
resistencia civil se caracteriza por su “carácter 
no violento, colectivo y organizativo (…) [con] 
capacidad para incidir en la realidad política y 
social, y por soportarse en la no colaboración” 
(2009: 123). En sus análisis más recientes, aña-
de además que la resistencia implica un meca-

nismo de construcción de paz: 

[la resistencia social] que encuentra su origen en 
procesos de pueblos y comunidades que buscan 
la transformación de violencias estructurales 
y la autoprotección frente al conflicto armado, 
evidenciándose en escenarios locales, zonales y 
regionales, y en dimensiones que superan su tra-
dicional comprensión como forma de lucha (íbíd.: 
123). 

La autora establece claramente una relación 
entre resistencia social y construcción de paz. 
Clasifica diferentes formas de resistencia soci-
al en Colombia de acuerdo a sus contextos y 
trasfondos específicos, e identifica una carac-
terística en común: no aspiran a crear otras 
realidades, significados y escenarios de mane-
ra violenta, sino a contribuir a la paz en el país 
(Hernández Delgado 2004: 33). Dentro de este 
universo, la autora identifica las así llamadas 
iniciativas de paz de base social (Hernández 
Delgado 2009: 118). Éstas pugnan, entre otras 
cosas, por la democracia y el desarrollo local, y 
se oponen a la violencia estructural, al conflic-
to armado y al modelo neoliberal (Hernández 
Delgado 2004: 22). Lxs actorxs involucradxs son 
en su mayoría grupos excluidos y marginados 
histórica y tradicionalmente, como indígenas, 
afrodescendientes y campesinxs (Hernández 
Delgado 2002: 24). También es necesario realz-
ar el carácter comunal y colectivo de la organi-

Montes de María (Foto: Nina Lawrenz)
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zación, que está basado en una identificación 
con el territorio (Hernández Delgado 2004: 22). 
En su investigación sobre las iniciativas de paz, 
Hernández Delgado describe las diferentes di-
mensiones que comprenden las iniciativas: 

(…) la paz integral que proponen incluye aspira-
ciones y necesidades, sociales, y ecológicas; plan-
tea la transformación de realidades relacionadas 
con violencias estructurales como la pobreza, la 
miseria, y la exclusión; y propone la generación 
de escenarios de convivencia pacífica y cultura de 
paz. También, reconoce los valores de la multicul-
turalidad y plantea de ofrecer posibilidades reales 
para la interculturalidad; invita a la disminución 
de las distancias generadas por las polarizaciones 
y el acercamiento de los caminos del diálogo; 
y urge por la reducción de la brecha social y la 
profundización de la democracia (Hernández Del-
gado 2009: 131). 

En estas diferentes dimensiones también se 
encuentran algunas de las características enun-
ciadas por Zibechi, como la vinculación entre 
aspectos sociales y ecológicos, o la revaloración 
de aspectos culturales. Por ello queremos rela-
cionar los dos planteamientos para el análisis 
de la organización social en MdM. 

A continuación esbozaremos el contexto soci-
al, histórico y político en el que se interpreta la 
acción colectiva de lxs actorxs en MdM. Los au-
tores Philipp Naucke y Ernst Halbmeyer (2011) 
constatan que hay dos factores que favorecen 
la formación de iniciativas pacíficas de resisten-
cia: 1) procesos socio-históricos al largo plazo 
que se caracterizan por una ausencia estatal 
y 2) las experiencias de la sociedad civil (ibíd.: 
134). Como mostraremos en el siguiente capí-
tulo, estos procesos y estas características tam-
bién están presentes en MdM.

Conflicto y resistencia en Montes de 
María

El conflicto armado y los procesos de 
transformación territorial

La distribución desigual de la tierra presen-
ta una continuidad en la historia colombiana. 
Según cifras actuales, el 1 % de los terratenien-
tes cuenta con 52 % de las tierras aptas para la 
agricultura, mientras más de 78 % solamente 
cuentan con un 11 % de estas tierras (AI 2015: 
2). Los procesos de transformación territorial 

en MdM son un producto de esta distribución 
desigual histórica y colonial, el desplazamiento 
masivo como consecuencia de la violencia du-
rante finales de los años 90 y primeros años de 
2000, así como de la compra masiva de tierras 
para el cultivo de palma aceitera y teca (ILSA 
2012: 40).

MdM es una subregión montañosa del Caribe 
colombiano. Consiste en quince municipios 
que se ubican entre los departamentos Bolívar 
y Sucre.3 Aunque se considera una subregión, 
no representa una unidad administrativa políti-
ca. La mayoría de los aproximadamente 450 
000 habitantes de MdM son campesinxs que 
practican la economía de subsistencia (MIC y 
CDS 2014: 16). Sin embargo, hoy su seguridad 
alimentaria está en riesgo debido al hecho de 
que la mayoría de ellos no posee tierra propia 
y, por tanto, tiene que arrendarla. Los que to-
davía poseen tierra, solamente tienen entre 0 y 
5 hectáreas de tierra, aunque según el Instituto 
Colombiano de Desarrollo Rural (INCODER) una 
familia en esta región regularmente necesita 40 
hectáreas para asegurar su subsistencia (MIC y 
CDS 2014: 17). Durante el periodo más intenso 
del conflicto armado en la región (1997-2004), 
lxs campesinxs perdieron 63 % de la tierra que 
les había entregado el gobierno en los últimos 
40 años como parte de la reforma agraria de 
1961 (Daniels Puello y Múnera Cavadía 2011: 
108 y s.). 

Estos procesos de transformación están actu-
almente relacionados con la compra de tierras 
por grandes terratenientes y empresas, para la 
implementación de proyectos agroindustriales 
(especialmente palma aceitera y teca), la ga-
nadería, la minería y la preparación de la ex-
tracción de petróleo y gas (MH 2010: 164 y s.). 
Los procesos de despojo de lxs campesinxs, im-
pulsados por diferentes actorxs, se fomentan a 
través de la combinación de métodos de violen-
cia física y psíquica, traspasando la dicotomía 
entre legalidad e ilegalidad (ibíd.: 199).4 Se pu-
ede observar que las regiones con las tasas más 

3   Municipios en Bolívar: El Carmen de Bolívar, María la 
Baja, San Juan Nepomuceno, San Jacinto, Córdoba, El Gu-
amo y Zambrano. Municipios en Sucre: Ovejas, Chalán, 
Colosó, Morroa, Los Palmitos, San Onofre, San Antonio de 
Palmito y Tolúviejo.

4   “(...) el despojo tiene una característica esencial: es un 
proceso que en algún momento está relacionado con el 
uso de la violencia; es intencional y se desenvuelve en 
oposición a la entrega voluntaria o deseada de un bien 
material e inmaterial” (MH 2010: 48).
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altas de violencia y desplazamiento, son aquel-
las en las cuales hoy se cultivan monocultivos 
de teca y palma aceitera (MH 2010: 55; OPDS y 
CDS 2014: 33).

MdM ha estado, y sigue estando, muy marcada 
por el conflicto armado. No solamente por sus 
tierras fértiles y riqueza de recursos naturales, 
sino también por su importancia geoestraté-
gica entre las zonas de cultivos de drogas (Sur 
de Bolívar y Bajo Cauca Antioqueño) y la costa 
caribeña (PNUD y Asdi 2010; MH 2010: 253). 
Entre los años 1980 y 1995, diferentes grupos 
guerrilleros se establecieron en MdM y contro-
laron gran parte del territorio (MH 2010: 51, 99 
y s.). Durante esta época también aumentaron 
las compras de tierras por parte de narcotrafi-
cantes (ibíd.: 39). Inicialmente las élites locales 
organizaban solamente pequeñas bandas y 
grupos paramilitares en contra de la guerrilla. 
No obstante, a medianos de los años noventa 
las familias poderosas de la región pidieron el 
apoyo de los grupos paramilitares del adyacen-
te departamento de Córdoba para combatir la 
guerrilla. Desde entonces las Autodefensas Uni-
das de Colombia (AUC) establecieron sus estruc-
turas en MdM con el propósito de recuperar el 
territorio (ibíd.: 99 y s.). El grupo más potente y 
conocido de la región era el Bloque Héroes de los 
Montes de María. Con el fortalecimiento de los 
paramilitares se intensificó el conflicto armado 
entre ellos y los entonces presentes grupos 
guerrilleros como las Fuerzas Armadas Revo-
lucionarias de Colombia (FARC) y el Ejército de 
Liberación Nacional (ELN). La población civil se 
encontraba en medio del conflicto. Entre 1996 y 
2005, los grupos armados, sobre todo los para-
militares, cometieron 49 masacres con un total 
de 332 asesinados en MdM. Más de un cuarto 
de la población, 143 250 personas, se encontró 
en situación de desplazamiento (ILSA 2012: 6).

Entre 2002 y 2003, el Estado colombiano intentó 
recuperar el control territorial sobre la región al 
declarar a MdM como una Zona de Rehabilitaci-
ón y Consolidación (ZRC) (MH 2010: 102). Aun-
que la ZRC y las negociaciones del gobierno con 
las AUC resultaron en una disminución del des-
plazamiento y las masacres, la población civil se 
veía enfrentada con la constancia de bloqueos, 
capturas masivas, amenazas y asesinatos selec-
tivos (Gaviria Betancur 2011: 15; MH 2010: 102). 
De este modo, la declaración como ZRC resultó 
en una militarización de la región y una restric-
ción de derechos y libertades fundamentales 
de la población civil (Ojeda et al. 2015: 111). Con 
los Acuerdos de Ralito y la Ley de Justicia y Paz de 
2005, se desmovilizó el Bloque Héroes de Montes 
de María con 594 combatientes, al menos ofi-
cialmente (MH 2010: 102; Garzón 2008: 1). En 
consecuencia, en 2008, el entonces presidente 
Álvaro Uribe Vélez declaró a MdM como zona 
“pacificada” (ILSA 2014: 9/10). En el discurso gu-
bernamental y los medios masivos se presen-
taron los proyectos del Plan de Consolidación 
Territorial como prueba de que MdM era una 
región segura de post-conflicto. Así intentaron 
atraer el capital y la agroindustria (Ojeda et al. 
2015: 111). El actual presidente Juan Manuel 
Santos Calderón sigue este modelo neoliberal 
de desarrollo para la región y Colombia. El Plan 
Nacional de Desarrollo 2010-14 estaba acuñado 
por el lema de las “locomotoras de desarrollo”, 
concentrándose en las áreas de “infraestructu-
ra, minería, vivienda, agro e innovación” (ibíd.: 
10). Las políticas actuales inscritas en el nuevo 
Plan Nacional de Desarrollo 2015-18 siguen im-
plementando un modelo económico basado en 
la extracción de los recursos naturales. Por con-
siguiente, se mantienen y fortalecen las desigu-
ales estructuras socio-económicas de poder en 
el país (González Posso 2015; El Tiempo 2014). 

Plantaciones de aceite de palma (Foto: Hanna Thiesing)
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La relación de este modelo neoliberal de desar-
rollo con la distribución desigual de la tierra se 
manifiesta profundamente en MdM. Allá los 
monocultivos de palma aceitera y teca ya ocup-
an 70 000 hectáreas de las superficies cultivab-
les (MIC y CDS 2014: 19). La ganadería extensiva 
requiere aún más espacio. Se estima que 406 
119 hectáreas consisten de pastos, mientras 
solamente 165 068 hectáreas son usadas por 
la agricultura (MH 2010: 76; MIC y CDS 2014: 18 
y s.). Tanto el monocultivo como la ganadería 
resultan en una degradación de los suelos, ya 
que los vuelve inútiles para la agricultura. En el 
marco de su política de desarrollo para la regi-
ón, el gobierno también ha previsto la extensión 
de la minería e hidrocarburos en los próximos 
años. Las explotaciones mineras, principalmen-
te de caliza y carbón, ya ocupan 18 820 hectá-
reas y se solicitaron 74 600 hectáreas más para 
proyectos en el futuro (MIC y CDS 2014: 20). 

La orientación de la política de desarrollo pro-
mueve la extensión de proyectos agroindustria-
les en MdM, lo que según Ojeda et al. resulta en 
nuevos procesos de despojo cotidianos (2015: 
109). Un ejemplo de esto son las extensiones 
masivas de plantaciones de palma aceitera con 
las así llamadas alianzas productivas, en el mu-
nicipio María la Baja (Coronado y Dietz 2013: 
107)5. En el marco de las alianzas se crean in-
centivos, con las promesas de responsabilidad 
social y protección del medio ambiente, para 
ganarse la confianza de lxs campesinxs y proce-
der con el cultivo de palmas aceiteras. Pero en 
la realidad esto no solamente pueda resultar 
en la degradación de los suelos, sino también 
en una violación de los derechos laborales y el 
endeudamiento de lxs campesinxs participan-
tes. En consecuencia, muchxs de ellxs se ven 
obligados a vender la poca tierra que les queda 
(Ojeda et al. 2015: 112 y ss.). En adelante, Oje-
da et al. identifica otros ejemplos de despojos 
cotidianos, como la privatización del agua en 
María la Baja, la contaminación del agua por el 
arrojo de agroquímicos y el cierre de senderos 
por causa la extensión de las plantaciones de 
palma aceitera y teca (ibíd.: 114 y ss.).

Mientras la política fortalece las inversiones en 
la tierra en la región, aún no existen garantías 
estatales para el regreso seguro de lxs des-

5   Un promotor determinante del concepto de las alian-
zas productivas fue el exministro de agricultura (1998-
2002) e influyente empresario en MdM, Carlos Murgas 
Guerrero.

plazadxs.6 Quienes regresaron a la zona toda-
vía siguen siendo confrontado con amenazas, 
extorsiones y asesinatos selectivos (ibíd.: 7 y 
s.). Contrario al discurso gubernamental, no se 
puede hablar de una situación de post-conflicto 
en MdM. La situación aún es tensa. Actorxs ar-
madxs, especialmente grupos sucesores de los 
AUC y en menor medida de la guerrilla, todavía 
están presentes en la región (ILSA 2014)7.

La resistencia colectiva de la ANUC 

A pesar de las difíciles condiciones, la región 
cuenta con una larga historia de organización 
política y colectiva. Durante los años 60 y 70, la 
región del Caribe ha sido el epicentro del mo-
vimiento campesino más grande e importante 
de Colombia, la Asociación Nacional de Usuari-
os Campesinos (ANUC) (Ojeda et al. 2015: 110; 
MH 2010: 19). La ANUC fue fundada en el año 
1967 por el entonces presidente Carlos Ller-
as Restrepo. Bajo el lema de “tierra pal’ que la 
trabaja” creció rápidamente hasta convertirse 
en el movimiento campesino más grande de 
América Latina. En el año 1970 ya contaba con 
un millón de miembros (Ojeda et al. 2015: 110; 
Hörtner 2007: 218). Una de las principales est-
rategias de la ANUC era la recuperación y toma 
de tierras con el propósito de utilizarlas para 
la producción agrícola y la economía de sub-
sistencia (MH 2010:14; Ojeda et al. 2015: 110). 
Aparte del derecho a la tierra, también la edu-
cación, la construcción de carreteras, la salud 
y el abastecimiento de agua fueron temas tra-
bajados por la organización (OPDS y CDS 2014: 
27). Con la fundación de comités a nivel local, 
regional y nacional, se fortalecieron los proce-
sos de organización local mientras al mismo 
tiempo se formaron redes regionales y alianzas 
nacionales (ibíd.: 26).

Si bien las recuperaciones de tierras represen-
tan considerables éxitos políticos, la ANUC se 
veía enfrentada tanto con desafíos externos 
como internos, los cuales finalmente culmina-
ron en la disminución de la organización. Por 
un lado, el gobierno Lleras Restrepo (1966-

6   Aunque oficialmente existen marcos jurídicos como la 
Ley de Víctimas y Restitución de Tierras de 2011, la imple-
mentación resulta ineficiente y contestada. 

7   Nótese que según el discurso oficial del gobierno ya no 
existen grupos paramilitares sucesores de los AUC, sino 
bandas criminales (BACRIM). Esto niega la persistencia de 
prácticas y estructuras organizacionales, y resulta en una 
despolitización de estxs actorxs armadxs. 
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1970) había sido seguido 
por presidentes conserva-
dores cuyas políticas se con-
centraban en la promoción 
de los intereses de los ter-
ratenientes. Por esa razón 
se pudo observar una cri-
minalización del activismo 
de la ANUC en los años si-
guientes. Se puso bajo sos-
pecha general la infiltración 
del terrorismo y la guerrilla 
(MH 2010: 14 y s.). Por otro 
lado, se manifestaron dife-
rencias internas en relación 
a la orientación política y las 
estrategias de acción, lo que 
dio como resultado varias 
reestructuraciones que cul-
minaron con la fragmenta-
ción de la ANUC en diversas 
organizaciones (ibíd.: 222).

La retrospectiva a la organi-
zación civil de MdM destaca 
que en las últimas décadas 
ya se podían observar accio-
nes importantes de resisten-
cia en la región. A pesar del 
debilitamiento de la ANUC, 
la resistencia jamás desapareció: 

Hoy en día los Usuarios Campesinos se han des-
doblado en múltiples organizaciones locales de 
índole social, comunitaria, productiva y de medio 
ambiente. Se ha insertado en nuevos espacios de 
diálogo como las mesas agrarias en las cuales se 
interactúa con la institucionalidad (ibíd.: 288).

Los procesos de organización de la 
Mesa de Interlocución y Concertación 
(MIC)

La formación de la MIC

La determinación sobre cómo se usan las tier-
ras y se construye territorio tiene impactos ex-
tensos en la convivencia, la paz y el desarrol-
lo del país. Para intervenir activamente en los 
procesos de construcción y realización de pro-
gramas de desarrollo a nivel regional, en MdM 
varias organizaciones sociales se unieron en la 
Mesa de Interlocución y Concertación (MIC). Las 

OPDS que ya trabajaban en diferentes munici-
pios de la región, fueron una fuerza propulsora 
para la formación de la MIC. La fundación de las 
OPDS, en 2007, marcó el inicio de una iniciativa 
de personas desplazadas y retornadas de dife-
rentes comunidades, con la meta de proteger 
y defender su territorio (OPDS y CDS: 10, 13). 
Desde entonces la idea principal detrás de las 
OPDS es la reunión de las organizaciones so-
ciales presentes en MdM, para articularse en 
conjunto, intercambiar experiencias y abogarse 
por los derechos, y la protección de las víctimas 
del conflicto armado.

La organización no gubernamental (ONG) Cor-
poración Desarrollo Solidario apoyó la forma-
ción de OPDS. Esta ONG, que ya existe desde 
hace 22 años, promueve y acompaña los proce-
sos de organizaciones democráticas de base a 
nivel local y regional (Entrevista – Urbano Canal, 
22.09.2015). Por este motivo, apoya el estable-
cimiento de espacios de intercambio y diálogo, 
ayuda en el financiamiento de proyectos y faci-
lita contactos con otrxs actorxs, como universi-
dades. A lo largo de los últimos años, varias or-

Activista en Montes de María (Foto: Rebecca Paulus)
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ganizaciones de base de diferentes municipios 
en la región con experiencias de desplazamien-
to – tanto producto del conflicto armado como 
también por los procesos de transformación 
territorial a causa de la política agraria neolibe-
ral – se han unido a las OPDS. Recientemente, 
se juntaron también algunos consejos de co-
munidades negras y cabildos indígenas a dicha 
organización (OPDS y CDS 2014: 15). Hay que 
resaltar que no sólo el desplazamiento, sino 
también la política agraria de Colombia, son te-
mas fundamentales en el trabajo de las OPDS.
Tanto el Comité de Impulso de Zonas de Reserva 
Campesina como la Mesa de Afrodescendientes 
son miembros formadores de la MIC, en con-
junto con las ya mencionadas OPDS. Hoy en día 
más de 150 organizaciones de actorxs diver-
sxs hacen parte de la MIC, entre ellxs jóvenes, 
mujeres, campesinxs, consejos comunitarios, 
comunidades afrodescendientes, cabildos indí-
genas y organizaciones de víctimas del conflicto 
armado (MIC y CDS 2014: 13). A través de la for-
mulación de puntos de referencia, problemas 
y metas comunes, la MIC busca la integración 
de cada vez más organizaciones y sigue creci-
endo continuamente. La MIC tiene la intención 
de iniciar procesos regionales de colaboración 
conjunta para realizar cambios políticos.

Motivos y demandas de la MIC

La meta principal de la unión de diversas or-
ganizaciones era y es la distribución justa de la 
tierra. El objetivo de la MIC, como medio de co-
municación y coordinación de lxs actorxs par-
ticipantes, es entrar en negociaciones directas 
con el gobierno nacional y regional (MIC y CDS 
2014: 13). Para esto ha sido necesario intercam-
biar deseos y necesidades para desarrollar una 
estrategia y un discurso común que fortalezca 
la voz de las comunidades en el diálogo con el 
gobierno ( Encuentro – MIC, 17.03.2015). Un 
propósito central de la MIC es el reconocimien-
to oficial de MdM como una Zona Intercultural 
de Protección Territorial. Dentro de esta zona 
se demanda una distribución clara de la tierra 
para las comunidades específicas que impida 
que la agroindustria y/o la minería se expan-
dan aún más en la región. Así pretenden deter-
minar Zonas de Reserva Campesina, Territorios 
Colectivos y Resguardos Indígenas dentro de la 
Zona Intercultural de Protección Territorial (MIC 
y CDS 2014: 23). Además exigen al gobierno el 
cumplimiento de la consulta previa y la protec-

ción de los derechos de las comunidades.8

Más allá de esto, luchan por el reconocimiento 
oficial de la economía campesina como modelo 
agrario de desarrollo en este territorio inter-
cultural. Las organizaciones esperan que la Ley 
de Víctimas y Restitución de Tierras de 2011 sea 
implementada para que la tierra sea propiedad 
de las comunidades legalmente y que así se pu-
eda establecer la paz en la región (OPDS y CDS 
2014: 10).

La MIC exige al gobierno reconocer los conoci-
mientos de lxs campesinxs, afrodescendientes 
e indígenas con la meta de fortalecer a lxs cam-
pesinxs como productores de alimentos. Des-
de su visión, no sólo las regiones rurales sino 
también las ciudades podrían ser provistas con 
alimentos saludables y frescos de esta manera 
(ibíd.: 43). Otra demanda importante al gobier-
no consiste en conceder un rol mayor a la pro-
tección del medio ambiente. Esto incluye la re-
organización de la ganadería, la prohibición de 
más plantaciones de monocultivos y una prohi-
bición a cualquier tipo de minería (ibíd.: 25). En 
suma, las exigencias de la MIC se contraponen 
en gran medida al modelo de desarrollo neoli-
beral y extractivista del gobierno (Documental 
Incidencia Política 2014).

Estrategias y conceptos de la MIC

 El territorio como base de vida

La promoción de la economía campesina sirve 
a la MIC y las OPDS no sólo como garantía de 
alimentos e ingresos, sino también como es-
trategia para una convivencia pacífica entre 
lxs habitantes y estxs con la naturaleza. Así, 
la economía campesina apoya la productividad 
económica tanto como componentes sociales y 
culturales que caracterizan la vida social de las 
comunidades. Esto contribuye a la estabilidad 
del territorio y la identificación de lxs actorxs 
como tal (OPDS y CDS 2014: 27). De ahí que una 
campaña de las OPDS y de la MIC sea concebi-

8   La consulta previa fue formulada en el Convenio 169 
de la Organización Internacional del Trabajo (OIT) en 1989. 
La consulta previa es un derecho fundamental que tienen 
los pueblos indígenas y los demás grupos étnicos cuando 
se toman medidas (legislativas y administrativas), o cuan-
do se van a realizar proyectos, obras y/o actividades den-
tro de sus territorios, buscando de esta manera proteger 
su integridad cultural, social y económica, y garantizar el 
derecho a la participación (Facultad de Jurisprudencia de 
la Universidad del Rosario s.f.).
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da como “cultivar alimentos para cosechar paz” 
(MIC y CDS 2014: 13).

A continuación se explican los puntos centrales 
de la economía campesina como un concepto 
para el desarrollo.

La producción diversificada se refiere al cultivo 
de una pluralidad de productos agrarios (OPDS 
y CDS 2014: 14). Esta manera de producción es 
muy sostenible, porque reserva el suelo y ga-
rantiza una alimentación variada y nutritiva. Los 
miembros de la MIC están conscientes de que 
el gobierno probablemente no dejará la pro-
moción de las grandes empresas y los cultivos 
de teca y palma aceitera en un futuro próximo. 
Sin embargo, demandan que la utilidad de la 
economía campesina sea aceptada de la misma 
forma como la economía de los monocultivos y 
que lxs campesinxs no sean explotadxs como 
mano de obra barata (Documental Incidencia 
Política 2014).

Al entender la economía campesina como una 
economía familiar se centraliza la repartición 
estratégica de roles en la producción alimenta-
ria entre los miembros de la familia. Las OPDS 
mencionan sobre todo el rol esencial de lxs 
niñxs y jóvenes. Los miembros familiares más 
jóvenes tienen primariamente la tarea de ap-
render los conocimientos y valores tanto de la 
familia como de la comunidad para poder com-
partirlos después (OPDS y CDS 2014: 17 y s.).
Más allá de la economía familiar, la colaboración 
dentro de la comunidad es igual de importante. 
La economía campesina está basada en estrategi-
as comunitarias. En términos económicos, esto 
significa que el apoyo mutuo puede contribuir 
a la minimización de los gastos de producción 
y la maximización de la eficiencia. Además, en 
términos sociales, la colaboración fortalece la 
solidaridad y el sentimiento de comunidad. Así 
se repara carreteras, construye escuelas y or-
ganiza eventos culturales (ibíd. 2014: 20 y ss.).

Colectividad y comunidad 

A través de la red de OPDS y la MIC, las organi-
zaciones sociales siguen una estrategia de cola-
boración que va más allá de las estructuras de 
las comunidades y aldeas. El acceso limitado a 
tierra, la violencia y la pobreza son problemáti-
cas que todas las comunidades de MdM cono-
cen.

Si cada uno hace lo suyo serían muchos meca-
nismos que teníamos que presentar ante las 
instituciones – Entonces hay la idea de que entre 
todos podemos hacer un mecanismo muy bueno 
e importante, la base fundamental de la organi-
zación. Para que haya mejores posibilidades de 
la concertación con las instituciones del Estado ( 
Encuentro – MIC, 17.03.2015).

Es el diálogo colectivo que se da en la MIC el 
que posibilita negociar las opiniones de lxs ac-
torxs, encontrar un consenso y representarlo 
colectivamente. Así, se intenta satisfacer las 
exigencias del grupo heterogéneo y elaborar 
la propuesta de un territorio intercultural en 
el que indígenas, afrodescendientes y cam-
pesinxs se juntan en una zona comunitaria. 
“Al final quedamos todos campesinos”, explicó 
uno de los representantes de la MIC (ibíd.).Otra 
función muy importante de la colaboración in-
tercultural es la comunicación sobre la historia 
de la región y la reconstrucción del tejido so-
cial. El conflicto armado separó a la población 
y sembró mucha desconfianza entre las comu-
nidades. Con la reconstrucción del tejido social 
se quiere referir a la reparación de la confianza 
dentro de y entre las comunidades. Lxs actorxs 
se dieron cuenta de que muchos conflictos que 
existían crecieron por causa de suposiciones 
equivocadas y malentendidos. Hoy en día, las 
comunidades se encuentran en un proceso de 
superación de los sucesos históricos para po-
der superar al pasado (ibíd.).

Desde el tejido social se construye paz. Paz no se 
construye en La Habana, sino aquí, en nuestro 
tejido social, en nuestros corazones, en la forma-
ción y construcción del tejido social de muchos ( 
Encuentro – MIC, 17.03.2015).

La educación de lxs niñxs y jóvenes, así como las 
organizaciones de mujeres de diferentes comu-
nidades, tiene mucha importancia en el proce-
so de fortalecimiento del tejido social. Muchas 
mujeres son viudas o tienen a su carga familias 
monoparentales dado que sus maridos fueron 
asesinados durante el conflicto o tuvieron que 
huir y no han vuelto. Muchas mujeres sufrieron 
abusos sexuales y violencia. El intercambio y el 
apoyo psicológico recíproco dan fuerza y ánimo 
a las mujeres. “No nos deja bajar la cabeza”, nos 
dijo una de las representantes de la MIC (–ibíd.). 
Un ejemplo de una organización de mujeres 
son las Pilanderas de Cadena Artesanal, que ini-
ciaron un proyecto económico en 2006. Hacen 
parte de la Red de Mujeres del Norte de Bolívar. 
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No sólo obtienen ingresos con la venta de pro-
ductos artesanales, sino también son actorxs 
importantes en la MIC (Documental Incidencia 
Política 2014).

Otra consecuencia grave del conflicto es el 
desarraigo de lxs jóvenes. Al haber crecido bajo 
el conflicto armado, la violencia siempre hizo 
parte de su vida cotidiana. Muchxs sufren de 
alcoholismo o drogadicción ( Encuentro – MIC, 
17.03.2015). Mayoritariamente migran a las ciu-
dades, donde en muchos casos están obligados 
a trabajar en el mercado de trabajo informal. 
Con el mejoramiento del sistema de educación, 
lxs jóvenes pueden aprender que una vida sin 
violencia es posible (–ibíd.). Lxs actorxs orga-
nizan apoyos pedagógicos y psicológicos para 
lxs jóvenes de las comunidades y promueven 
proyectos juveniles (Documental Incidencia 
Política 2014). Además, la MIC ve el estableci-
miento de una universidad propia como un 
paso importante para posibilitar la educación 
superior en las comunidades e incentivar a lxs 
jóvenes a no migrar. El propósito de fundar la 
Universidad Agroecológica de Montes de María 
busca realizar investigaciones acorde con la vi-
sión política de las comunidades y el desarrollo 
de la región, en el sentido de la economía cam-
pesina (MIC y CDS 2014: 34 y s.). “En este senti-
do se propone construir un modelo educativo 
que responda a las realidades regionales, que 
potencian la actividad productiva y cultural de 
la población local, desde el enfoque étnico, 
multicultural y de género” (MIC y CDS 2014: 35). 
Para que esa universidad pueda ser fundada 
algún día, se necesitará el apoyo de las insti-

tuciones locales y regionales. En la actualidad, 
existe un proyecto común de las comunidades 
en colaboración con profesorxs de universi-
dades del Caribe que apoya a 35 jóvenes de la 
región para investigar sobre la transformación 
territorial y del medio ambiente. Lxs jóvenes 
pueden aprender habilidades que lxs cualifican 
como futurxs líderes, lideresas y autoridades 
de las comunidades (Entrevista – Urbano Canal, 
22.09.2015).

Relaciones públicas y alianzas

Una estrategia importante de la MIC y las OPDS 
es el trabajo de difusión de sus actividades y 
proyectos a través de medios digitales y escri-
tos, en colaboración con CDS. Publican regular-
mente el boletín Parcela, tienen el blog Mi tierra, 
mi identidad y ya publicaron documentales e in-
formes de investigación.9 Facebook es un me-
dio muy importante que también se dirige a las 
generaciones jóvenes.10 Estos medios digitales 
y escritos sirven, por un lado, para informar so-
bre acontecimientos y amenazas en la región 
y, por otro lado, para comunicar sus exigencias 
políticas transparentemente – tanto dentro de 
las comunidades como hacia el exterior. Con 
esto proyectan co-construir la opinión pública 
y el diálogo con la sociedad civil y otrxs actorxs 
políticos de la región. Una meta es llegar a las 

9    El blog se encuentra en: http://montesdemariamitier-
ramidentidad.blogspot.de/

10   Actividades en el facebook: OPDS: https://www.face-
book.com/OpdsMontesdeMaria?fref=ts y el Colectivo de 
Comunicaciones de Montes de María: https://www.face-
book.com/colectivomontesdemaria

Con activistas en Montes de María (Foto: Julia Große)
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personas y organizaciones en las ciudades para 
que ellas puedan solidarizar con MdM, con el 
objetivo de contribuir a revalorar la imagen de 
la vida campesina que se suele relacionar con el 
retraso (Documental Incidencia Política 2014). 
Con las metas de la colaboración a largo plazo 
y el intercambio mutuo, la MIC crea alianzas en 
varias áreas. En este contexto, hay que nom-
brar su participación en procesos de organiza-
ciones sociales a nivel nacional, la colaboración 
con universidades colombianas y las coopera-
ciones internacionales.

En términos de organización nacional, la afili-
ación de las OPDS a la Asociación Nacional de 
Zonas de Reserva Campesina (ANZORC) juega un 
papel importante (Entrevista – Urbano Canal, 
22.09.2015). La ANZORC reúne 50 procesos or-
ganizativos campesinos que buscan construir 
y consolidar las Zonas de Reserva Campesina 
en las diferentes regiones del país a través de 
la participación activa del campesinado como 
sujeto político. Por medio de la ANZORC for-
man también parte de la Cumbre Agraria, Étnica 
y Popular. La Cumbre se constituyó en el año 
2014, a consecuencia de las grandes moviliza-
ciones agrarias del 2013 y está conformada por 
una amplia red de movimientos sociales. Con-
siste en un espacio de diálogo y organización 
con el propósito de incidir en la política pública 
rural, y negociar con el gobierno a base de un 
pliego único de exigencias. Es importante men-
cionar que muchas de las otras organizaciones 
asociadas a la MIC también forman parte de 
la Cumbre. Sin embargo, éstas no lo hacen a 
través de ANZORC, sino por otras vías organiza-
tivas nacionales como, por ejemplo, la afiliación 
a la Organización Nacional Indígena de Colom-
bia (ONIC) o el Proceso de Comunidades Negras 
(PCN) (Entrevista – Urbano Canal, 22.09.2015).

En los últimos tres años, también se han 
desarrollado intercambios intensivos con va-
rias instituciones científicas11. En este marco, 
se realizaron proyectos de investigación en 
cooperación con miembros de las comuni-
dades. Una de las condiciones para este tipo 
de cooperación ha sido que las preguntas de 
investigación se orienten al interés propio de 
las comunidades y apoyen sus ideas políticas. 
La colaboración debe basarse en los principios 

11   A nivel nacional existen cooperaciones con la Univer-
sidad Javeriana y la Universidad Pedagógica Bogotá. Des-Des-
de hace poco hay colaboraciones con la Universidad de 
Cartagena y la Universidad Technológica de Bolivar.

de respeto, solidaridad y apoyo de las comu-
nidades por parte de las universidades. Para 
cumplir con estos propósitos, la retroalimen-
tación de los materiales elaborados es impre-
scindible ( Encuentro – MIC, 17.03.2015).

Puesto que el apoyo del gobierno colombiano 
solamente ha sido puntual y escaso, las coope-
raciones internacionales han sido de especial 
necesidad para la realización de proyectos sos-
tenibles y duraderos (Entrevista – Urbano Ca-
nal, 22.09.2015).12

4 Desafíos para la MIC 

El escaso acceso a la tierra representa un gran 
desafío cotidiano para lxs campesinxs e impli-
ca un obstáculo para su organización colectiva. 
Más del 70 % de lxs campesinxs no son propie-
tarios de las tierras que trabajan. Según la MIC, 
el arriendo también pone en peligro el cultivo 
agrícola de alimentos (MIC y CDS 2014: 17). 
Muchas de las tierras arrendadas se encuen-
tran lejos de las casas de lxs campesinxs. A cau-
sa de ello, labrar las tierras requiere más tiem-
po y largos trayectos de transporte. Además, 
implica peligros por la presencia continua de 
actorxs armadxs en la región (OPDS y CDS 
2014: 35). Relacionado a esto, lxs representan-
tes de la MIC relataron que la libertad de expre-
sión todavía está limitada, ya que aún existen 
intentos de silenciar a lxs campesinxs a través 
de la violencia. Esto se evidencia entre otras co-
sas en las amenazas, incluyendo amenazas de 
muerte e incendios premeditados de viviendas 
de los mismos ( Encuentro - MIC, 17.03.2015). 
Sin embargo, la MIC constituye un medio que 
facilita la denuncia conjunta de estos delitos y 
la reclamación de derechos. 

Al mismo tiempo, un propósito importante de 
la MIC es el diálogo con las autoridades del Es-
tado, aunque esto sea una tarea complicada. 
Debido a la fluctuación de lxs funcionarixs en 
las instituciones públicas, la cooperación es ine-
stable y, en muchos casos, muy dependiente de 
la voluntad de los superiores. La interlocución 
con las empresas es igualmente difícil. Muchas 
de ellas recién establecieron sus negocios en la 

12   Organizaciones de la cooperación internacional que 
han colaborado en los últimos años en proyectos a largo 
plazo han sido entre otras: Unión Europea (UE), Pan para 
el Mundo, Agencia Española de Cooperación Internacional 
para el Desarrollo (AECID), Oxfam (Entrevista - Urbano Ca-
nal, 22.09.2015).
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región en el contexto del conflicto y desplaza-
mientos y todavía no se han declarado dispu-
estas a dialogar con la MIC. A pesar de todo, es 
importante resaltar que las organizaciones ya 
avanzaron en el ámbito jurídico para proteger 
los derechos de la población local (Entrevista – 
Urbano Canal, 22.09.2015).

Otro desafío para la MIC es el objetivo de la 
construcción de un territorio intercultural en 
MdM. Como ya se describió, existe una gran 
diversidad de actorxs sociales con diferentes 
intereses en el territorio. Esto puede dificultar 
la formulación de objetivos y estrategias comu-
nes. En la Constitución de 1991 está definido 
el derecho a la propiedad colectiva para conse-
jos comunitarios de las comunidades negras y 
cabildos indígenas, lo que incluye un derecho 
al territorio colectivo. Pero la representación 

étnica e identidad de las comunidades implica 
diferentes supuestos en términos de derechos 
territoriales. Esto dificulta la elaboración e im-
plementación de un territorio intercultural con 
derechos colectivos compartidos por todos los 
grupos. Aunque la MIC cuenta con la participa-
ción de muchas organizaciones afrocolombia-
nas, hasta el presente son pocas las organizaci-
ones indígenas. Sin embargo, este año avanzó 
el diálogo de la MIC con los cabildos indígenas 
y se planifica que éste continuará en el futuro 
(Entrevista – Urbano Canal, 22.09.2015). 

A pesar de estos desafíos, el crecimiento cons-
tante de la MIC muestra grandes logros. Entre 
ellos se puede destacar el impulso de procesos 
importantes, como el trabajo para la recons-
trucción del tejido social y el diálogo entre las 
organizaciones de base a nivel regional. En los 
años que vienen estos esfuerzos podrán forta-
lecer su influencia política y el fomento de su 
modelo alternativo de desarrollo en la región. 

Reflexión teórica y conclusión
Tras habernos enfocado en la descripción de 
los procesos de organización de la MIC en MdM, 
queremos argumentar que estos procesos re-
flejan las características de los movimientos 
sociales latinoamericanos, elaboradas por Zi-
bechi. Argumentamos además que lxs actorxs 
sociales dentro de la MIC oponen resistencia 

y trabajan activamente en la const-
rucción de paz en MdM a través de 
su acción colectiva. 

En MdM, el territorio es el medio de 
subsistencia de lxs habitantes y el 
punto de partida para la fundación 
y las iniciativas de la MIC. De igual 
manera, es central para el análisis 
de las otras características, es decir, 
no solamente de las luchas por re-
cursos materiales, sino también por 
sus significados culturales (Escobar 
y Alvarez 1992: 319). Este punto se 
encuentra también entre los moti-
vos y demandas de la MIC. 

El concepto de la economía cam-
pesina fomenta estructuras hori-
zontales e igualitarias en la auto-
organización territorial. Esto genera 
una identificación con la naturaleza 
y con el espacio vital, adicional a la 

subsistencia, en las comunidades. El vínculo 
con el territorio se ilustra en el lema mi tierra 
– mi identidad, que eligieron lxs representantes 
de la MIC como título para su blog13. El territo-
rio no solamente se percibe como fuente de re-
cursos, sino como el medio de subsistencia, la 
base para la vida y para la cohesión comunal. 
La identificación con la tierra en la cual viven 
puede ser interpretada como una forma de 
oposición al significado neoliberal y económico 

13  http://montesdemariamitierramidentidad.blogspot.
de/ 

Discusiones con activistas en Montes de María (Foto: Nina Lawrenz)
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de la tierra. 

A través de la auto-organización territorial, lxs 
campesinxs no aspiran a la independencia de 
la nación, lo cual es, según las observaciones de 
Zibechi, típico entre los movimientos sociales 
en Latinoamérica. Los movimientos persiguen, 
más bien, asegurar la base de vida a través de 
un modelo del uso de tierra que se encuen-
tre organizado comunalmente y que sea sos-
tenible. 

El concepto de un territorio intercultural repre-
senta, en términos simbólicos, un entendimien-
to alternativo del uso de la tierra comunal por 
campesinxs, indígenas y afrodescendientes. 
De esta manera, buscan crear un mecanismo 
que garantice a todxs lxs actorxs de la región 
los mismos derechos a la tierra. Hasta ahora, 
desde una perspectiva jurídica, los campesinxs, 
indígenas y afrodescendientes tienen a su dis-
posición diferentes medios jurídicos en rel-
ación a los derechos a la tierra, lo que dificulta 
una lucha y articulación común. Esto está rela-
cionado directamente con otra característica 
identificada por Zibechi, la cual se refiere a los 
aspectos culturales de lxs actorxs. La MIC en-
fatiza, por un lado, la diversidad de la población 
en MdM. Por el otro lado, para la acción social 
es importante resaltar las características co-
munes de lxs diferentes actorxs. Según Zibechi, 
la revaloración de la propia identidad y forma 
de vivir es constitutiva para la organización, y 
decisiva para la obtención de reconocimiento 
social (Zibechi 2003: 186). Lxs actorxs en MdM 
persiguen una revaloración y reconocimiento 
de la producción campesina a través de un 
modelo agrario sostenible. La creación de un 
territorio intercultural puede ser nuevamente 
interpretada como una representación autode-
terminada de grupos históricamente margina-
dos en Colombia. 

Como observa Zibechi en otros movimientos 
latinoamericanos, en MdM las mujeres tam-
bién adquieren posiciones cada vez más im-
portantes al interior de los movimientos (ibíd.: 
187). 

Un ejemplo de ello es la participación de varias 
organizaciones de mujeres en la MIC. Durante 
nuestro encuentro, algunas representantes de 
la MIC nos relataron sobre la autoconfianza 
que adquirieron gracias al intercambio de ex-
periencias sobre la organización común con 

otras mujeres. Esta autoconfianza también la 
están ganando lxs actorxs en la MIC, usando la 
oportunidad para visibilizar las consecuencias 
específicas del conflicto armado, los procesos 
de transformación territorial y fortaleciendo el 
reconocimiento de las mujeres en las comuni-
dades. 

De acuerdo con Zibechi, otro aspecto impor-
tante para los movimientos sociales es que to-
man “en sus manos la educación y la formación” 
de sus miembros (ibíd.: 186). Esto se refiere 
particularmente a la revaloración de los cono-
cimientos propios para garantizar el futuro del 
movimiento y usarlo en beneficio de las comu-
nidades. En MdM, esto se expresa a través de la 
realización de proyectos de investigación pro-
pios. En dos publicaciones sobre los procesos 
organizativos y de transformaciones territoria-
les actuales se hace público este conocimiento. 
Además, el involucramiento de lxs jóvenes en 
la generación de conocimiento tiene como fin 
motivarlos para que asuman un rol activo en la 
región. 

El análisis demuestra que las características 
elaboradas por Zibechi coinciden en su may-
oría con las características de los procesos de 
organización en MdM. Por consiguiente, ar-
gumentamos que estos procesos pueden ser 
considerados como parte de un movimiento 
social. Dado que la MIC persigue alternativas 
políticas que se oponen a los discursos políti-
cos dominantes y a los modelos neoliberales 
de la explotación de recursos, la MIC también 
puede ser entendida como una iniciativa de 
resistencia. Como Naucke y Halbmeyer (2011: 
134) constatan, las iniciativas de resistencia son 
resultado de procesos socio-históricos carac-
terizados por la ausencia del Estado, así como 
de la autoorganización política y económica. 
Por un lado, la formación de la MIC también 
está caracterizada por la ausencia estatal como 
garante de la seguridad. Por el otro lado, la his-
toria y la presencia de la ANUC demuestra que 
la región está marcadopor la aspiración de au-
toorganización política y económica: 

La ANUC contribuyó a nivel nacional y regional 
para que familias campesinas pudieran acceder 
al derecho a la tierra, y logró posicionar al cam-
pesinado como actor político en los procesos de 
desarrollo rural del país (OPDS 2014: 25).

La movilización política de lxs campesinxs en la 
ANUC contribuyó decisivamente a la constitu-
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ción y percepción de lxs campesinxs como su-
jetos políticos más allá de la región (MH 2010: 
207 y s.).

La elaboración de un modelo de desarrollo sos-
tenible, social, intercultural y local en el marco 
de la MIC está influenciada por las experienci-
as y realidades de vida de lxs campesinxs. La 
resistencia pacífica no se opone solamente al 
modelo de desarrollo neoliberal, sino también 
al conflicto armado. La campaña Cultivar Ali-
mentos para Cosechar Paz ilustra el rechazo a la 
violencia por parte de la MIC. Con este lema, 
las organizaciones establecen un vínculo claro 
entre la realidad de la vida campesina y la ela-
boración de una paz sostenible en la región. 

Con su concepto de iniciativas de paz de base 
social, Hernández Delgado quiere mostrar que 
los procesos de resistencia local y regional son 
decisivos para la transformación social y el 
desarrollo de paz (Hernández Delgado 2009: 
123). La caracterización de los procesos organi-
zativos evidencia que las diferentes dimensio-
nes de iniciativas de paz de base social conver-
gen en los procesos dentro de la MIC y pueden 
así realizar una contribución importante para 
establecer y preservar la paz. En el marco de la 
MIC, lxs actorxs logran conjugar la idea de una 
comunidad social y ecológica con un compro-
miso de acción en la configuración de su espa-
cio vital fuera de procesos estatales institucio-
nalizados formales. 

Las visiones de la economía campesina sobre 
la definición de un territorio intercultural y el 
fortalecimiento del tejido social son inclusivas y 
unen a diferentes habitantes de la región. Den-
tro de la MIC se usó la heterogeneidad de lxs 
actorxs para crear un concepto común, inter-
cultural y territorial, lo cual representa una al-
ternativa a la política gubernamental. La autora 
Juliana Flórez Flórez enfatiza el carácter hetero-
géneo de los movimientos sociales y critica que 
en muchas teorías la homogeneidad interna se 
trate de manera privilegiada, y la heterogenei-
dad interna se considere un obstáculo. La auto-
ra considera que la heterogeneidad interna y el 
disenso entre lxs actorxs involucradxs es con-
stitutivo para un movimiento social y, por con-
siguiente, una dimensión política de su acción 
colectiva (Flórez Flórez 2014: 21). Flórez Flórez 
enfatiza además que procesos de negociación 
internos, conflictos y discusiones se pueden 
usar de manera positiva para llevar adelante al 

movimiento (ibíd.: 134). En nuestra opinión, la 
articulación común y la acción colectiva dentro 
de la MIC se posibilitan gracias a que ésta ofre-
ce un espacio de diálogo que permite recono-
cer disenso y negociarlo. Al mismo tiempo se 
buscan intereses, conceptos y reivindicaciones 
comunes. 

Como demuestra la reflexión teórica, los pro-
cesos organizativos de lxs campesinxs, afrode-
scendientes e indígenas en el marco del MIC 
pueden ser interpretados como un movimien-
to de resistencia social para la paz. La MIC pre-
senta las características típicas de movimientos 
sociales latinoamericanos y, de igual manera, 
está caracterizada por los conflictos específicos 
en Colombia y MdM. La organización en la MIC 
está basada en los conocimientos y experienci-
as de actorxs heterogénexs, que en un diálogo 
común desarrollan alternativas políticas con-
cretas. 

El encuentro con los líderes y las lideresas, 
así como con lxs representantes de la MIC en 
María la Baja, fue una experiencia verdadera-
mente interesante e impresionante dentro de 
la excursión. A pesar de los obstáculos y retos 
existentes, la MIC es capaz de impulsar y reali-
zar un sinnúmero de proyectos y procesos que 
fortalecen el bien común y la identidad política, 
logrando así el empoderamiento de lxs actorxs. 
Con este artículo sobre la acción colectiva de lxs 
campesinxs en MdM, queremos cumplir el de-
seo de la MIC de difundir los procesos y aconte-
cimientos en MdM, así como demostrar nuest-
ra solidaridad con lxs campesinxs en MdM. 
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La gobernanza de los recursos naturales como 
estrategia de adaptación a la variabilidad 
climática y al cambio climático en la Cuenca del 
Río Chinchiná, Colombia

Erika Acevedo, Kelly Johana López

Introducción
Este capítulo es un resultado parcial del proyec-
to denominado “Vulnerabilidad y Adaptación a 
Climas Extremos en Las Américas” (VACEA) y 
cuenta con financiación del Centro de Investiga-
ción Internacional para el Desarrollo (IDRC), del 
Instituto Canadiense para Investigación en Salud 
(CIHR) y del Consejo Canadiense de Investigaci-
ón en Ingeniería y Ciencias Naturales (NSERC). 
En Colombia el proyecto es cofinanciado por la 
Universidad de Antioquia, la Universidad de Cal-
das y la Universidad Nacional de Colombia. 

El objetivo general del proyecto VACEA está 
centrado en proporcionar nuevos conocimien-
tos para fortalecer las capacidades de las ins-
tituciones gubernamentales y de las poblacio-
nes rurales de Canadá, Argentina, Brasil, Chile 
y Colombia para adaptarse a los efectos de la 
variabilidad climática y a los eventos extremos 
asociados al clima.

El presente profundiza en el concepto de la 
gobernanza, entendido como una forma de 
gobierno que suscita la participación de acto-
res diversos en torno a la concertación de una 
problemática común con otros actores, aun-
que con diferentes niveles de articulación e in-
cidencia en la toma de decisiones. Ésto porque 
la gobernanza de los recursos naturales se ha 
instituido en un parámetro para observar las 
posibilidades de las poblaciones humanas para 
hacer frente a la variabilidad climática asocia-
da al cambio climático (Edouard 2010; Giraldo 
Vieira 2011).

El artículo tiene por objeto la comprensión de 
las relaciones de poder que son producidas 
y reproducidas estratégicamente en un caso 
ejemplificar entre grupos sociales mediante el 
uso del discurso como instrumento de domina-
ción. Para ello se recurrió a la metodología del 
análisis discursivo de Van Dijk (2002) que ofre-
ce las herramientas necesarias para cuestionar 
la idea de que las noticias constituyen reflejos 
prístinos de las realidades sociales, y permite 
mostrar que, contrario a esto, las entregas in-
formativas cifran los mensajes, contribuyendo 
al mantenimiento de órdenes sociales preesta-
blecidos.

Lo anterior partió de la pregunta por la inci-
dencia real que tendrían los habitantes de la 
cuenca del río Chinchiná, área de Colombia que 
fue seleccionada por el proyecto VACEA para 
el estudio comparado, en la planeación y el or-
denamiento de los recursos naturales, tenien-
do en cuenta que la estrategia de intervención 
y ordenación de cuencas comenzó a hacer par-
te del Plan Nacional de Desarrollo de Colombia, 
entre los años 2010-2014 y que estuvo regula-
da por la Ley 1450 de 2011 en la que se estable-
ció la obligación por parte de las Corporaciones 
Autónomas Regionales (CARs) (MADS 2012) de 
generar los Planes de Manejo y Ordenamiento de 
Cuencas (POMCAs). 

Este mandato generó el momento coyuntu-
ral, entre 2010 y 2013 en el que el país se vio 
enfrentado además a la rápida transición entre 
el Evento del Niño y de la Niña1, que fue rastre-

1   “En Colombia la variabilidad climática interanual de-
pende de El Niño-Oscilación del Sur (ENSO), (Ocampo 
2011; Poveda et al. 2011, 2001) tiene repercusiones so-
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ado en la prensa con el ánimo de entender esas 
posibilidades de participación de la población 
en la apremiante labor que el gobierno nacio-
nal habría encargado a la Corporación Autóno-
ma Regional de Caldas (CORPOCALDAS).  

De esta manera se llevó a cabo el análisis de 
las noticias extraídas de medios de comunica-
ción masivos e institucionales, que abordaron 
el tema del surgimiento de la organización Pac-
tos por la Cuenca del Río Chinchiná2, cuya con-
formación obedeció a un momento coyuntural 
en el que se estaban adelantando los procesos 
de ordenamiento de la cuenca y el manejo del 
recurso hídrico en la misma, combinados con la 
ocurrencia de la transición Niño-Niña ya menci-
onada. 

Ante la necesidad de generar estrategias de in-
tervención para el ordenamiento y el manejo 
de los recursos naturales, especialmente del re-
curso hídrico y para ello, la identificación de los 
efectos de las prácticas sociales vinculadas con 
los procesos productivos y los usos del suelo a 
nivel local, debe comprometer los esfuerzos de 
una planificación tanto desde la institucionali-

ciales, ambientales y económicas de gran magnitud (BID-
CEPAL, 2012)”  (Turbay et al. 2014: 96).

2   El Decreto 1729 de 2002, define una cuenca como “el 
área de aguas superficiales o subterráneas, que vierten 
a una red natural con uno o varios cauces naturales, de 
caudal continuo o intermitente, que confluyen en un cur-
so mayor que, a su vez, puede desembocar en un río prin-
cipal, en un depósito natural de aguas, en un pantano o 
directamente en el mar”, ver: http://www.alcaldiabogota.
gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=5534, [20.062017].

dad como desde las poblaciones locales.
 
La gobernanza ha sido propuesta como una 
estrategia para que las poblaciones más vulne-
rables puedan adaptarse a los eventos climáti-

cos extremos (Juhola y Wester-
hoff 2011; Longo 2010; Moser 
y Ekstrom 2010) y resulta ser 
fundamental en la medida en 
que las inundaciones, los desliz-
amientos, la alteración del ciclo 
hidrológico, entre otros eventos, 
se deben, en gran medida, a las 
malas prácticas productivas que 
dan cuenta de la falta de ordena-
miento de los recursos natura-
les. 

Los procesos de deforestación, 
la ampliación de la frontera agrí-
cola, la contaminación por ele-
mentos bioquímicos generados 
por la industria, la agricultura, la 
maquinaria y demás “tensores 
ambientales” como los denomi-
na Restrepo Ángel (2006), han 

llevado a la aceleración del cambio climático, 
que es el fenómeno que resulta de la inciden-
cia antrópica sobre la atmósfera terrestre, es-
pecialmente por el incremento vertiginoso de 
la generación de gases de efecto invernadero 
(GEI) (IPCC 2002). 

La variabilidad climática como tensor 
socio-ambiental
La variabilidad climática consiste en un fenó-
meno natural en el que se presentan ondula-
ciones en el estado del tiempo que influyen en 
los ciclos de vida propios de las zonas en que 
éstos se presentan. Sin embargo, la aceleraci-
ón y agudización de estos fenómenos tiene que 
ver con la incidencia antrópica sobre la atmós-
fera terrestre, especialmente por el incremento 
vertiginoso de la generación de GEI; esto se co-
noce como cambio climático (IPCC 2002). Según 
el Panel Intergubernamental de Expertos en Cam-
bio Climático (IPCC) los eventos climáticos extre-
mos afectan especialmente a la población más 
pobre del planeta aunque ella no sea responsa-
ble del cambio climático por su reducido consu-
mo de energías fósiles.

San Andrés (Foto: Hanna Thiesing)
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La vulnerabilidad es la propensión o predispo-
sición de un sistema a ser afectado negativa-
mente, y puede ser valorada a partir de tres va-
riables: 1) la exposición al cambio climático, a la 
variabilidad climática y a los eventos climáticos 
extremos 2) la sensibilidad que es la susceptibi-
lidad al daño y 3) la capacidad adaptativa que 
permite al sistema hacer frente a los daños 
potenciales, o incluso aprovechar las oportu-
nidades vinculadas a los cambios en el clima 
(IPCC 2014).

La creación del IPCC que investiga el tema des-
de 1988 ha contribuido de manera importan-
te a la comprensión de los efectos del cambio 
climático a nivel mundial, no obstante, las políti-
cas globales relacionadas con el fenómeno no 
han seguido muy de cerca los efectos del mis-
mo a nivel regional y local. En el caso colombi-
ano, los estudios regionales sobre los impactos 
del cambio climático y la variabilidad climática 
en las poblaciones rurales son incipientes, lo 
cual ha conducido a la creación de políticas na-
cionales, desconociendo las singularidades re-
gionales.

De acuerdo con el IPCC se pueden generar vari-
os tipos de adaptación al cambio climático y a la 
variabilidad climática entre los que se incluyen: 
la pública y la privada, la anticipadora y la reacti-
va, o la autónoma y planificada. Las medidas de 
mitigación tienen efecto a nivel global, esto sig-
nifica que la reducción de emisiones se puede 
hacer en cualquier país y beneficia al planeta en 
su conjunto. En cambio, las medidas de adapta-
ción dependen de las condiciones económicas, 
la organización social, la capacidad institucional 
y el entorno natural en el que se desenvuelven 
las comunidades humanas.

Una perspectiva sugerente en relación el cam-
bio climático de origen antrópico, que exacerba 
la variabilidad climática en la frecuencia y po-
tencia de los eventos extremos (Rodríguez Be-
cerra y García Portilla 2013), aduce que ésta se 
ha convertido en la más reciente política desar-
rollista de escala global, en la cual se genera 
una tensión inevitable entre la mercantilización 
del fenómeno y aquellas corrientes ecológicas 
que apuntan a transformaciones sociales y a 
cambios más radicales en los modelos de pro-
ducción y consumo. Lo que resulta fundamen-
tal aquí es “la constatación de que el cambio 
climático se va transformando paulatinamente 
en una política pública multisectorial y territo-

rial con líneas de acción específicas” (Blanco y 
Fuenzalida 2013: 75 y s.), que se han ido acop-
lando a las dinámicas clientelares3. 

Lo anterior se respalda en el hecho de que el 
cambio climático y la variabilidad climática se 
hayan enarbolado como temas recurrentes a 
lo largo del siglo XX, comenzando a generar un 
consenso científico4 con la conformación del 
IPCC en 1989, lo que dio pie al surgimiento de 
un sinnúmero de organizaciones interesadas 
en abordar el tema, convirtiéndolo en “priori-
dad para gran parte de las agendas científicas 
y políticas de los Estados nacionales contem-
poráneos” (ibid: 81).

En el caso de América Latina, comenzaron a 
surgir vertiginosamente diferentes institucio-
nes ambientales en la década de los noventa 
(Gudynas 2004: 61 y s.), que contribuyeron con 
la creación de ministerios de medio ambien-
te y con la ampliación de las zonas protegidas 
como reservas naturales, de acuerdo con los 
planteamientos de Ulloa, las políticas “ligadas 
al Protocolo de Kyoto y centradas en los meca-
nismos de mitigación y adaptación (Mecanismo 
de Desarrollo Limpio y Reducción de Emisiones 
por Deforestación y degradación, principalmen-
te) han desplazado o ignorado las dimensiones 
e implicaciones culturales del cambio climático” 
(2011: 11). 

Siguiendo las ideas de Palacio (2013) al res-
pecto, puede decirse que el ambientalismo en 
Latinoamérica no debe dejarse llevar por el 
pensamiento moderno occidental de pensar 
la naturaleza como ontológicamente separada 
del comportamiento social de la humanidad, 
sus creencias, o su acción sociopolítica. Por esa 
razón, en el contexto latinoamericano, debe 
mantenerse el interés en paliar problemas con-
vencionales de la lucha social, tales como la se-
guridad y la justicia laboral; el medio ambiente 

3   En términos generales, el clientelismo puede ser en-
tendido como un intercambio permanente de bienes 
(materiales y simbólicos), a partir del cual se obtienen 
beneficios que fundamentan la solidaridad de la relación, 
que demás se basa en una estructura jerárquica y verti-
cal, marcada por la presencia de transacciones asimétri-
cas. De esta manera, quien controla mayores recursos 
distribuye bienes y otorga servicios a sujetos con menos 
recursos y status, a cambio de lealtad y apoyo político. Se 
trata, a su vez, de una relación paradojal, puesto que im-
plica reciprocidad y voluntarismo, pero también involucra 
explotación y dominación (Arriagada, 2013).

4   Ver: Weart 2008.



72

Acevedo, López - La gobernanza de los recursos naturales

sano; ciudades y empleos verdes, soberanía ali-
mentaria entre otros, porque “Si la defensa de 
la naturaleza y de la Tierra se desconecta de las 
preocupaciones sociales, la agenda ambiental 
quedará atrapada en las élites de los protecto-
res de la naturaleza o de los científicos neut-
rales y no comprometidos con las dimensiones 
sociales de la crisis ambiental” (ibíd.: 71).

Los procesos de gobernanza obedecen precisa-
mente a la capacidad desarrollada por las co-
munidades para planificar sus territorios y para 
tomar decisiones en compañía de otros acto-
res políticos. Ese es entonces el aspecto que 
se pretende evaluar en este texto, en el cual, 
mediante el análisis de artículos de prensa, pre-
tende revisar los niveles de la participación de 
los habitantes locales en ese proceso de auto 
ordenamiento y de auto regulación en su mo-
mento más coyuntural.

En este sentido, un análisis de las perspectivas 
culturales de la variabilidad climática reviste 
gran importancia para la creación de políticas 
acertadas que contribuyan con el fortaleci-
miento de las capacidades sociales, por medio 
de las cuales puedan generarse estrategias 
más efectivas de adaptación y nuevos medios 
para sobrellevar los efectos de dicho cambio a 
futuro. Para realizar todo este tránsito hacia la 
creación de políticas asertivas, debe entender-
se que las poblaciones de campesinos e indíge-
nas, evidencian en el día a día su dependencia, 
e incluso en algunos casos, la relación orgánica 
existente con el medio ambiente, construyen-
do formas de adaptación en las que se muestra 
la necesidad de mantener la tierra y sus pro-
ductos como los ejes fundamentales para el 
funcionamiento y la supervivencia de estas so-
ciedades. Es decir, en estos casos y a diferencia 
de las sociedades industrializadas, el buen ma-
nejo del territorio y de sus productos, permite 
también el mantenimiento del grupo social. 

El área de estudio
La cuenca del río Chinchiná se localiza en el 
departamento de Caldas (Colombia) y se ca-
racteriza por albergar diversos pisos térmicos 
con alturas que van desde los 5 400 msnm en 
el Parque Nacional Natural de los Nevados, don-
de nacen los ríos Claro, Chinchiná y Guacaica, 
hasta la desembocadura en el Río Cauca a 780 
msnm (Ocampo López 2012). En las zonas al-

tas es común la deforestación para la crianza 
extensiva de ganado vacuno y el establecimien-
to de cultivos intensivos de papa; en la cuenca 
media la producción cafetera en monocultivos 
constituye el principal renglón económico y en 
la parte baja el dinamizador mercantil es el cul-
tivo de árboles frutales.

El estudio que se presenta se enfoca en la zona 
cafetera que tiene una temperatura promedio 
que oscila entre los 18 y los 24ºC. En la cuenca 
del río Chinchiná, las fincas cafeteras se ubican 
entre los 1 000 y los 1 800 msnm (Turbay et 
al. 2013). La cuenca se encuentra en los muni-
cipios de Villamaría, Palestina, Neira, Chinchiná 
y Manizales. 

Una cuenca es el área de aguas superficiales o 
subterráneas que vierten a una red hidrográfica 
natural con uno o varios cauces naturales, de 
caudal continuo o intermitente, que confluyen 
en un curso mayor que, a su vez, puede desem-
bocar en un río principal, en un depósito natu-
ral de aguas, en un pantano o directamente al 
mar (MADS 2012). 

Imagen n.° 1: Cuenca del río Chinchiná. (Fuente: Turbay et al. 2014: 98)
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CORPOCALDAS es la institución estatal encar-
gada del ordenamiento ambiental de la cuenca 
del río Chinchiná. Esta Corporación, a principi-
os del año 2013, ya había adelantado los planes 
de manejo de las cuencas hidrográficas Campo-
alegre, Guarinó, La Miel. No obstante, la cuenca 
del río Chinchiná, se encontraba en una fase 
de diagnóstico concentrando la atención de los 
diferentes medios de comunicación que gene-
raron los reportes noticiosos aquí abordados. 

El Foro por la Cuenca del Río Chinchiná, se consti-
tuyó como un proceso de planeación participa-
tiva, basado en los principios de la gobernanza 
que son de acuerdo con Hurlbert y Diaz (2013) 
la capacidad de respuesta que hace alusión a 
la capacidad de las redes de gobierno, organi-
zaciones y actores para responder de manera 
adecuada y en el momento oportuno a la vari-
abilidad del clima, los peligros y los fenómenos 
extremos; la reflexividad que alude a la capaci-
dad de aprendizaje social frente a los fenóme-
nos climáticos extremos; el acceso a la infor-
mación de tal manera que exista una habilidad 
y una capacidad para responder y cambiar de 
manera autónoma; y la equidad para el ejerci-
cio de la cual será necesario que el régimen de 
gobierno deberá haber ordenado el recurso en 
cuestión.

Sin embargo, la inclusión de los habitantes de 
la cuenca en el proceso de ordenamiento no se 
evidencia tan claramente en las publicaciones 
noticiosas analizadas, contrario a ello, puede 
observarse que ha sido la unión de actores in-

stitucionales tanto públicas como privadas la 
que ha protagonizado la toma de las principa-
les decisiones en relación con este proceso. 

Este asunto que si bien habla de una reestruc-
turación en las relaciones mantenidas, por 
ejemplo entre la empresa pública y privada, 
que ahora trabajan de manera mancomunada 
para alcanzar un fin común, hace ver también 
que las iniciativas carecen aún del empodera-

miento necesario por parte de 
los habitantes de la cuenca en 
general, lo que a su vez habla 
del desconocimiento, la falta 
de cohesión y de la carencia 
de las herramientas de parti-
cipación en este proceso de 
recuperación y de ordenación 
de los recursos naturales. 

El abordaje de la gobernanza 
como estrategia de adaptaci-
ón para hacer frente al proble-
ma de la variabilidad climática, 
ha venido mostrándose como 
una forma idónea de vincular 
a los habitantes de la cuenca 
del río Chinchiná en la toma 
de las decisiones relacionadas 
con el usufructo de los recur-
sos naturales. Sin embargo, la 

falta de compromiso real ante la crisis ambien-
tal generada por el cambio climático, debido al 
predominio de la preocupación por el mante-
nimiento del sistema económico de mercado 
antes que por el sostenimiento del sistema so-
cio ambiental, hace que nos cuestionemos por 
la eficacia de un proceso de gobernanza en el 
ámbito de la realidad política y económica de la 
cuenca del río Chinchiná.

La gobernanza en la cuenca del río Chinchiná 
Concebimos la gobernanza como un concepto 
que se diferencia de las nociones de ‘gobierno’ 
o ‘administración pública’, que representa pro-
cesos de concertación y que reúne actores pri-
vados, asociativos y públicos “alrededor de un 
problema concreto para definir unos objetivos 
compartidos y para coordinar sus capacidades, 
a fin de alcanzar estos objetivos de manera 
concertada y racional” (Girardot 2010: 21). Se 
entenderá por política, a un curso intencionado 
de acción seguido por un actor o conjunto de 
actores en relación con un problema de interés, 
mientras que por política pública se entenderá 

Imagen n.° 2: Estado de ordenación de Cuencas. (Fuente: CORPOCALDAS 2013)
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a “todas aquellas políticas desarrolladas por 
cuerpos y funcionarios gubernamentales” (Ca-
mou 2001: 29).

La revisión de los artículos de prensa sirvió para 
observar la manera en que los habitantes de la 
cuenca del río Chinchiná tienen incidencia en 
la toma de decisiones que les permitirán, o no, 
adaptarse a la variabilidad climática y generar 
estrategias para la conservación de los recur-
sos naturales. La selección de los artículos de 
prensa como fuente principal para este capítulo 
obedeció a la hipótesis según la cual la informa-
ción proveniente de fuentes noticiosas puede 
entenderse “no como un espejo 
que necesariamente refleja de 
manera transparente la reali-
dad social, ni los pensamientos 
o intenciones de las personas” 
(Santander 2011: 210), sino 
como una versión mediante la 
cual un individuo o un colecti-
vo representa la realidad soci-
al en la que se halla inmerso. 
En esta selección también fue 
fundamental la incongruencia 
observada entre la categoría 
conceptual de gobernanza y 
lo que pudo observarse en las 
visitas de campo realizadas en 
junio del 2013, es decir, entre el 
universo teórico y el universo 
empírico. Lo anterior porque 
si teóricamente se entiende la 
gobernanza como un proceso 
participativo y de concertación 
entre actores (Monedero 2012), 
lo que nos ofreció la evidencia 
empírica en el trabajo de cam-
po fue una pugna desequilibrada en el ejercicio 
del poder, y las publicaciones noticiosas cons-
tituyeron nuestro corpus de análisis debido a 
que las fuentes abordadas corresponden a ins-
tituciones vinculadas con la organización de la 
cuenca.

Para el análisis que realizamos tuvimos en 
cuenta: (1) el tema central y la fuente – este fue 
el criterio de selección más relevante del cor-
pus, dado que buscamos que los títulos hicier-
an alusión directa a la cuenca del río Chinchiná, 
o a eventos climáticos extremos en esa región 
–, (2) las instituciones o actores mencionados 
dentro del texto, (3) el papel institucional o de 
otros actores descrito en el artículo analizado. 

A continuación, se presentan los artículos en la 
matriz de análisis (ver Apéndice).

De esta forma se procedió a almacenar la infor-
mación alrededor de la ordenación del cuenca 
del río Chinchiná que fue publicada en la pren-
sa o en la internet en las páginas de la Univer-
sidad Nacional de Colombia sede Manizales, de 
la Central Hidroeléctrica de Caldas (CHEC), de 
CORPOCALDAS, de Infoandina, de La Patria y 
de la Universidad de Caldas, en un período de 
tres años, entre el 2010 y el 2013. Para esta se-
lección, cada uno de las publicaciones debería 
tener, al menos, tres de las siguientes palabras 

clave: ‘gobernanza’, ‘cuenca del río Chinchiná’, 
‘ordenamiento de los recursos naturales’, ‘cam-
bio climático’ y ‘variabilidad climática’; ejercicio 
a partir del cual resultaron 21 publicaciones 
(ver Apéndice).

Lo que pudo observarse en la revisión, es que 
las organizaciones vinculadas al proceso de 
ordenación y manejo del recurso hídrico en la 
cuenca del río Chinchiná hacen referencia a di-
cho proceso como una ventana de posibilidad 
para la acción colectiva, la participación comu-
nitaria, el acuerdo de voluntades y el diálogo; 
sin embargo en los diferentes medios institu-
cionales y de comunicación (ver Apéndice) se 
observó un énfasis en los procesos de diálogo 

Bogotá desde arriba (Foto: Noemi Stelzig)
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con líderes comunitarios y/o habitantes de los 
diferentes territorios estructurados por el río 
Chinchiná y sus afluentes, pero no se identificó 
el impacto de los mismos en la toma de deci-
siones frente a la gobernanza de los recursos 
naturales. 

De esta manera puede hablarse de la existen-
cia de una nutrida participación de las institu-
ciones que se inscriben en el marco guberna-
mental, empresarial, académico-técnico y de 
organizaciones no gubernamentales (ONGs) 
vinculadas a cuestiones ambientales, pero con-
sideramos que, a futuro, la inclusión en pleno 
de la comunidad civil en la toma de decisiones 
será el garante de un ejercicio de gobernanza 
más eficiente. No obstante, el llamado ejercicio 
de gobernanza ha consistido en el estableci-
miento de unas reuniones que han recibido el 
nombre de Foros Permanentes por la Cuenca en 
las que participan la Gobernación de Caldas, la 
Alcaldía de Manizales, Parques Nacionales Natu-
rales de Colombia, CORPOCALDAS, CHEC, Aguas 
de Manizales, La Fundación Ecológica Cafetera 
y Fundación Fesco5, en total 23 organizaciones 
entre empresas públicas y privadas.

En los informes de prensa que fueron analiz-
ados en el contexto de este trabajo, pueden 
constatarse estas afirmaciones, ya que, por 
ejemplo, en ninguno de los veintiún textos que 
constituyeron nuestra matriz de análisis, estu-
vieron presentes organizaciones de base como 
son las Juntas de Acción Comunal o las Juntas 
de Acueducto local.

La gobernanza implica un conjunto de prácti-
cas que abren la posibilidad a la participación 
de nuevos actores, por ende conlleva ventajas 
ante las formas tradicionales de gobierno que 
centran la capacidad de decisión y administra-
ción de los asuntos públicos en la figura estatal, 
pero, a su vez, implica grandes riesgos para la 
participación de algunos actores sociales, espe-
cialmente en contextos de inequidad en el ac-
ceso a información y a recursos.

La gobernanza es, por tanto, un concepto com-
plejo que nos permite entender tanto la emer-
gencia y el desarrollo de escenarios de inter-
acción de actores con intereses divergentes, 

5   http://www.lapatria.com/caldas/foro-por-la-cuenca-
del-rio-chinchina-31413#sthash.d4gAZh1k.dpuf y http://
infoandina.mtnforum.org/content/apertura-del-foro-per-
manente-por-la-cuenca-del-r%C3%ADo-chinchin%C3%A1 

como ocurre con el surgimiento de escenarios 
en los que la distribución del poder y el tipo de 
interacción se encuentra mediada por intere-
ses privados, lo que permite perpetuar la ex-
clusión de actores claves en la construcción de 
una política pública relacionada con el manejo 
de los recursos naturales, además de suponer 
una pérdida de la horizontalidad, condición ne-
cesaria para la concertación. 

El reconocimiento de esta doble condición de 
la gobernanza nos aleja de la concepción, tan 
común en la literatura sobre el tema, que pro-
mulga un “funcionamiento ideal de las redes, 
en el cual los actores que las integran identifi-
can intereses complementarios o comunes [y] 
poseen valores compartidos (...) obviando de 
manera a veces ingenua o benevolente los de-
sequilibrios de poder” (Vásquez Cárdenas 2010: 
251). 

Sin participación comunitaria ni garantías para 
los más vulnerables ante los extremos del cli-
ma, no se podrán construir estrategias adap-
tativas que permitan resistir a los efectos del 
cambio climático. Puede decirse por el momen-
to que en la iniciativa intersectorial Foro Perma-
nente por la Cuenca del Río Chinchiná son más 
tenidos en cuenta los aportes de las institucio-
nes legalmente constituidas, que los aportes de 
los actores individuales que en última instancia 
son los directamente afectados por los eventos 
climáticos extremos.

De esta manera podemos concluir que, a pesar 
de los supuestos consignados en el concepto de 
la gobernanza como proceso en el que los múl-
tiples actores que habitan un territorio pueden 
ejercer horizontalmente su derecho a la parti-
cipación, en la cuenca del río Chinchiná, con-
tinúa evidenciándose un ordenamiento de los 
recursos que recurre a las formas tradicionales 
del gobierno vertical, en el cual, las decisiones 
se toman sin considerar como fuente primordi-
al a las comunidades de base. El agravante de 
este tipo de acciones para el ordenamiento de 
los bienes naturales como recurso público es 
que, en última instancia, son los habitantes que 
usufructúan directamente los recursos natura-
les los que mayor impacto podrían tener en el 
manejo de los mismos, además de ser el frag-
mento de la población que conoce y que experi-
menta de primera mano los efectos que el mal 
manejo de los bienes naturales puede generar 
en sus vidas cotidianas. 
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Es importante cuestionar la idea de que la 
gobernanza de los recursos naturales debe 
mantener el bienestar económico de aquellos 
que usufructúan los recursos naturales de la 
cuenca del río Chinchiná, creencia que se ha 
mantenido la toma de decisiones bajo operati-
vos excluyentes, que, bajo el rótulo de la parti-
cipación y la construcción mancomunada, per-
petúan las estrategias clientelares. 

De la construcción de la participación política, 
pensada como una forma de empoderamiento 
por parte de las poblaciones locales depende 
el ordenamiento territorial, sin lo cual, las po-
blaciones rurales de la cuenca cada vez estarán 
más susceptibles ante la ocurrencia de even-
tos climáticos extremos, es decir, más vulnera-
bles a falta de un conocimiento del territorio, 
de una capacidad de ser flexibles y reactivos, 
cualidades todas necesarias de acuerdo con 
los principios de la gobernanza defendido por 
Hurlbert y Diaz (2013).

Se espera, no obstante, que la divulgación de 
los resultados del Plan de Ordenamiento de la 
Cuenca del Rio Chinchiná alcance a las comu-
nidades rurales que por falta de acceso a las 
redes de comunicación, por las deterioradas 
condiciones de las carreteras y por la infinidad 
de situaciones de inequidad existentes en el 
país, no pudieron ser tenidas en cuenta en el 
marco de la realización del estudio. Además, se 
exalta la labor de instituciones como la Univer-
sidad Nacional que dentro de sus posibilidades, 
e incluso más allá de ellas, ha generado para la 
divulgación de este material, con el Instituto de 
Estudios Ambientales de la Universidad Nacional 
sede Manizales (IDEA), una aplicación para que 
la comunidad educativa del departamento de 
Caldas para enseñar de manera más didácti-
ca los temas sobre el manejo ambiental de la 
cuenca hidrográfica del rio Chinchiná. 
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Apéndice: Matriz de análisis
Tema Central / 
Fuente 

Instituciones o Actores Mencionados Papel Institucional o de otros Actores 

Plan de Manejo de 
la Cuenca del Río 
Chinchiná (POMCA)i 
 

Universidad Nacional Instituto de Estudios 
Ambientales (IDEA) 

“Alma Técnica” del Plan. 

Corporación Autónoma Regional de Caldas 
(Corpocaldas) 

“Formulación del POMCA” 
“Adquirir visibilidad, no solo a nivel de ciudad y 
regional, sino también nacional” 

“Entidades territoriales como la Gobernación de 
Caldas y las alcaldías de los municipios de 
Manizales, Chinchiná, Palestina, Neira y 
Villamaría”. 

Participar como “sitios donde la cuenca tiene 
incidencia” 

“Además, cuenta con la participación de 
sectores como el de educación y el de 
producción; empresas de servicios públicos; y 
organizaciones de la sociedad civil. 

Participar en cumplimiento de su misión como 
“sectores involucrados”. 

Diálogo de Saberes 
sobre la Cuenca del 
Río Chinchiná. 
Plan de Manejo de 
la Cuenca del Río 
Chinchiná 
(POMCA)ii 

Universidad Nacional Conocer sobre “Hidrología, calidad del agua, 
riesgos, aspectos socioeconómicos y culturales 
son los ejes de los ‘Diálogos de saberes (…) Dar a 
conocer el amplio uso que se da a las aguas del 
río Chinchiná, mostrando la necesidad de 
contemplar un plan que permita ordenar este 
recurso para evitar su deterioro ecológico y 
ambiental” 

Corpocaldas y Asocars (Asociación de 
Corporaciones Autónomas Regionales) 
La población de los ríos que conforman la 
cuenca del río Chinchiná como del Guacaica y 
Ríoclaro 
Corpocaldas, áreas del sector industrial, 
agrícola, energético, de acueductos municipales 
y veredales, entre otros. 

Recuperación de la 
Cuenca del Río 
Chinchináiii 

Central Hidroeléctrica de Caldas (CHEC) Alcaldía 
de Villamaría, Planeación Municipal de 
Manizales, Universidad Autónoma de 
Manizales, Corpocaldas, FESCO y Confamiliares. 

“unir esfuerzos para garantizar la sostenibilidad 
de la subregión centro-sur del departamento, 
para lo cual se requiere un compromiso integral”. 

Entidades 
Nacionales y 
Regionales se 
Comprometen con 
la Recuperación de 
la Cuenca del Río 
Chinchináiv 
 

CHEC, Gobernación de Caldas, Aguas de 
Manizales, Corpocaldas, Alcaldía de Chinchiná, 
Alcaldía de Villamaría, ONG’s, Propietarios de 
predios que se encuentran en la Cuenca del Río 
Chinchiná. 

“Realizar una alianza para conjugar esfuerzos y 
así crear una corriente política que los integre a 
todos en la gestión de la cuenca, generando y 
promoviendo los cambios necesarios (…) Este es 
el primer Acuerdo Sectorial para la Gestión del 
Desarrollo Sostenible en la Cuenca del Río 
Chinchiná”. 

Parques Nacionales Naturales Que con el “Proyecto Bosques y Agua para el 
Futuro, (…) pretenden solucionar los problemas 
que hoy aquejan esta cuenca, fundamental para 
el sostenimiento y conservación de la región”. 

Concejo de 
Manizales y 
Universidad de 
Caldas marcan 
reflexión sobre 
Cambio Climáticov 

Concejo de Manizales, Universidad de Caldas “Debatir sobre las implicaciones del 
calentamiento global en el entorno local”. 

Cuenca del Río 
Chinchiná, piloto 
nacional en 
Ordenamiento del 
Recurso Hídricovi 

Corpocaldas, 
Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible 
(MADS) 

“Ejecutar el Programa de Legalización de usuarios 
del agua de la Cuenca del río Chinchiná, teniendo 
en cuenta el ordenamiento de sus usos y la 
reglamentación de vertimientos”. 

Banco Internacional de Reconstrucción y 
Fomento (BIRF) 
 

Financiar este Proyecto piloto “a nivel nacional, 
proyectado hasta junio de 2014, 
(…) para la aplicación de la Política Nacional para 
la Gestión Integral del Recurso Hídrico”. 

Proagua y Limnoestudios E.U. Ejecutar el proyecto de la mano con Corpocaldas. 
Firma del Acuerdo 
por la Cuenca del 
Río Chinchinávii 

Gobernación de Caldas, Parques Nacionales, 
Corpocaldas, Alcaldías de Manizales, Villamaría, 
Neira, Palestina y Chinchiná, Aguas de 
Manizales, Acuamaná, Confamiliares, FESCO, 
Universidad Nacional de Manizales, Universidad 
Autónoma, ONG’s CONDESAN y WCS. 

“Firmar el acuerdo para la recuperación y 
conservación de la cuenca del Río Chinchiná” y 
“articular esfuerzos interinstitucionales e 
intersectoriales para promover acciones de 
recuperación y conservación de ecosistemas y 
recursos naturales de la cuenca del Río Chinchiná, 
de manera que se consolide un proceso de 
desarrollo territorial sostenible”. 
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Apertura del foro 
permanente por la 
Cuenca del río 
Chinchináviii. 

23 organizaciones entre entes territoriales, 
autoridades ambientales, empresas de servicios 
públicos, ONG nacionales e internacionales y 
gremios productivos. 

“Promover el acceso a información, el análisis, el 
diálogo intersectorial y la acción colectiva, 
alrededor de los temas clave para el desarrollo 
sostenible de esta cuenca hidrográfica, ubicada 
en la subregión centro-sur del departamento de 
Caldas”. 

Avances de un 
modelo 
intersectorial para 
la gestión del 
recurso hídrico en 
la cuenca del río 
Chinchináix 
 

Más de 20 organizaciones que integran sus 
recursos técnicos, logísticos y financieros para 
el desarrollo sostenible de la cuenca. “Entes 
territoriales, autoridades ambientales, 
empresas de servicios públicos, gremios 
productivos, ONG nacionales e internacionales, 
entre las que se cuenta Condesan”. 

“Ejecutar un modelo intersectorial de gestión 
para el desarrollo sostenible, que fundamente 
un proceso de intervención planificado en la 
cuenca del río Chinchiná, con perspectiva de 
corto, mediano y largo plazo para subsanar la 
falta de instancias de participación para un 
desarrollo diferencial”. 

Foro por la Cuenca 
del río Chinchináx 

23 organizaciones que hacen parte de un 
acuerdo marco de voluntades entre las que se 
cuentan las Alcaldías de Manizales, Chinchiná, 
Neira, Palestina y Villamaría (…) la Gobernación 
de Caldas, la Alcaldía de Manizales, Parques 
Nacionales Naturales de Colombia, 
Corpocaldas, Chec, Aguas de Manizales, 
Fundación Ecológica Cafetera y Fundación 
Fesco. 

“Desarrollar un modelo de gestión para el 
desarrollo sostenible de la cuenca”. 
 

La conservación de 
la cuenca del río 
Chinchiná es 
trabajo de todosxi 

CHEC y Corpocaldas Generar estrategias de Gobernanza (…) manejar y 
gestionar adecuadamente los recursos. También, 
que para quienes no cuidan este tipo de recursos 
hay infinidad de sanciones, pero que no se 
aplican porque según él, el problema radica en 
que no hay gobernabilidad”. 

 

i  UNAL (2013): “La UN en Manizales participa en el Plan de Ordenación y Manejo de la Cuenca Hidrográfica del río Chinchiná”, en:  
http://www.agenciadenoticias.unal.edu.co/ndetalle/article/un-apoya-plan-de-ordenacion-y-manejo-de-la-cuenca-del-rio-
chinchina.html, [28.06.2013]. 

ii  UNAL (2012): “Diálogo de saberes sobre la cuenca del río Chinchiná”, en: 
http://www.agenciadenoticias.unal.edu.co/nc/ndetalle/pag/2/article/dialogo-de-saberes-sobre-la-cuenca-del-rio-chinchina.html, 
[28.06.2013]. 

iii    CHEC (2012): “Recuperación de la Cuenca del Río Chinchiná, una prioridad para CHEC”, en: http://www.chec.com.co/sitioweb/node/468, 
[08.08.2013]. 

iv  CHEC (2013): “Recuperación de la Cuenca del Río Chinchiná. Entidades nacionales y regionales se comprometen con la recuperación de 
la Cuenca del Río Chinchiná”, en:  http://www.chec.com.co/sitioweb/node/457, [08.08.2013]. 

v  Centro Virtual de Noticias de la Educación (2010): “Concejo de Manizales y U. de Caldas marcan reflexión sobre cambio climático”, en: 
http://www.mineducacion.gov.co/cvn/1665/w3-article-235721.html, [13.08.2013]. 

vi    Corpocaldas (2012): “Cuenca del río Chinchiná, piloto nacional en Ordenamiento del Recurso Hídrico”, en: 
http://www.corpocaldas.gov.co/publicaciones/590/2012/BoletinCorpocaldas10-Oct19de2012.pdf, [25.10.2013]. 

vii  Eje 21 (2013): “El miércoles se firma el acuerdo para la cuenca del río Chinchiná”, en: http://www.eje21.com.co/caldas-secciones-
58/53147-el-miercoles-se-firma-el-acuerdo-para-la-cuenca-del-rio-chinchina.html, [08.08.2013]. 

viii   INFOANDINA (2013): “Apertura del foro permanente por la Cuenca del río Chinchiná”, en: http://www.infoandina.org/noticias/apertura-
del-foro-permanente-por-la-cuenca-del-r%C3%ADo-chinchin%C3%A1, [09.08.2013]. 

ix  INFOANDINA (2013): “Avances de un modelo intersectorial para la gestión del recurso hídrico en la cuenca del Río Chinchiná”, en:  
http://www.infoandina.org/noticias/avances-de-un-modelo-intersectorial-para-la-gesti%C3%B3n-del-recurso-h%C3%ADdrico-en-la-
cuenca-del, [08.08.2013]. 

x  La Patria (2013): “Foro por la Cuenca del río Chinchiná”, en: http://www.lapatria.com/caldas/foro-por-la-cuenca-del-rio-chinchina-
31413?qt-lo_m_s10=0, [12.08.2013]. 

xi  La Patria (2013): “La conservación de la cuenca del río Chinchiná es trabajo de todos”, en: 
http://smpmanizales.blogspot.com/2013/04/la-conservacion-de-la-cuenca-del-rio.html, [09.08.2013].
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Processos dinamizadoras, practicas y saberes 
locales por los saberes, empoderamiento y 
autonomia de mujeres en comunidades del 
Pacífico colombiano

Liviana Bath

El tema de la inclusión social se ha estudiado 
bastante, en particular en los países latino-
americanos en donde la historia de las desi-
gualdades sociales se remonta a la llegada de 
los conquistadores y colonizadores de Europa 
en el siglo XV (Mignolo 1993). Las sociedades 
contemporáneas entienden la exclusión social 
como una nueva configuración de las desigu-
aldades sociales. A través de la colonización 
también fueron determinadas nuevas formas 
de conocimiento que condujeron a la desvalo-
rización de algunos saberes. El objetivo de este 
artículo es entender de qué forma influye el 
apoyo externo de fundaciones en el trabajo au-
togestivo de las mujeres de Guapi en el Cauca, 
Colombia, y cómo se pueden visibilizar prácti-
cas, y saberes tradicionales, dentro de estos 
proyectos.

Parto de la premisa de que las mujeres guapire-
ñas, como agentes dinamizadoras de procesos 

sociales en los territorios colectivos, se preocu-
pan por el rescate y mantenimiento de la cul-
tura local. Al mismo tiempo, su trabajo es fun-
damental para la inclusión social y económica, 
en el sentido de la visibilización de los aspectos 
culturales, como saberes y prácticas regionales, 
y locales. Por eso hay que reconocer las accio-
nes de las mujeres y su derecho a tomar decis-
iones en los diversos niveles de gobernabilidad 
local, asi como también sus herramientas de 
autogestión.

La pregunta que me acompañó durante mi es-
tancia en Guapi y que me permitió entender los 
procesos autogestivos es la siguiente: ¿Hay un 
cambio en la situación y en la posición de las 
mujeres afrocolombianas en las comunidades 
del Cauca? Y si es así ¿de qué forma acontece 
el proceso de empoderamiento de las muje-
res? Las teorías sobre empoderamiento sirven 
para entender de qué forma se logra visibilizar, 

Foto: Hanna Thiesing



81

Bath - Processos dinamizadoras, practicas y saberes locales

rescatar y respetar las decisiones de las muje-
res. Partiendo de la teoría del proceso del em-
poderamiento de Naila Kabeer (1999, 2003), 
Srilatha Batliwala (1998) y Kate Young (1993), 
quienes estudian los espacios de la autogesti-
ón de mujeres en el marco de proyectos para el 
desarrollo con financiamiento externo, recons-
truiré las distintas formas de empoderamiento 
de las mujeres en esta región.

Este trabajo de investigación está enfocando en 
las estrategias de las mujeres en colaboración 
con la fundación Activos Culturales Afro (ACUA) 
(Bogotá) y Chiyangua (Guapi), que apoyan la 
autonomía de las mujeres en comunidades 
del Cauca. En primer lugar, se introducen las 
cuestiones de género en el marco de saberes y 
prácticas tradicionales en Colombia. Enseguida 
se presenta el empoderamiento como proce-
so desde una perspectiva conceptual del Sur, 
basándose en un esquema para 
el análisis, que define el empode-
ramiento como un proceso que va 
desde el acceso a recursos hasta 
la constitución de la autonomía de 
las mujeres en Guapi. En la última 
parte se discute el trabajo de las 
asociaciones locales para visibili-
zar saberes y prácticas de mujeres. 
Se cierra el artículo mencionando 
los propósitos principales de la 
colectividad que contribuyen a 
construir la autonomía de las mu-
jeres, dándole visibilidad a sus tra-
diciones en el marco de la migraci-
ón del campo hacia las ciudades y 
en el contexto del desplazamiento, 
y la guerra en Colombia que se ha 
convertido en un aspecto deter-
minante de la vida en las ciudades 
(Asher 2009).

A través de la globalización, y su 
mercado capitalista, han surgi-
do problemáticas ambientales y 
económicas en las comunidades 
locales del Pacífico. Un ejemplo importante lo 
encontramos en el caso de Guapi, en donde 
las mujeres tejen relaciones e intentan gene-
rar condiciones para la supervivencia, sin re-
nunciar a su cosmovisión, que se distingue de 
los modelos occidentales (Rodríguez Mancilla y 
Rodríguez Mancilla 2012). Desde el 2012, la si-
tuación de guerra y desplazamiento en Guapi 
se fue estabilizando, permitiendo a las mujeres 

retornar a sus luchas cotidianas. Después de 
varias interrupciones por causa de problemas 
estructurales, varias fundaciones nacionales y 
organizaciones internacionales empezaron a 
apoyar a las poblaciones en la región del Pací-
fico. Un ejemplo de esto lo encontramos en el 
caso de la fundación ACUA, que desde 2008 
apoya proyectos de emprendimiento produc-
tivo en comunidades afrodecendientes rurales 
y está presente en diferentes regiones de Co-
lombia. En marzo de 2015 tuve la oportunidad 
de realizar una investigación sobre “Empode-
ramiento considerando los aspectos de géne-
ro, saber y prácticas de comunidades afro en 
Colombia”, con el apoyo y la colaboración de 
ACUA y Chiyangua, en el marco de la excursión 
a Colombia que fue organizada por el Instituto 
de Estudios Latinoamericanos de la Freie Univer-
sität Berlin.

A continuación presento un reporte de la inves-
tigación enfocada en la autogestión y el empo-
deramiento de mujeres en la ciudad de Guapi, 
en la región del Pacífico colombiano. Gracias 
al apoyo de la fundación ACUA pude visitar al-
gunos proyectos gestionados por mujeres du-
rante mi estadía del 6 al 9 de marzo 2015, en 
Guapi. La metodología antropológica utilizada 
fue la de observación participante, incluyendo 
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conversaciones informales con las mujeres du-
rante las visitas a sus proyectos (Mayring 2002). 
Durante tres días pude realizar entrevistas con 
Teófila Betencourt, la lideresa de la fundación 
Chiyangua y gestora local de ACUA. Chiyangua 
se enfoca en dar apoyo a mujeres dentro de di-
ferentes proyectos locales. Durante mi estancia 
tuve la oportunidad de visitar seis proyectos y 
conversar con algunas de sus representantes, 
en especial de proyectos en los que se desem-
peñan actividades productivas. Las entrevistas 
con algunas de las representantes giraron en 
torno a sus actividades cotidianas en Guapi, 
con la intención de poder identificar aquellas 
actividades que pueden contribuir a su empo-
deramiento. Los proyectos que visité son los 
siguientes: Tejiendo Sueños (Silvia Rodrígues), 
Coopmujeres (Flor y María), Panificadora Jazmín 
(Aura Betencourt), Aso Maíz (Ilda María Grues-
so) y Pesquera bajo Guapi (Doris Montano). La 
gestión de estos proyectos está en manos de 
Chiyangua, que se encuentra en este momento 
en una oficina en el segundo piso de la casa de 
Teófila, en un sitio donde se cruzan los caminos 
de muchas mujeres guapireñas.

Cuestiones de género en el marco de 
saberes y prácticas tradicionales en 
Colombia
Sabemos por la historia de la ciencia que ésta 
ha sido dominada hasta ahora por los hombres. 
En el siglo XXI, se observa, sin embargo, un au-
mento considerable de la participación femeni-
na en la academia. Entendemos a ésta como un 
espacio patriarcal que tiene el poder de medir 
y producir el saber, y el conocimiento, en la so-
ciedad moderna. A través de la colonización del 
nuevo mundo, se introdujeron estas estructu-
ras académicas a los territorios colonizados. A 
las instituciones académicas sólo tenían acceso 
los miembros de las familias que tenían alguna 
relación con la Corona Española. Al introducir-
se nuevas formas de producir conocimiento se 
reubicaron los saberes locales, que poco a poco 
fueron siendo oprimidos con el proceso de la 
colonización y, en muchas partes de América 
Latina, incluso eliminados de forma violenta. 
Hoy en día la valoración de saberes ancestrales 
prácticamente ha desaparecido. La sobreviven-
cia de este tipo de conocimientos sólo es posi-
ble en las comunidades a través de la oralidad, 
de bailes, música y de la gastronomía. Este tipo 

de actividades son ejecutadas, en la mayoría 
de los casos, por las mujeres. La Asociación de 
Parteras Unidas del Pacífico (2012), por ejemplo, 
considera a las mujeres como portadoras de 
conocimientos que necesitan ser practicados 
para que no sean olvidados, tal es el caso de 
la partería. En Europa se estableció una rela-
ción asimétrica con respecto al conocimiento 
de América Latina, algo que marcó la jerarquía 
de conocimientos entre el Norte y el Sur, y que 
nos explica las formas en que se desvalorizan 
e invisibilizan ciertos saberes. Los sistemas de 
conocimiento que existieron antes de la llegada 
de los españoles se encuentran, hasta el día de 
hoy, en una lucha constante entre el olvido y 
el reconocimiento nacional. El saber de la po-
blación indígena y de los esclavos sacados de 
sus tierras africanas, fue ignorado o catalogado 
como primitivo; la tierra fue descrita como «ter-
ra nullius» (tierra de nadie), difundiéndose así la 
idea de tierra o espacio vacío, sin saber ni cono-
cimiento (Asher 2009). En Colombia, y en virtud 
de su biodiversidad, existen muchas culturas y 
prácticas ancestrales sin reconocimiento social, 
las cuáles han sido reconocidas recientemente 
por la ley con el objetivo de protegerlas.

(...) el artículo 55 de la ley 70 de 1993, producto 
de la Constitución de 1991. La carta Magna había 
reconocido ante la ley, ante lo escrito, la mul-
ticulturalidad y la diversidad étnica; y la ley 70, 
reconocía los derechos ancestrales y territoriales 
sobre el territorio; de aquí se derivaron impli-
caciones ambientales, económicas, culturales y 
sociales por las reivindicaciones efectivas, o como 
se llegó a decir en determinadas instituciones (...) 
(Aragón 2006: 54).

En Guapi las mujeres afrodescendientes luchan 
por el reconocimiento de sus conocimientos 
ancestrales para garantizar la inclusión social y 
económica de los grupos vulnerables. Para log-
rar esto las mujeres pasaron de forma colecti-
va por un proceso de empoderamiento, que a 
continuación describimos con más detalle.

El proceso del empoderamiento y la 
organización de las mujeres en Guapi
La importancia de medir la magnitud de los di-
ferentes momentos del proceso de empodera-
miento de las mujeres está en el hecho de que 
permite reconstruir sus marcos organizativos 
y sus formas de colaboración. A través de una 
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serie de actividades de apoyo e intercambio se 
manifiestan alternativas que ofrecen un poten-
cial de transformación. Al tomar decisiones y 
realizar ciertas actividades, las mujeres logran 
cambiar sus posiciones dentro del espacio soci-
al y con esto empiezan a transformar sus entor-
nos. Este proceso muchas veces es resultado 
de la organización colectiva que sirve de apoyo 
a la legitimación de derechos.

La presunción detrás de la noción de potencial 
transformador es que el proceso de mujeres que 
trabajan juntas y resuelven problemas basándose 
en el ensayo y el error, aprendiendo a través de 
la práctica, aprendiendo también a identificar 
aliados y a forjar alianzas cuando son necesarias, 
conducirá al empoderamiento tanto a nivel colec-
tivo como individual (Young 1998: 110).

El acercamiento a la igualdad de género no sólo 
manifiesta un potencial transformador, sino 
que ayuda a articular derechos y canalizar el 
poder de negociación en las mujeres, dándoles 
un mayor reconocimiento social. Kabeer (1999) 
describe, por ejemplo, la fase del logro como 
la fase de concientización de derechos, capaci-
dades e intereses. En el caso de las mujeres de 
Guapi, el proceso de empoderamiento incluye 
también el acceso a los recursos, la autogestión 
y el apoyo de organizaciones externas, como 
ACUA, para que las mujeres logren conseguir 
su autonomía.

El término ‘empoderamiento’ es definido por 
diferentes disciplinas que van desde la filosofía, 
la economía y las ciencias políticas. La filosofía 
del empoderamiento humano tiene sus oríge-
nes en el cono sur, en el enfoque de la educa-
ción popular de los años 60. El brasileño Paulo 
Freire (1970) es uno de los primeros que desar-
rolló este concepto. El enfoque participativo 
que se le atribuye al empoderamiento surge 
en el campo del desarrollo económico de los 
años 70, en América Latina, y consiste en la re-
ducción de las asimetrías sociales, el fortaleci-
miento de las capacidades de los sectores pob-
res y marginados, y el impulso de la economía 
sostenible. Aunque el empoderamiento es un 
proceso que incluye a todos los grupos socia-
les vulnerables, el enfoque de género que nos 
interesa ha sido desarrollado por las autoras 
Kabeer (2005), Batliwala (1998) y Young (1998). 
La red DAWN (Kerner 1999) se refiere al empo-
deramiento como un proceso mediante el cual 
las mujeres fortalecen su concientización para 

el desarrollo de una vida independiente.

El proceso de empoderamiento de las mujeres 
tiene que desafiar las relaciones patriarcales, por 
lo cual conduce, inevitablemente, a un cambio en 
el control tradicional de los hombres sobre las 
mujeres. Los hombres en comunidades donde 
se han dado tales cambios ya no tienen control 
sobre los cuerpos, la sexualidad o la movilidad de 
las mujeres; no pueden renunciar a las responsa-
bilidades del trabajo doméstico y el cuidado de 
los hijos, así como tampoco abusar físicamente 
de las mujeres o violarlas sin recibir castigo (Batli-
wala 1998: 195).

De acuerdo a esta postura, el empoderamien-
to consiste entonces en un cambio individual. 
Se puede interpretar que este cambio florece 
desde y hacia la acción colectiva, y que debe 
implicar un cambio radical de las estructuras 
de poder que subordinan a las mujeres bajo los 
hombres. El empoderamiento pasa entonces 
a ser un proceso de adquisición de poder y de 
control sobre la vida que conlleva a fortalecer 
la capacidad de decidir. Kabeer (1999) amplió 
la noción de empoderamiento hasta definir-
la como la capacidad que tienen las personas 
para disponer de las cosas y tomar decisiones 
autosuficientes. La académica explica el proce-
so de empoderamiento de las mujeres con una 
secuencia: (1) acceso, (2) agencia (3) realizacio-
nes y (4) autonomía.

En la siguiente tabla incluyo, como parte del 
acceso al apoyo externo, fundaciones que 
acompañan proyectos en la región del Pacífi-
co colombiano, con el fin de apoyar el desar-
rollo en la región marcada por la guerra y el 
desplazamiento. También existe en esta región 
una cultura femenina de autogestión que pue-
de tomar diferentes formas. La siguiente gráfi-
ca sirve para visualizar la base del análisis que 
se hizo del proceso de empoderamiento en el 
caso de las mujeres guapireñas.

En la región del Cauca y en el Choco vive la ma-
yoría de la población afrocolombiana. En las 
comunidades, las mujeres viven en situación 
de pobreza. La región de Guapi se caracteriza 
por el abandono casi total del gobierno fede-
ral en materia de políticas sociales y económi-
cas. Un ejemplo lo demuestra la demanda de 
los habitantes por mejorar las condiciones de 
las carreteras que conectan el aeropuerto a las 
poblaciones de la región, pues estas vías de co-
municación son centrales para el comercio de 



84

Bath - Processos dinamizadoras, practicas y saberes locales

los productos generados desde los proyectos 
existentes. La madre de Teófila Betencourt nos 
habla sobre los cambios en la región de Guapi :

Yo viví la época de la abundancia. Guapi producía 
todo, y digamos que el 80 % que Guapi producía, 
consumía. Esta situación en Colombia que la gente 
sufren de hambre, de maltrato y de abandono del 
gobierno es una situación bastante común que se 
puede observar del norte al sur del país. (Entrevi-
sta con Madre de Teófila, 08.03.2015)

El bienestar que existía y las estructuras colec-
tivas que caracterizaban el intercambio, y el 
comercio, en la región se han perdido. La po-
blación del Cauca se encuentra en una zona 
considerada como zona roja en situación de 
difícil sobrevivencia. La falta de un sistema de 
electricidad y agua limpia en un lugar que crece 
por la llegada diaria de personas desplazadas 
por los conflictos armados, es dramática. A par-
tir de la entrevista con Teófila Betencourt, en la 
que ella explicó desde su perspectiva las tres 
razones por las que se da la pérdida de la cul-
tura y de las experiencias colectivas, establece 
una relación con la poca atención del gobierno: 
“la gente del pacífico siempre han sido invisi-
bilizadas y nunca se han mirado, del parte del 
gobierno” (Entrevista con Teófila Betancourt, 
08.03.2015). Reconoce que la cultura es cam-
biante, pues además son una región con flujos 
migratorios importantes, por eso es que las 
prácticas y saberes deben de perdurar, y cui-
darse, para mantener el ciclo económico. Los 
proyectos que se desarrollan tienen como pun-
to de partida la memoria de las mujeres.

Con el apoyo de Chiyangua, a través de ACUA, 
se gestionan recursos para los proyectos men-
cionados arriba. Algunos de los elementos que 
ayudan a entender el proceso de empodera-
miento de las mujeres en la región se resumen 
en la siguiente tabla.

Tabla: Processo del Empoderamiento

1. Acceso - Reuniones de mujeres 
(autogestión)
- Capacitaciones para 
mujeres (apoyo externo/
ACUA)
- Organización estructural 
con fundaciones, Chiyan-
gua / ACUA

2. Agencia k
(toma de decisiones)

>> inclusión social <<

- Asociarse, crear colecti-
vamente o ser miembro 
de una asociación existen-
te (participación)
- Mujeres que son puentes 
para que otras ingresen a 
las asociaciones y salgan 
de su situación precaria

3. Logro

>> inclusión económica <<

- Recursos financieros re-
cibidos para ejecutar sus 
proyectos
- Poder tomar decisiones 
colectivas
- Potencial de transforma-
ción

4. Empoderamiento - Realización colectiva de 
los proyectos
- Transformación de su 
posición
- Vivir sus derechos
- Realización personal

5. Autonomía - Independencia financiera 
de las organizaciones (de 
la fundación ACUA)
- Contacto con el mercado
- Líderes comunitarias
Deseo: Tener una casa 
de mujeres que funcione 
autónomamente

En el punto uno se puede identificar que el acce-
so significa poder garantizar la participación en 
reuniones que forman parte de la autogestión. 
Además, es la oportunidad de contar con apoyo 
externo, en forma de capacitaciones ofrecidas 
por una organización estructural, como el caso 
de Chiyangua y ACUA (1). Después de acceder 
a estos recursos, ellas tienen la oportunidad de 
organizarse en asociaciones y ser miembros ac-
tivos, para posteriormente construir redes con 
otras mujeres, estructurarse en cooperativas 
locales y concretar sus proyectos, algo que con-
lleva a la inclusión social (2). Colaborando entre 
sí dentro de estructuras formales como asocia-
ciones y cooperativas se logra la garantía de re-
cursos financieros para ejecutar sus proyectos 
de forma más independiente. El logro de una 
inversión económica, refuerza a las mujeres 
para la toma de decisiones en sus vidas. El logro 
se define entonces como la obtención de ingre-
sos que son fruto de una inclusión económica 

Diagrama: El proceso del empoderamiento según Kabeer
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y de un apoyo para salir de la pobreza extrema 
(3). Esto todavía no significa que las mujeres al-
cancen a tener un ingreso que les dé una inde-
pendencia o autonomía. El empoderamiento se 
puede marcar aquí como un paso hacia la reali-
zación colectiva de propuestas de proyectos. En 
la fase del empoderamiento también se debe 
considerar la transformación de su posición y 
el reconocimiento de los derechos de las mu-
jeres que podría conducir hacia la realización 
personal (4). La autonomía, como último paso 
del empoderamiento, significa adquirir una in-
dependencia económica frente al apoyo exter-
no, como en este caso de ACUA, que además 
implica tener acceso a un mercado y construir 
un futuro, a partir de las asociaciones líderes 
locales. Este proceso además propicia e incide 
en la toma de decisiones de las mujeres en su 
vida cotidiana. Esta participación ha incidido 
también en la inclusión social y económica en el 
trabajo colectivo, a través de estructuras desar-
rolladas con sus compañeras de las cooperati-
vas, Chiyangua y ACUA. Desde aquí las mujeres 
pueden transformar su posición dentro de la 
comunidad. En el trabajo colectivo adquieren 
conocimientos sobre los derechos de las muje-
res y la aplicación de los mismos. Con las ventas 
de los productos generados en los proyectos 
colectivos desarrollan actividades económicas 
incluyentes, sobre todo en la creación de círcu-
los de venta e intercambios de productos, que 
funcionan según los principios de la economía 
solidaria (Hoinle 2014). Prueba de esto es la red 
de asociaciones y cooperativas basadas en la 
identidad rural que proporciona las herramien-
tas para que las mujeres de Guapi consigan su 
independencia económica e incluso sean apoy-
adas con planes exportadores. Teófila destacó 
lo siguiente durante nuestra conversación:

El sueño que tengo es el fortalecimiento empre-
sarial, generando recursos para las mujeres, 
para los grupos, las familias. A partir de tener un 
fortalecimiento económico para ellas, hacer una 
especialización, el fortalecimiento de la actividad 
productiva y tener un mercado así hacia afuera 
y bien asegurado, para mandar la papágina (ver-
dura de la región) para Alemania. Tenemos unos 
productos con que podemos salir al mercado, 
la papágina, los productos que tenemos de las 
plantas, los mariscos, con un comercio justo, no. 
(Entrevista con Teófila Betancourt, 08.03.2015)

Aquí se tiene que mencionar que las asociacio-
nes en Guapi no tienen una regularidad que ga-
rantice el logro de la autonomía en el sentido de 

un emprendimiento económico independiente 
y un mercado que asegure una venta regular 
de sus productos. Esto significa que el flujo de 
venta establecido en Guapi depende de las ven-
tas locales diarias. Los espacios estratégicos 
para su organización individual y colectiva, de 
acuerdo a lo que ellas señalan, son la iglesia, 
su casa, su proyecto, Chiyangua y sus lugares 
de trabajo (la iglesia para la reproducción es-
piritual, pero además es un espacio para ellas 
mismas, y la casa es el espacio de reproducción 
de la vida). Las mujeres se ocupan del trabajo 
de sus cooperativas, como, por ejemplo, la tien-
da Tejiendo Sueños con productos artesanales, 
Coopmujeres que tiene una tienda en el aeropu-
erto de productos artesanales de Tejiendo Sue-
ños. Aso Maíz, con Ilda María, vende arepas para 
el desayuno algunos días de la semana con un 
carrito en la calle y Doris tiene un congelador 
para la venta de pescado en su casa. Sabrococo, 
con Esperanza, vende sus productos en el aero-
puerto, cuando llegan los vuelos, y en su casa. 
Ella ya recibió apoyo externo, así que ya se en-
cuentra en el estado de producción empresa-
rial. También la Panificadora Jazmín, que es el 
proyecto más establecido en la región, funci-
ona como una mini empresa de Aura. De vez 
en cuando, las emprendedoras son invitadas a 
participar en eventos en los que pueden ofre-
cer sus productos. Los eventos fuera de Guapi 
reciben apoyo de transporte desde ACUA, en la 
mayoría de los casos. La inclusión económica 
va junto con la inclusión social, que confirma 
Teófila, a través del objetivo final en el proceso 
de empoderamiento de las mujeres, es decir, 
de generar autonomía para las asociaciones y 
para ellas mismas. Esto para ella también sig-
nifica multiplicar a las compañeras a su lado en 
una posición de liderazgo. Por otra parte, hace 
falta un espacio colectivo y autónomo donde se 
pueda poner en práctica la actividad económi-
ca y social, pues los proyectos antes descritos 
se encuentran en las casas de las mujeres o en 
casas prestadas de otras personas:

Yo sueño, o pues soñamos muchas, tener un 
lugar donde reunirnos. Pues porque una anda 
buscando un local a veces para un taller y no 
consigue. Que no que se va una compañera a 
veces se enferma de una carrera, sí que no hay 
donde llegar. Muchas aquí tienen familiares, pero 
muchas no tienen. (Entrevista con Teófila Betan-
court, 08.03.2015)
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Esta es una razón más para construir un espa-
cio para las mujeres como una casa colectiva 
cultural donde las asociaciones en Guapi se 
junten y de esta forma puedan realizar el últi-
mo paso hacia la autonomía: tener un restau-
rante comunitario, un lugar de venta y una casa 
que sirviera como casa para mujeres que son 
víctimas de violencia doméstica. Teófila destaca 
que una casa comunitaria podría servir además 
como lugar para capacitar, realizar talleres, así 
como un lugar de intercambio de informacio-
nes. Un espacio propio para las mujeres tiene 
el significado de autonomía para todas, en don-
de ninguna necesita ofrecer su propia casa. El 
cuidado, y la colectividad en las reuniones, sig-
nifica tener procesos de organización colectiva 
en cual las asociaciones en Guapi difunden y 
multiplican el significado del proceso de empo-
deramiento como un proceso colectivo.

Cuando la mujer trabaja sola, ella trabaja sólo 
para su familia. En general, si somos veinte muje-
res trabajan para las veinte familias. Eso se llama 
trabajo en colectivo. Y de eso sale beneficio para 
todas las familias. (Entrevista con Hilda y Doris, 
07.03.2015, Asociaciones Aso Maíz y Pesquera bajo 
Guapi).

La existencia de esta colectividad, según Young 
(1998) y Batliwala (1998), se puede interpretar 
como un apoyo entre las mujeres, una división 
de trabajo organizado, así los grupos y colec-
tivos se construyen a lo largo del tiempo para 
superar traumas y se abre la posibilidad de 
capacitarse a través de talleres informales. La 
autogestión permitida a través del trabajo en la 
colectividad femenina se visibiliza, además de 
que fortalece y redefine la identidad rural de 
las mujeres guapireñas.

Y el elemento principal cuando nos encontra-
mos es compartir, escucharnos, decir lo que está 
pasando y a partir de esto buscamos soluciones. 
Todos los eventos que hacemos están encamina-
dos a identificar alguna debilidad que tenemos. 
(Entrevista con Teófila Betencourt, 08.03.2015, 
Asociación Chiyangua)

Algunos problemas como, por ejemplo, de vio-
lencia psíquica y psicológica cotidianas que han 
sufrido las mujeres, las ha llevado a identificar-
se como un colectivo, potencializando la capaci-
dad de reunirse para buscar respuestas y solu-
ciones a la injusticia de género. A partir de aquí, 
incluyendo las necesidades de las mujeres, se 

tejen redes de apoyo y se crean las asociacio-
nes en Guapi. Mediante esta transformación se 
puede hablar de una politización de lo cotidiano 
en cuanto al esfuerzo de luchar por el cambio 
de la posición de la mujer en la sociedad (Young 
1993). A través de reuniones comienza el proce-
so de búsqueda de soluciones para obtener ac-
ceso a opciones en el futuro, como se observa 
en el punto cuatro de empoderamiento. Al mis-
mo tiempo, aumenta la inclusión social a través 
de las asociaciones y reuniones que se hacen 
posible dentro de los proyectos. La colectividad 
depende del fortalecimiento en el plano indi-
vidual que, a su vez, ayuda a compartir ideas, 
deseos y necesidades en el grupo, permitien-
do de esta forma el crecimiento, por un lado, 
como persona y, por el otro, como colectivo 
que ofrece seguridad, solidaridad y autogesti-
ón. Un ejemplo de esto lo pudimos observar en 
aquellas mujeres que se engrandecen y reafir-
man a través de sus saberes y conocimientos 
ancestrales que recibieron de sus madres, abu-
elas y bisabuelas. En las conversaciones con las 
mujeres, esta experiencia fue destacada como 
la base para la construcción de proyectos de 
emprendimiento, así como también para ayu-
darse y protegerse de la violencia. El trabajo en 
las asociaciones está a menudo enfocado hacia 
la agricultura y la conservación de prácticas tra-
dicionales como la artesanía, la pesca, el cultivo 
del maíz y del coco. Contar con experiencias y 
conocimientos en estos terrenos aumenta las 
condiciones de posibilidad de realización de las 
mujeres, siempre y cuando se cuente al princi-
pio con el apoyo de ACUA u otras fundaciones. 
Al mismo tiempo, las mujeres logran reafirmar 
su identidad colectiva y su identidad rural como 
elementos fortalecedores de su autonomía.

La visibilización de saberes y prácticas 
de mujeres
También dentro de los proyectos gestionados 
por Chiyangua se puede identificar un trabajo 
de rescate de una cultura cuyo fundamento 
son los saberes femeninos. La partería es un 
ejemplo que existe desde siempre, ya que nos 
encontramos en una región rural con comuni-
dades distribuidas a lo largo de la costa pacífica 
y muy alejadas de los hospitales de las ciudades. 
El saber sobre el uso de plantas y medicinas na-
turales, así como el conocimiento sobre la pro-
fesión de la partería y su reconocimiento, se ha 
establecido entre las mujeres a través de su re-
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valorización dentro de los proyectos. El siguien-
te diagrama sirve para mostrar las nuevas est-
ructuras desarrolladas a partir de los proyectos 
para garantizar el proceso de empoderamiento 
de las mujeres y su actuación a partir del géne-
ro y sus saberes, y prácticas.

Este diagrama muestra las relaciones entre los 
aspectos de género, los saberes y las prácticas, 
que representan el proceso de empoderamien-
to hacia la inclusión social y económica de las 
mujeres en el municipio de Guapi. La inclusi-
ón social de las mujeres guapireñas a través 
de su identidad rural y de su organización lo-
cal en redes, está influenciada y es guiada por 
los saberes basados en valores y conocimien-
tos ancestrales recuperados. Esto se observa 
en la práctica en todas las asociaciones y en 
la organización local que comprende la res-
ponsabilidad de los liderazgos comunitarios, 
la fundación local Chiyangua y su líder Teófila 
Betencourt. El trabajo de las mujeres gira en 
su mayoría alrededor de los recursos naturales 
del Cauca, como se manifiesta en el caso de la 
gastronomía local tradicional. Con la pesca en 
el Pacífico, el maíz y las arepas, el coco, la caña 
y las hierbas, se tiene la base para una gast-
ronomía local. La gastronomía local organiza-
da por las actoras locales otorga a las mujeres 
del municipio de Guapi fama, reconocimiento 
y visibilización. La red de mujeres que incluye 
el trabajo colectivo, no sólo de mujeres sino 
también de hombres, para la revitalización de 
recursos naturales locales, contribuye a la re-
construcción de las estructuras locales. La aus-
encia de acción por parte del gobierno deja sus 
huellas, como se puede observar en las con-

versaciones de los habitantes que reclaman la 
satisfacción de necesidades cotidianas. Pero al 
mismo tiempo, esta ausencia del gobierno en el 
municipio de Guapi, deja un espacio libre para 
el empoderamiento de la comunidad a partir 
de mecanismos de autogestión que apoyan, a 

su vez, su inclusión social. La fuerte pre-
sencia femenina en el municipio de Guapi, 
que se dedica al trabajo comunitario en 
redes colectivas de pequeñas organiza-
ciones puede ser también visibilizada. La 
intervención de fundaciones internaci-
onales como ACUA y Organizaciones no 
Gubermentales, fomenta el interés por el 
apoyo local. Un resultado importante de 
nuestro trabajo de investigación consiste 
en contribuir a visibilizar el hecho de que 
son las mujeres, en gran mayoría, quienes 
dinamizan los procesos para encontrar 
alternativas de trabajo e ingresos para el 
sustento económico de sus familias, a tra-
vés de su trabajo en cooperativas como 
microempresarias.

En colectivo hacia la autonomía y la 
visibilidad
El problema de la exclusión no implica sólo la 
reproducción de las desigualdades verticales 
del modelo industrial. Esta problemática va más 
allá, en cuanto la exclusión implica fracturas en 
el tejido social y rompe la integración. La exclu-
sión afecta no sólo a grupos predeterminados, 
al contrario, ésta afecta en forma indiscrimina-
da a personas, grupos e instituciones, a partir 
de las variaciones de la definición de vulnera-
bilidad. De manera que, abordar el tema de 
la exclusión social en Colombia es acercarse 
de alguna manera a las políticas de inclusión 
social, a los valores sociales, a la acción colec-
tiva institucional y a las políticas públicas. Con 
el proyecto “Empoderamiento considerando 
los aspectos de género, saber y prácticas de 
comunidades afro en Colombia”, se intentó 
demostrar la necesidad de la autogestión y, al 
mismo tiempo, de las estructuras organizativas 
que reciben apoyo externo para garantizar la 
inclusión económica, para poder dar respuesta 
a la pregunta de investigación sobre si hay un 
cambio en la situación y en la posición de las 
mujeres afrocolombianas en las comunidades 
del Cauca, y en caso de ser así nos interesó dar 
respuesta a una segunda pregunta sobre la for-
ma en que se produce el proceso de empode-

Diagrama: Visibilización de las mujeres
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ramiento de las mujeres. Podemos concluir de 
nuestro trabajo en la región, que la situación de 
las mujeres ha cambiado gracias a que crean 
y dirigen microempresas que sirven de susten-
to, en la mayoría de los casos, para las familias. 
Como las mujeres trabajan en sus proyectos de 
emprendimiento colectivamente, fortaleciendo 
su identidad rural, los propósitos principales 
de la colectividad las apoyan en el proceso de 
recuperación y visibilización de sus tradiciones. 
La cuestión sobre la construcción de la auto-
nomía de las mujeres necesita ser investigada 
de una forma más profunda. Nuestra primera 
aproximación a Guapi nos ha revelado que to-
davía hay una carencia de estructuras colecti-
vas, definidas como espacios y organizaciones 
más autónomas, así como las condiciones de 
posibilidad para garantizar un mercado estab-
le para la venta de los productos que se pro-
ducen afuera de la región de Guapi, como por 
ejemplo, estructuras para un comercio justo in-
ternacional. El proceso de empoderamiento de 
las mujeres está en el marco de la organización 
que es resultado de las diferentes for-
mas de apoyo e intercambio que abren 
las puertas a alternativas que propo-
nen un potencial de transformación 
que repercute en la posición de las ac-
toras sociales como mujeres, madres 
y emprendedoras. La inclusión y apli-
cación de saberes, y prácticas, con un 
enfoque en el género, atraviesa a los 
proyectos asociativos de Chiyangua y 
conduce a la visibilización de la gastro-
nomía, los productos y las costumbres 
tradicionales dentro de las asociacio-
nes. Desde estas estructuras organiza-
tivas surge una colectividad que lleva 
al empoderamiento de las mujeres gu-
apireñas. De esta forma, las mujeres 
aparecen en ese escenario social como 
agentes dinamizadoras de procesos 
sociales en los territorios colectivos. 
También el cuidado de la cultura local 
apoya el trabajo, así como la inclusión 
social y económica. El proceso de em-
poderamiento muestra también el po-
tencial transformador de las mujeres 
a través de la realización colectiva de 
los proyectos que les dan la posibilidad 
de reconocer sus derechos y realizarse 
a nivel personal. Esta transformación 
ofrece una entrada al mercado local y, 
de vez en cuando, abre posibilidades 
que son apoyadas por ACUA, para 

viajar y vender los productos en eventos que 
conducen hacia una independencia económi-
ca. Los niveles de autonomía varían también 
pensando en el empoderamiento que ya ha 
sido transformado y trasladado a la esfera de 
la vida personal. Finalmente, podemos afirmar 
que a partir del trabajo en las asociaciones, las 
mujeres encuentran un espacio colectivo don-
de se trabaja sobre las prácticas y los saberes 
que se encontraban en riesgo de extinción. Es-
tos saberes y prácticas son precisamente los 
que en el contexto de las relaciones de género 
conducen a las mujeres a su empoderamien-
to. Hoy en día las organizaciones y asociacio-
nes han documentado los conocimientos que 
estaban amenazados y sólo se transmitían por 
la vía oral para poder compartirlos. Así vemos 
que las mujeres que entrevistamos asumen un 
papel de gran importancia como cuidadoras de 
tradiciones y de cultura. Queda aún por inves-
tigar, qué es lo que sucede cuando las mujeres 
emigran del campo a la ciudad y cuál es el papel 
de los hombres en la conservación de las tradi-

Foto: Nina Lawrenz
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ciones comunitarias.

Los procesos de organización de los proyectos 
visitados en Guapi no surgieron espontánea-
mente a partir de los esfuerzos realizados por 
las mujeres. Ellos están inmersos en un contex-
to más complejo. Gracias a la colaboración de 
actores más empoderados que tienen acceso 
a financiación, información y contactos fue po-
sible crear una red de apoyo en Guapi. Todos 
los proyectos aquí estudiados necesitan de un 
apoyo y seguimiento para poder comunicarse 
con el mundo oficial que les permita construir 
actividades de desarrollo social y económico. 
Aun cuando las mujeres que reciben recursos 
externos están en condiciones de llevar a cabo 
gestiones de una forma independiente, porque 
se han ido transformando sus prácticas y han 
cambiado la forma de organizar sus vidas, esto 
no significa que su autonomía esté garantizada, 
ya que siguen siendo dependiendo del apoyo 
financiero externo. Sin embargo, el proceso de 
empoderamiento sí logra deconstruir las asi-
metrías de saberes y prácticas realizadas por 
las mujeres guapireñas en la región del Cauca, 
Colombia.
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La fuerza del orden masculino
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La fuerza del orden masculino se descubre en el 
hecho de que prescinde de cualquier justificación 
    (Bourdieu 2000: 22). 

Para entender las prácticas de dominación que 
existen en las relaciones de género se debe 
entender cómo se define la masculinidad he-
gemónica. El artículo parte de la idea de que 
la masculinidad hegemónica es la base de los 
ejemplos a mencionar en éste. El propósito es 
señalar las distintas formas a través de las cua-
les la dominación se pone en práctica. A partir 
de entrevistas con expertxs, debates con acti-
vistxs y organizaciones sociales, mesas de dis-
cusión con profesorxs y estudiantes, así como 
conversaciones informales sobre la vida cotidi-
ana en Colombia, se han podido recopilar cono-
cimientos e informaciones de primera mano en 
relación a las diferentes formas de dominaci-
ón actual. De esta manera se han podido notar 
los impactos que tienen las diferentes formas 
de violencia a nivel individual e institucional. 
Nuestras investigaciones se entrelazan en el 
momento que se empieza a reflexionar sobre 
las prácticas de dominación y la masculinidad 
hegemónica, que limitan la autodeterminación 
de las personas sobre sus proyectos de vida y 
sus cuerpos. En este artículo tiene relevancia la 
violencia física, la violencia psicológica y la vi-
olencia simbólica. Haremos referencia a estas 
formas particulares de violencia, las cuales res-
tringen la libertad de decidir sobre los cuerpos, 
usando tres casos distintos en el contexto co-
lombiano: la violencia doméstica y la impuni-
dad, el debate sobre la descriminalización del 
aborto y la representación, y reproducción, de 
la narcoestética en los medios de comunicaci-
ón. Los ejemplos a revisar en el artículo expli-
citarán los aspectos que juegan un papel en la 
restricción de la autodeterminación y, al mismo 

tiempo, pretenden mostrar el margen de decis-
ión que cada persona tiene en un sistema pat-
riarcal.

Para empezar 
Para Bourdieu, la dominación masculina no 
representa una forma de dominación que se 
enfoca en bienes materiales, sino que gira al-
rededor de la acumulación de los bienes y el 
capital simbólico. La dominación masculina es 
entonces una forma de dominación simbólica 
que, en la división construida por la sociedad, 
se inscribe principalmente en el género y con-
duce a una sumisión de lo femenino bajo lo 
masculino, pudiendo ser ésta entendida como 
violencia simbólica (Bourdieu 2013: 8):

[Esta es una] violencia amortiguada, insensible, e 
invisible para sus propias víctimas, que se ejerce 
esencialmente a través de los caminos puramente 
simbólicos de la comunicación y del conocimiento 
o, más exactamente, del desconocimiento, del 
reconocimiento o, en último término, del sentimi-
ento. (Bourdieu 2000: 12)

La construcción de género es un trabajo enor-
me y constante que se realiza en el contexto 
de socialización de cada ser humano a través 
de instituciones como la familia, la escuela, el 
Estado y la Iglesia, y que conlleva a la creación 
de lo que es un hábito masculino o femenino 
respetado socialmente (Bourdieu 2013: 45, 65).

El hábito es la base de acciones conscientes y 
al mismo tiempo se retira de la conciencia. (...) 
El ser humano practica un cierto pensamiento, 
una cierta percepción o una cierta conducta en 
un entorno social determinado porque ejerce 
éste mismo pensamiento, ésta percepción o ésta 
conducta. Este ejercicio anclado en el cuerpo es 
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la base del pensar, la percepción y, más tarde, la 
acción. (Fröhlich y Rehbein 2009: 111 y s., tradu-
cido)

Así, Bourdieu señala que existen “principios de 
visión y de división que conducen a clasificar 
todas las cosas del mundo y todas las prácticas 
según unas distinciones reducibles a la oposici-
ón entre lo masculino y lo femenino” (Bourdieu 
2000: 45). Los cuerpos masculinos y femeninos 
están tan impregnados de disposiciones que 
los hacen actuar de una manera determina-
da, que a su vez corresponden a disposiciones 
prescritas por las estructuras del sistema de 
dominación y al mismo tiempo las consolida 
(Bourdieu 2013: 71: 76). „El concepto de dispo-
sición se utiliza por lo general en el sentido de 
orientación, inclinación, convicciones o disponi-
bilidad” (Fröhlich y Rehbein 2009: 73). Siguiendo 
esta lógica, deben cambiarse primero las dispo-
siciones si se quiere reconfigurar una relación 
de dominación. Según Bourdieu, el hombre no 

se deja influenciar por nada más que por el ho-
nor, que a su vez es constitutivo para lo típico 
masculino, por lo cual es la masculinidad mis-
ma. El cuerpo masculino y su comportamiento 
tienen como meta la conservación del honor y 
el aumento constante de éste, que parece con-
stituir su más grande capital simbólico (Bour-
dieu 2013: 90). Por lo tanto, esta dominación 
simbólica, que aparentemente proviene de los 
hombres, no sólo tiene efectos positivos para 

éstos sino también puede funcionar como una 
trampa o carga (ibíd.: 92), ya que “se presenta 
en realidad como un ideal, o, mejor dicho, un 
sistema de exigencias que está condenado a 
permanecer, en más de un caso, como inacce-
sible” (Bourdieu 2000: 68). Así, la masculinidad 
se puede entender como un sistema de orien-
tación de gran importancia para los hombres, 
del cual difícilmente pueden escapar. No se 
puede entender como una construcción homo-
génea ni tampoco como una acumulación na-
tural de características de género. La masculini-
dad, más bien, es construida por resultados de 
múltiples interacciones entre prácticas sociales 
y culturales, y los hábitos sociales que siemp-
re están restableciéndose. Para entender es-
tas interacciones y la diferenciación del grupo 
masculino nos enfocamos en el concepto de la 
masculinidad hegemónica de Raewyn Connell. 
Esta masculinidad se constituye a través de una 
doble relación afectada tanto por la feminidad 
como por otras masculinidades. A su vez, la 

relación de masculinidad hacia la 
feminidad está determinada por 
dominio y superioridad. La rela-
ción con otras masculinidades 
se basa en una marginalización 
o subordinación jerárquica y est-
ructurada que se caracteriza por 
la diferenciación social basada en 
factores como etnia, clase, identi-
dad sexual y cuerpo (Connell 
1999: 99 y s.). El concepto de Con-
nell no intenta identificar un tipo 
específico de masculinidad con 
características determinadas que 
representen la masculinidad he-
gemónica, más bien se enfoca en 
las relaciones estructurales entre 
los géneros, así como en las re-
laciones de poder entre distintos 
grupos sociales de hombres (ibíd.: 
91). Por lo tanto, la masculinidad 
hegemónica puede entenderse 

como patrones de comportamiento que surgen 
en ciertas situaciones dentro de una estructura 
de relación variable y se expresa en todos los 
niveles sociales: en el nivel de la representación 
cultural, en las prácticas de acción cotidianas y 
en las estructuras institucionales. La masculini-
dad hegemónica reproduce una norma actual 
y cada campo social puede asumir una forma 
diferente. Por ello, se puede partir de una ma-
sculinidad hegemónica plural y de un campo 
en específico. Ésta se ve en formas de prácticas 

Foto: Nina Lawrenz
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discursivas, y no discursivas, que la reproducen 
y afirman para asegurar la superioridad sobre 
las mujeres y masculinidades construidas que 
están marginalizadas y subordinadas. Tambi-
én se pueden expresar por distintas formas 
de violencia (Connell y Messerschmidt 2005: 
841). La masculinidad hegemónica a nivel so-
cial está representada simbólicamente a tra-
vés de la interacción de las prácticas masculi-
nas específicas que tienen un significado social 
(actores, políticos, deportistas) (ibíd.: 849). Así, 
proporciona un marco cultural que puede ser 
materializado en las prácticas e interacciones 
diarias y da forma a un sentido de la realidad 
masculina en toda la sociedad. El contenido 
exacto de estas prácticas varía a través del 
tiempo y entre las sociedades. Tanto mujeres 
como también hombres sufren bajo el sistema 
de dominación marcado por la masculinidad 
hegemónica que se reproduce constantemen-
te, al igual que la violencia simbólica a la que 
está ligada. Bourdieu parte de la idea de que 
los hombres participan como sujetos del inter-
cambio de bienes simbólicos con el fin de au-
mentar su capital simbólico, es decir, el honor. 
Uno de estos bienes simbólicos, para ellos, son 
las mujeres que en el mercado matrimonial 
son negociadas como objetos. Según Bourdieu, 
son instrumentos simbólicos de la política ma-
sculina. Las mujeres y el cuerpo femenino son 
degradados como objetos: en contraste con 
los hombres que actúan como los sujetos, és-
tas son “un objeto evaluable e intercambiable, 
que circula entre los hombres de igual manera 
que una moneda” (Bourdieu 2000: 60, citando 
Dardigna 1980) y, con ello, se convierten en un 
bien simbólico. A través de esta adaptación a 
las expectativas predeterminadas y las estruc-
turas, lxs dominadxs dan indirectamente su 
consentimiento a la violencia simbólica, ya que 
desarrollan disposiciones que concuerdan con 
la estructura dominante (Bourdieu 2013: 66, 
74). Una diferencia entre víctima y agresor no 
puede ser identificada dado que ambos lados, 
dominadxs y dominantes, mantienen el siste-
ma de dominación. La masculinidad también 
requiere de confirmación/aceptación para que 
el hombre sea visto como ‘hombre verdadero’. 
Además de la adquisición de los bienes simbó-
licos es importante distinguirse de las mujeres, 
porque son “débiles y principios de debilidad 
en cuanto que encarnaciones de la vulnerabi-
lidad del honor (...)” (Bourdieu 2000: 69). Una 
manera de demostrar que no se pertenece a la 
categoría de los débiles es mediante los “juegos 

de violencia masculinos” (ibíd.) en los que parti-
cipan los hombres. Estos se aplican entre unos 
y otros para recibir la validación (ibíd.). 

La violencia simbólica es inherente al sistema 
de la dominación masculina y también se pue-
de ver como el punto de partida de otras for-
mas de violencia. Al tratar los diferentes tipos 
de violencia es importante distinguir entre los 
términos de violencia psicológica, violencia físi-
ca, violencia sexual en el contexto de violencia 
sociopolítica, violencia doméstica y violencia 
intrafamiliar. La violencia psicológica se pue-
de presentar de formas evidentes como en 
insultos, gritos y el ejercicio de control frente 
a terceros, pero también de formas más ocul-
tas como la amenaza o los simulacros de po-
der e imposición de reglas de comportamiento. 
Comprende, además, el maltrato emocional 
y la degradación de la persona, impidiendo la 
evolución plena de un proyecto de vida propio 
(Corporación Vamos Mujer y Corporación para 
la Vida Mujeres que Crean 2014: 7-15). Al cont-
rario de la violencia psicológica, la cual en gene-
ral no es perceptible para el exterior, la violen-
cia física sí se puede manifestar en agresiones 
violentas, como por ejemplo los golpes y las 
heridas físicas. Sin embargo, en el contexto de 
la violencia doméstica, bajo la cual también se 
concentran matices de la violencia intrafamiliar 
y la violencia de pareja, se concretan varias ex-
presiones de violencia. Por lo general éstas se 
viven en el ámbito del hogar. Aquí, agresores y 
víctimas están unidxs por parentela o vínculos 
de amor, obligadxs por razones económicas, 
emocionales y tradicionales, lo que también lle-
va a que la mayoría de estos delitos no sean 
denunciados. Otra modalidad de la violencia 
física y psicológica es la violencia sexual, ya 
que este término incluye todo tipo de agresi-
ón, verbal o física, que se ejerce con el fin de 
degradar y humillar a una persona, y someterla 
a actos sexuales en contra de su voluntad. En 
el acto de la violación se entrelazan la violencia 
psicológica, la física y la sexual. El feminicidio 
es la consecuencia extrema de estas formas de 
violencia en conjunto, dado que es el asesinato 
de una mujer o niña por ser del sexo femenino 
(Sánchez Gómez 2010: 38). Desde el año 2008, 
la Corte Constitucional de Colombia recono-
ce la violencia sexual como una práctica habi-
tual ejercida estratégicamente en el conflicto 
armado1. A su vez, diferentes organizaciones 

1   Corte Constitucional de la República de Colombia (2008): 
Auto 092 de 2008, 14 de abril de 2008, http://www.corte-
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designan cualquier acto de las formas de vio-
lencia anteriormente descritas como violencia 
sexual en el contexto de la violencia sociopolítica, 
siempre y cuando esté directamente ligada al 
fenómeno del conflicto armado o cometido por 
actores armados ilegales o legales2. Este último 
tipo de violencia también incluye hechos que, 
en la mayoría de los casos, se dirigen contra 
mujeres, niñas y niños, y que se ejercen con el 
fin de amenazar, extorsionar o despojar terri-
torios (ibíd.). 

Violencia intrafamiliar y la sociedad 
– masculinidades marginalizadas y 
mujeres maltratadas
Según cifras oficiales, la violencia sexual en 
contra de las mujeres ha aumentado en un 46% 
entre los años 2003 a 2013. Estas cifras también 
indican que, en la significante mayoría de estos 
casos, el victimario era familiar, amigo, pareja 
o expareja de la mujer agredida (Sisma Mujer, 
2014: 2). Conforme con la estadística Forensis 
2014 del Instituto Nacional de Medicina Legal y 
Ciencias Forenses de Colombia se registraron 
75939 casos de violencia intrafamiliar en el año 
2014 y el 64 % de éstos fueron identificados 
como sucesos de violencia de pareja (Instituto 
Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses 
2015: 203). De la violencia contra niñas, niños 
y adolescentes se registró un total de 10 402 
casos (ibíd.: 188). Por otro lado, siempre hay 
que tener en cuenta que debido a vergüenza, 
amenazas por parte del agresor e inseguri-
dades acerca del proceso legal, un 73% de las 
mujeres que sufren de violencia de pareja no la 
denuncian (Sisma Mujer 2014: 1). También exis-
te una tendencia común de tratar el tema de la 
violencia doméstica como un tabú o de justifi-
carlo con el abuso de alcohol o celos por parte 
del hombre, como también de culpar a la mujer 
por infidelidad o por comportarse de manera 
provocativa. Estos hechos dan lugar a suponer 
una conexión entre la violencia doméstica, el 
modelo de sociedad dominado por hombres, 

constitucional.gov.co/T-025-04/AUTOS%202008/91.%20
Auto%20del%2014-04-2008.%20Auto%20092.%20
Protecci%C3%B3n%20mujeres%20v%C3%ADctimas%20
del%20desplazamiento.pdf, [12.01.2016].

2   Para información más amplia acerca de este tipo de 
violencia véase también: Sisma Mujer (2012) y Consejería 
en Proyecto (PCS) y Solidaridad Internacional (2006): 14-
19.

el ideal prevaleciente del hombre colombiano y 
las construcciones de masculinidades hegemó-
nicas.

Entendemos la masculinidad hegemónica en 
Colombia como un conjunto de atributos, valo-
res, funciones y conductas, los cuales se consi-
deran esenciales para el hombre colombiano. 
Representa una norma culturalmente constru-
ida, cuyos rasgos son determinados por facto-
res regionales y pueden ser distintos en cada 
campo social. Así, se puede suponer una mas-
culinidad plural y respectivamente hegemónica 
por cada campo social específico. Por ende, es 
imposible pensar la masculinidad hegemóni-
ca colombiana como una sola entidad vigente. 
Sin embargo, existe un modelo colombiano, en 
donde se presenta al hombre como esencial-
mente dominante y que sirve para discriminar 
y subordinar a la mujer, a menores de edad y a 
otros hombres que no se quieren o no se pue-
den adaptar a esta norma.

Según Wilson Quintero Castillo, coordinador del 
proyecto Taller Abierto realizado por el Centro 
de Promoción Integral para la Mujer y la Familia 
en Cali, el hombre como protector, proveedor y 
penetrador representa una forma de ser hom-
bre que se impone en Colombia3. Esto signifi-
ca que un hombre debe ser físicamente capaz 
de proteger a su familia, tiene que disponer de 
fondos económicos suficientes para proveer a 
su familia y debe tener relaciones sexuales con 
mujeres. Si bien estas características son indis-
pensables para poder cumplir con una aparen-
te masculinidad ideal, éstas pueden presen-
tarse en algunas variaciones y dependen, por 
ejemplo, de la clase social económica, la raza, 
la orientación sexual o el cuerpo. Hombres en 
situaciones precarias u hombres físicamente 
limitados a veces no pueden alcanzar este ide-
al, el cual sirve como patrón y es socialmente 
reproducido continuamente (García y Goméz 
2003: 16). Connell los clasifica como el grupo de 
las masculinidades subordinadas y marginaliz-
adas (Connell 1999: 97 y s.). Los resultados de 
algunas entrevistas con hombres jóvenes del 
Quibdó, Armenia y Cali demuestran claramen-
te lo mucho que, particularmente varones jó-
venes, se orientan a este ideal de masculinidad 
endurecido. Especialmente, cualidades como 
ser poderoso, fuerte, sexualmente hiperactivo, 
intrépido, heterosexual y controlar a mujeres, 

3   Entrevista con Wilson Quintero Castillo, realizada por 
Franziska Piedmont, Cali, 30.03.2015.
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y a sus cuerpos, fueron las descripciones más 
atribuidas al ideal masculino (Sánchez Castro 
y Quintero Castillo 2009: 16-18; Viveros et al. 
2001: 89-109). Considerando esta enumeración 
de atributos, el cuerpo masculino se hace re-
levante como importante categoría de análisis. 
Éste debe ser fuerte, capaz, potente y podero-
so para ser reconocido por otros hombres. Esto 
viene acompañado con una imagen muy endu-
recida de la cultura que vincula el ser hombre 
a los rasgos de violencia, competitividad y va-
lentía (García y Goméz 2003: 18 y s.).

Para nosotras es importante recalcar que las 
masculinidades hegemónicas no siempre supo-
nen el uso de la violencia física. Más bien, según 
los resultados de nuestras investigaciones, la 
violencia física es la consecuencia de la repro-
ducción constante de los ideales masculinos 
hegemónicos. Es más probable que hombres, 
que no pueden cumplir con estos ideales por 
diferentes situaciones de vida, tiendan a actuar 
de manera violenta cuando llegan a sus límites. 
El no poder cumplir con estos ideales puede re-
sultar con más frecuencia en conductas violen-
tas (García y Goméz 2003: 16). Las condiciones 
precarizadoras del mercado laboral neoliberal, 
el desempleo, la pobreza y la escasez de op-
ciones educativas desestabilizan la función del 
hombre como proveedor principal de la familia. 
En esta suposición nos respaldan las cifras de 
Forensis, que muestran que una cuarta parte de 
las mujeres agredidas fueron mujeres cabeza 
de hogar y, por ende, socioeconómicamente in-

dependientes ((Instituto Nacional de Medicina 
Legal y Ciencias Forenses 2015: 211). Además, 
cualquier hombre es sujeto en todo momento 
a una batalla para probar su masculinidad de 
manera constante. Al mismo tiempo, los ro-
les de género tradicionales están sujetos a un 
cambio constante en el ámbito institucional y 
público, lo cual también conlleva a que algunos 
hombres se vean amenazados con perder el 
control o poder sobre sus familias. Es justo por 
eso que las agudizaciones de los actos violen-
tos ocurren en el ámbito privado.

El ámbito familiar suele representar un espacio 
culturalmente legitimado por el modelo patriarcal 
para el ejercicio de este tipo de subordinación de 
género. La violencia intrafamiliar es, en un altísimo 
porcentaje, la materialización más dramática de 
esta jerarquización generalizada (García y Goméz 
2003: 15).

En el ámbito de lo privado la supremacía mascu-
lina se impone (Restrepo Yepes 2007: 94).

Es decir, la violencia simbólica inherente en las 
sociedades encuentra su agravación en las re-
laciones amorosas y familiares. Es ahí donde 
los lazos de parentesco y los vínculos de amor 
obligan a víctimas a convivir con sus victima-
rios por razones emocionales, tradicionales 
y económicas. Estas últimas, sin embargo, no 
forman parte de los motivos más indicados 
por mujeres que denuncian las agresiones vi-
vidas en sus hogares. Según cifras del reporte 
Forensis, la intolerancia (51 %), los celos (33 

%) y el alcoholismo (16 %) son las 
primeras tres razones por las que 
mujeres son agredidas por sus 
compañeros sentimentales ((Insti-
tuto Nacional de Medicina Legal y 
Ciencias Forenses 2015: 213). Las 
razones económicas sólo fueron 
indicadas en un 0,8 % de los casos 
denunciados. Estas cifras respald-
an nuestra teoría de que son par-
ticularmente las masculinidades 
subordinadas y marginalizadas, 
las que a través del ejercicio de 
violencia diversa intentan de-
mostrar su superioridad ante los 
entes más débiles. Sin embargo, 
no hay que justificar estos com-
portamientos violentos con las 
circunstancias sociales negativas 
experimentadas por los hombres. 
Según nuestro entender, son vari-

Stencil en la red feminista antimilitarista (Foto: Nina Lawrenz)
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os los factores que pueden influir en la margi-
nalización de estas otras masculinidades, como 
el grado de educación, o bien, la falta de un tí-
tulo o una profesión, el no tener un cuerpo o la 
condición física deseada o el no poder cumplir 
con el rol de proveedor de familia. Por supues-
to, y como siempre, la clase y la etnia juegan un 
papel importante. También hay que cuestionar 
los roles tradicionales que se inculcan a las mu-
jeres y niñas. Son imágenes de lo femenino que 
las ubican en la posición de principales respon-
sables de las labores reproductivas y las tareas 
del hogar. Lo sentimental, emocional, privado y 
pasivo está siempre socialmente conectado a lo 
femenino. Esto también se pudo evidenciar en 
la entrevista con Ángela María Jaramillo Burgos, 
psicóloga e investigadora, que forma parte del 
Colectivo de las Mujeres que Crean de Medellín 
. Los atributos tradicionales de las mujeres en 
Antioquia, por ejemplo, se orientan fuertemen-
te en la imagen de ‘La Dolorosa’. Esta figura re-
ligiosa de la Virgen que con la cabeza inclinada 
y una expresión de profundísimo dolor llora la 
muerte de su hijo Jesús. Con este ejemplo a se-
guir, las niñas desde pequeñas aprenden a agu-
antar dolor y sufrimiento, así como una actitud 
pasiva frente a sucesos violentos. 

Además, se aclaró que las instituciones como 
la Iglesia y la escuela contribuyen de manera 
permanente a mantener estos roles de género 
poco beneficiosos para sociedades en vía hacia 
la equidad de género. Por eso, desigualdades 
sociales o comportamientos violentos tampo-
co se ponen en duda o se perciben como un 
mal a combatir. Es aquí donde se inicia el tra-
bajo de las organizaciones feministas. A través 
de talleres, cursos, actividades en escuelas e 
investigaciones exhaustivas buscan fortalecer 
el conocimiento de lxs participantes acerca de 
sus derechos como ciudadanxs. Partiendo de 
la idea que las organizaciones feministas y ca-
sas de apoyo a personas afectadas por violen-
cia sexual tienen una función importante en la 
formación de sociedades atentas y conscientes, 
se realizaron diferentes entrevistas con exper-
tas, en las cuales se pudo evidenciar la impor-
tancia que tiene la (re-)creación de sujetos con 
derechos para estos fines y para superar la si-
tuación de inequidad de género en la sociedad. 
Otra vertiente del trabajo de las organizaciones 
feministas en Colombia es la constante consi-
deración de la violencia sexual por razones so-
ciopolíticas, ya que en el contexto del conflicto 
armado colombiano los actos de las diferentes 

violencias se agravan y se multiplican debido 
a la constante situación de guerra. Las organi-
zaciones han podido contribuir a una serie de 
avances jurídicos importantes como la puesta 
en vigor del Auto 092/08 o la consideración de 
actos de diferentes tipos de violencia sexual en 
los diálogos dentro del proceso de paz de La 
Habana. Con estos fines se ocupan principal-
mente de la recolección de la memoria histórica 
y, a través de ella, la recuperación de mujeres 
afectadas. Para poder lidiar con estos actos de 
agresión, para encontrar justicia y para poder 
retomar un proyecto de vida propio, las organi-
zaciones feministas como Sisma Mujer, Casa de 
la Mujer o la Ruta Pacífica de las Mujeres tienen 
diferentes métodos de trabajo jurídico y social 
para apoyar a las mujeres afectadas por estas 
violencias sociopolíticas. En el apoyo que dan 
también a movimientos locales más pequeños 
y en la formación de lideresas comunitarias, 
siempre se enfocan en reforzar la posición acti-
va de las mujeres, exponer oportunidades para 
actuar y crear conciencia de que tienen el de-
recho de actuar, y no sólo reaccionar de forma 
pasiva. Justo en este momento se encuentran 
estos enfoques con los ejes del trabajo de los 
centros de ayuda y de información para hom-
bres, los cuales se han establecido en Colom-
bia en los últimos años. El creciente trabajo de 
empoderamiento con mujeres, el cambio de 
los roles tradicionales de género y el discurso 
social de la equidad de género dieron lugar a 
la necesidad de iniciar el trabajo con hombres 
colombianos. La resistencia al cambio, la con-
fusión en el trato con este cambio y la ausen-
cia de opciones de acción alternativas por par-
te de muchos hombres, generaron diferentes 
proyectos, acciones y programas de sensibiliza-
ción y de prevención de violencia.

El trabajo con hombres tiene como mayor pri-
oridad el cuestionamiento de las conductas 
discriminatorias y violentas al igual que la re-
flexión sobre modelos tradicionales de género. 
El objetivo a largo plazo de dichos programas 
es la emancipación de los participantes para 
deconstruir la imagen masculina dominante y 
sus parámetros construidos, y postular orienta-
ciones alternas y no violentas. Las iniciativas y 
los programas públicos dirigidos a hombres, y a 
veces también a mujeres, incluyen por ejemplo 
talleres y formaciones realizadas por el Colec-
tivo Hombres y Masculinidades en Bogotá, en-
cuentros informales realizados por el Círculo de 
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hombres4 en Cali, conferencias como el Foro de 
Masculinidades, Patriarcado y Guerra5 en la Casa 
de la Memoria en Medellín, campañas de firmas 
como la iniciativa Sin mi puño con mi letra6, o 
manifestaciones realizadas por el Colectivo de 
varones anti-patriarcales7 en Cartagena. Otra 
medida se enfoca en el trabajo de 
educación, sensibilización y pre-
vención directa con un grupo foco 
determinado – exclusivamente de 
hombres – en forma de talleres, 
grupos de discusión y cursos de for-
mación. La Fundación Carla Cristina 
en Medellín con el proyecto Machos 
afectivos8 y el Centro de Promoción 
Integral para la Mujer y la Familia 
con su proyecto Taller Abierto, son 
organizaciones que se han dedica-
do a este tipo de trabajo educativo.

Un componente importante en 
esto es el reconocimiento personal 
para poder examinar el respectivo 
campo de socialización y, por lo 
tanto, los ideales dominantes de 
la masculinidad y las relaciones de 
poder existentes que han influido 
en el desarrollo personal de cada participan-
te. El trabajo de sensibilización con grupos pe-
queños de hombres se realiza principalmente 
con hombres jóvenes de origen indígena, afro-
colombiano o mestizo de pocos recursos, en 
zonas suburbanas o rurales. Éstos suelen per-
tenecer al grupo de la masculinidad subordina-
da o marginalizada y se orientan fuertemente 
en la imagen masculina impuesta por la mas-
culinidad hegemónica. De esta manera se hace 
evidente que los privilegios de los hombres es-
tán siempre en interacción con otros mecanis-

4    Entrevista con Gustavo Adolfo Calle Quintero del Cir-
culo de hombres, realizada por Franziska Piedmont, Cali, 
29.03.2015.

5   Participación en el foro por parte de Christina Leh-
mann, Franziska Piedmont y Lisa Tillack. 

6   Acción común de Alcaldía de Tunja, PNUD, la Casa 
de la Mujer UPTC, Casa de Justicia y la Secretaría de Go-
bierno, 2014; véase también: http://www.pnud.org.
co/sitio.shtml?apc=bAa-8--&x=74217#. VgaX6svtmko, 
[29.10.2015].

7   Entrevista con Andres Pianeta Carrascal del Colectivo 
de varones anti-patriarcales, realizada por Franziska Pied-
mont, Cartagena, 24.03.2015. 

8    Entrevista con Angela M. Cataño Vanegas de la Funda-
ción Carla Cristina, realizada por Franziska Piedmont, Me-
dellín, 12.03.2015.

mos de exclusión a lo largo de los diferentes 
ejes de desigualdad. Aquí, el punto de discre-
pancia se hace visible y se desprende de la ne-
cesidad aprendida de adaptarse a una mascu-
linidad hegemónica y de la libertad de tomar 
decisiones alternativas. Por lo tanto, el objetivo 

no sólo es que los participantes cuestionen sus 
orientaciones discriminatorias y violentas, sino 
también que asuman la responsabilidad sobre 
sus acciones sin utilizar excusas con referencia 
a las condiciones precarizantes existentes o a 
un ideal masculino dominante.

Se pudo evidenciar que, a causa de sentir un 
enorme peso de responsabilidad y estrés por 
cumplir con el ideal masculino dominante del 
proveedor, protector y penetrador, algunos 
hombres marginalizados y subordinados tratan 
de compensar el no poder cumplir con este ide-
al aparente por causa de varias razones y usan 
la violencia como herramienta para acercarse 
a éste. Es una reacción innecesaria pero im-
pulsiva − y casi natural −, ya que, por tradición 
patriarcal predominante en nuestras culturas 
y sociedades, el cuerpo femenino es percibido 
como débil y el cuerpo masculino como fuerte. 
Estas ideas, en su gran mayoría, son también 
reproducidas y apoyadas por las diferentes in-
stituciones y medios masivos. Los cuerpos fe-
meninos, o bien dominados, son los que sufren 
de este comportamiento, ya que se les priva de 
una vida libre de violencias.

     Universidad de Cartagena (Foto: Hanna Thiesing)
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El aborto en Colombia: Un paso 
adelante se queda parado a mitad 
del camino
Bourdieu advierte que, para lograr el manteni-
miento de las diferencias existentes entre los 
géneros, es preciso que exista un trabajo de 
(re-)producción continuo. Las instancias que él 
constata como relevantes para éste, son sobre 
todo la familia, la Iglesia, la escuela y el Estado 
(Bourdieu 2013: 65). Para ejemplificar la domi-
nación masculina sobre el cuerpo femenino en 
el discurso sobre el aborto en Colombia, el Es-
tado juega un rol importante. “[Él] ha acudido a 
ratificar e incrementar las prescripciones y las 
proscripciones del patriarcado privado con las 
de un patriarcado público, inscrito en todas las 
instituciones encargadas de gestionar y de re-
gular la existencia cotidiana de la unidad domé-
stica” (Bourdieu 2000: 109). La dominación es 
establecida de manera permanente por el Esta-
do, por ejemplo, en forma de leyes. Un intento 
importante por cambiar la legislación colombi-
ana en cuanto al tema del aborto es la senten-
cia C-355/06 de la Corte Constitucional, la cuál 
será tema en los siguientes párrafos: 

Se declarará por lo tanto ajustado a la Constitu-
ción el artículo 122 del Código Penal en el enten-
dido que no se incurre en delito de aborto, cuando 
con la voluntad de la mujer, la interrupción del 
embarazo se produzca en los siguientes casos: 
a) Cuando la continuación del embarazo consti-
tuya peligro para la vida o la salud de la mujer, 
certificado por un médico; b) cuando exista grave 
malformación del feto que haga inviable su vida, 
certificada por un médico; c) cuando el embarazo 
sea resultado de una conducta, debidamente 
denunciada, constitutiva de acceso carnal o acto 
sexual sin consentimiento, abusivo, o de inse-
minación artificial o de transferencia de óvulo 
fecundado no consentidas, o de incesto.9

La sentencia del año 2006 cambió la posición 
del Estado colombiano frente al tema del abor-
to a nivel legislativo y, por tanto, oficial. Sin em-
bargo, el tema sigue siendo uno de mucha con-
troversia y polémica. El debate es influido no 
sólo por el Estado, sino también por las otras 
instancias relevantes para la (re-)producción de 
mecanismos de poder masculino hegemónico. 
Vamos a presentar una breve introducción a 

9   Corte Constitucional de la República de Colombia 
(2006): Sentencia C-355/06, en:  http://www.corteconstitu-
cional.gov.co/relatoria/2006/C-355-06.htm, [16.09.2015].

los acontecimientos en el debate sobre el ab-
orto desde el 2006 y el rol que juega el Estado 
en ella, que pudieron ser compilados gracias al 
apoyo de las representantes de las organizacio-
nes no gubernamentales (ONGs) Red Feminista 
Antimilitarista de Medellín y Mesa por la Vida y la 
Salud de las Mujeres en Bogotá.

Para entender el debate sobre el aborto en 
Colombia, hay que prestar atención especial 
a diferentes instancias políticas en Colombia, 
ya que es un discurso sobre legalidad e ilega-
lidad. Punto de partida para el debate actual 
es, para nuestra breve introducción al tema, la 
sentencia de la Corte Constitucional. Producto 
de la diferenciación entre esfera pública y esfe-
ra privada, el aborto fue por mucho tiempo un 
tema privado, íntimo, del cual no se hablaba en 
público. La sentencia logró que finalmente el 
tema fuera politizado y dio entonces la posibi-
lidad a las organizaciones no gubernamentales 
de promover sus programas para las mujeres 
que buscan un aborto seguro y de realizar cam-
pañas de divulgación de información imparcial 
sobre derechos reproductivos y sexuales10. 
Este cambio de posición de la Corte Constitu-
cional frente al tema se basa, sobre todo, en 
los nuevos debates internacionales en los años 
anteriores. A partir del año 1994, con la Confe-
rencia Internacional sobre la Población y el Desar-
rollo en El Cairo, se atribuye una nueva y más 
grande importancia al tema de la salud sexual 
y reproductiva. Así, doce años después, en el 
2006, la Corte Constitucional de Colombia de-
cidió poner su enfoque en la difusión de los de-
rechos sexuales y reproductivos, y reconoció la 
autonomía reproductiva de todas las personas, 
un derecho fundamental en la lucha por la au-
todeterminación sobre el propio cuerpo. Antes 
de este cambio internacional y de un enfoque 
más definido en estos derechos, los mismos no 
fueron considerados en el contexto colombia-
no y no tenían ninguna relevancia en el debate 
sobre el aborto. Otra causa del cambio de di-
rección de la Corte Constitucional, mencionada 
por Liliana Oliveros León de la ONG Mesa por 
la Vida y la Salud de las Mujeres, es el debate de 
la salud pública en Colombia. Constata que los 
abortos clandestinos en la mayoría de los casos 
son tan inseguros que representan una de las 
causas más grandes de muerte materna11. El 

10    Entrevista con Sandra Milena Grisales, realizada por     Entrevista con Sandra Milena Grisales, realizada por 
Lisa Tillack, Medellín, 12.03.2015.

11   Entrevista con Liliana Oliveros León, realizada por    Entrevista con Liliana Oliveros León, realizada por 
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aborto es una práctica que se encuentra en las 
diferentes clases de la sociedad colombiana. De 
todos modos, existen diferencias en el método: 
Las mujeres de las clases altas tienen la posi-
bilidad de visitar una clínica segura, mientras 
las mujeres de las clases bajas tienen opciones 
mucho más restrictivas12 Se realizan entre 320 
000 y 450 000 abortos anuales en Colombia, la 
mayoría de ellos todavía clandestinos. El abor-
to inseguro es la causa de un cuarto de todos 
los casos de muerte materna en el país y es un 
grave problema en el tema de la salud pública. 
Víctimas de abortos inseguros son sobre todo 
mujeres jóvenes y/o las que viven en áreas ru-
rales y/o pobres. Muchas mujeres que tendrían 
el derecho de realizar un aborto legal según la 
sentencia C-355, de todos modos no pueden 
contar con el apoyo del sistema por los diver-
sos obstáculos que encuentran durante el pro-
ceso (Kulczycki 2011: 208). Un problema grave 
presenta el hecho que la sentencia de la Corte 
Constitucional no fue integrada en la Constitu-
ción. Así, sigue habiendo intentos por cambiar 
la situación legal, siendo uno de ellos el Refe-
rendo contra el aborto de 2013/14. La objeción 
de conciencia presenta otro obstáculo grande 
para muchas mujeres que tendrían el derecho 
a abortar según la sentencia C-355. Existen mu-
chos casos de médicos e instituciones enteras 
que se niegan a realizar abortos o que violan 
otros reglamentos mencionados por la Corte 
Constitucional basados en la objeción de conci-
encia (Ruibal 2014: 45): 

La objeción de conciencia no es un derecho del 
cual son titulares las personas jurídicas, o el 
Estado. Solo es posible reconocerlo a personas 
naturales, de manera que no pueden existir clíni-
cas, hospitales, centros de salud o cualquiera que 
sea el nombre con que se les denomine, que pre-
senten objeción de conciencia a la práctica de un 
aborto cuando se reúnan las condiciones seña-
ladas en esta sentencia. En lo que respecta a las 
personas naturales, cabe advertir, que la objeción 
de conciencia hace referencia a una convicción de 
carácter religioso debidamente fundamentada, y 
por tanto no se trata de poner en juego la opinión 
del médico en torno a si está o no de acuerdo con 
el aborto, y tampoco puede implicar el desconoci-
miento de los derechos fundamentales de las 
mujeres; por lo que, en caso de alegarse por un 
médico la objeción de conciencia, debe proceder 
inmediatamente a remitir a la mujer que se encu-

Lisa Tillack por Skype, Berlin/Bogotá, 13.04.2015.

12   Entrevista con Isabel Agudelo, realizada por Lisa    Entrevista con Isabel Agudelo, realizada por Lisa 
Tillack, Medellín, 12.03.2015.

entre en las hipótesis previstas a otro médico 
que si pueda llevar a cabo el aborto, sin perjuicio 
de que posteriormente se determine si la obje-
ción de conciencia era procedente y pertinente, 
a través de los mecanismos establecidos por la 
profesión médica13.

Un gran defensor y promotor de la objeción 
de conciencia es el actual Procurador de la 
República de Colombia, Alejandro Ordoñez. Él 
provocó un retroceso en el discurso sobre el 
aborto, tanto legal como público, por su inter-
pretación muy restrictiva de la sentencia. Así, ha 
dificultado también la difusión de información 
sobre ésta y la implementación de la misma14, 
por ejemplo, nombró a personas muy conser-
vadoras y alineadas a la Iglesia Católica como 
miembros de la Procuraduría, alentó a otrxs 
oficiales a que expresaran su opinión contraria 
al aborto y logró que se declare nulo el Decreto 
4444, que regulaba la ejecución de la sentencia 
C-355, provocando confusión y desinformaci-
ón dentro del el sistema de salud y entre las 
mujeres (Ruibal 2014: 47 y s.). Sus intervenci-
ones hasta ahora han llegado a tal nivel que la 
Corte Constitucional lo reprendió por la distri-
bución de información falsa sobre los derechos 
sexuales y reproductivos de las mujeres15. La 
interconexión e influencia que se nota entre la 
política y la Iglesia en Colombia también pue-
den ser evidenciadas por la cultura de paz que 
resulta de la larga temporada de violencia en el 
país. Por causa del conflicto armado, y tantas 
vidas que ha costado, el lema común es “la vida 
es sagrada”. Esta percepción cuenta con el apo-
yo enorme de la iglesia católica y es resumido, y 
re-usado, por la misma en los debates sobre el 
tema del aborto. Así, el aborto es representado 
como un delito particularmente grave contra 
la vida16. Esto tiene como consecuencia la con-
denación de todo acto en contra del rol de las 
mujeres como madres, es decir, procreadoras y 
portadoras de vida. 

Resumiendo, se puede ver que el aborto sigue 
siendo estigmatizado en Colombia por diferen-
tes actores de la vida cotidiana, sean familiares, 

13   Corte Constitucional de la República de Colombia    Corte Constitucional de la República de Colombia 
(2006): Sentencia C-355/06, en:  http://www.corteconstitu-
cional.gov.co/relatoria/2006/C-355-06.htm, [16.09.2015].

14     Entrevista con Liliana Oliveros León, 13.04.2015.     Entrevista con Liliana Oliveros León, 13.04.2015.

15    Entrevista con Liliana Oliveros León, 13.04.2015; c.f.     Entrevista con Liliana Oliveros León, 13.04.2015; c.f. 
Ruibal 2014: 48.

16      Entrevista con Isabel Agudelo, 12.03.2015.
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religiosos o, como hemos visto en esta parte 
del trabajo, el Estado y sus diferentes esferas 
de influencia. Aunque el país haya tenido una 
sentencia casi progresista en comparación con 
otros países de la región, los derechos sexuales 
y reproductivos de las mujeres siguen siendo li-
mitados por la mano paternalista de un Estado 
que todavía reproduce la dominación masculi-
na sobre las mujeres y sus cuerpos, sobre todo 
por el uso de la violencia simbólica implicada 
en leyes restrictivas e informaciones, y presio-
nes, por parte de la mano estatal. Esto puede 
ser evidenciado en el rol del Procurador y otrxs 
políticxs conservadores. Vimos, que ellxs fueron 
responsables tanto de la abolición del Decreto 
4444, como de la distribución de información 
falsa que causa inseguridad entre las mujeres. 
Así, el Estado trata, por un lado, de garantizar 
en ciertos casos el derecho a un aborto legal y 
seguro para las mujeres, pero al mismo tiem-
po este paso adelante se queda parado a mitad 
del camino por la adaptación deficiente de la 
sentencia hecha por la Corte Constitucional y 
por la gran influencia de las fuerzas de la opo-
sición, que luchan en contra de la apertura de 
estos derechos reconocidos internacionalmen-
te. Dos ejemplos mencionados fueron el Refe-
rendo contra el aborto 2013/14 y la objeción de 
conciencia, de la cual se abusa muchas veces. 
De todos modos, las mujeres colombianas se-
guirán luchando por el derecho a decidir sobre 
sus propios cuerpos, tanto en la esfera priva-
da como en la pública, como nos muestran las 
ONGs que luchan cada día por promover este 

derecho.

Cuerpos construidos e intervenidos 
El cuerpo de la mujer está constantemente su-
jeto a parámetros de belleza que responden a la 
forma como cada sociedad percibe su realidad. 
Como se describió anteriormente, las construc-
ciones de género se han formado a lo largo de 
la historia de la humanidad, donde se han ido 
naturalizando asignaciones culturales de ma-
nera impensada. La pregunta es, ¿cómo se for-
ma la belleza que predomina en el presente en 
Colombia? La dominación masculina, definida 
por Bourdieu como la dominación simbólica, 
es la que decide a través de instituciones, que 
ponen en constante reproducción estratégica 
ideas de representaciones sociales −como por 
ejemplo los medios de comunicación. 

(...) [U]na representación habla, así como mue-
stra; comunica, así como expresa. Después de 
todo, produce y determina comportamientos, 
porque al mismo tiempo define la naturaleza de 
los estímulos que nos rodean y nos provocan, y el 
significado de las respuestas que debemos darles. 
En una palabra, así como sucede en mil, la repre-
sentación social es una modalidad particular del 
conocimiento, cuya función es la elaboración de 
los comportamientos y la comunicación entre los 
individuos.” (Moscovici 1979: 17). 

La reproducción “del lenguaje, los contenidos, 
las imágenes, las presencias y las omisiones se 
origina en la sobrevivencia de concepciones, 

Mural en Bogotá (Foto: Hanna Thiesing)
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creencias y tradiciones arraigadas y asentadas 
en la cultura de la desigualdad” (Moya 2010: 29). 
Entonces es difícil ignorar el poder que tienen 
estas representaciones sociales mediáticas que 
refuerzan el trabajo de socialización que reali-
zan las demás instituciones en la creación del 
hábito: la familia, la escuela, el Estado y la Igle-
sia (Bourdieu 2013: 65), como ya fue explicado 
anteriormente. La masculinidad hegemónica 
interviene en la estructura de la dominación 
simbólica como la que ejerce el control absolu-
to y, por tanto, tiene la prominencia en los me-
dios. Pero hay una masculinidad en Colombia 
que ha respondido como contraparte, la de los 
narcotraficantes, aunque ésta siga siendo una 
masculinidad subordinada a la hegemónica. 
Esta masculinidad narco es dominante, pero 
no hegemónica, porque vive al margen de la 
ley y ha entrado en el sector ilegal por no po-
der cumplir las expectativas de la sociedad, ya 
sea por los factores socioeconómicos o las de-
sigualdades sociales. Omar Rincón la describe 
como el nuevo rico norteamericano y el mon-
tañero rico colombiano o antioqueño. Alrede-
dor del fenómeno histórico del narcotráfico se 
ha creado una popularidad en el país que ha 
compuesto una cultura, la narcocultura. Ésta se 
entiende como “formas culturales que relacio-
nan los modos de vida e interacciones sociales 
locales propias del narcotráfico con símbolos 
regionales y nacionales particulares” (Ordoñez 
2012: 4) de Colombia. Esta cultura también se 
representa en los medios colombianos como 
narconovela. En su obra sobre los narcodramas 
en Latinoamérica, Benavides (2008) señala que 
éstas son historias ficticias basadas en la acti-
vidad y en la vida cultural del narcotráfico. Vi-
enen del género del melodrama y juegan con 
los elementos de la cotidianidad, la historia y 
la geografía:La narco-novela, al ser un género 
producido en un contexto particular, no puede 
deslindarse de tales mediaciones socio-cultura-
les. Especialmente en Colombia, la telenovela 
ha cumplido un significativo rol social marcando 
patrones para la producción y consumo masi-
vos de la televisión, aparte de haber impactado 
fuertemente en el imaginario colectivo dentro y 
fuera de América Latina. Este género ha logra-
do posicionarse como una forma de expresión 
que recrea la trama social desde lo cotidiano y 
trivial, así como de las dimensiones afectivas y 
sentimentales, por lo que se ha convertido en 
una vía importante de aproximación hacia el 
mundo de lo popular (Ordoñez 2012: 40).

La representación de la mujer en las narcono-
velas muestra el discurso que existe entre la 
sociedad colombiana y un tipo de ideal de bel-
leza corporal femenina que hace parte de la 
narcoestética, la que se exterioriza en el cuerpo, 
en la música, en el lenguaje, en la televisión y 
en la arquitectura (Rincón 2009: 147). En Co-
lombia, la industria de la belleza es altamente 
lucrativa y una rama de la cultura del país. En 
la excursión realizada en marzo de 2015, se 
observó tanto en la capital como en otras ci-
udades como Medellín, un número grande de 
clínicas de cirugía plástica. Como las mujeres 
en las narconovelas, parece ser que las muje-
res en la vida real también buscan alcanzar el 
estereotipo del cuerpo bello sometiéndose a 
una o varias cirugías estéticas. En la conversa-
ción con estudiantes y profesorxs de la Univer-
sidad de Antioquia, se entró en discusión sobre 
el cuerpo femenino en Medellín y se llegó a la 
conclusión que la mujer paisa es representada 
por ideales de belleza como la de la modelo Na-
talia Paris, de la misma ciudad, que tiene una 
operación de aumento de pechos. También se 
mencionó que el imaginario de tener un cuerpo 
así, o estar con una mujer que tiene el cuerpo 
así, es reproducido en los medios, incluyendo 
a las narconovelas, porque todxs las ven. Los 
cuerpos en reconstrucción tienen un fin, ya que 
alguien comentó que en Antioquia se le da ven-
ta al cuerpo a cambio de obtener el dinero fácil. 
Como ejemplo a esto se puede mencionar la 
narconovela “Sin tetas no hay paraíso”, que ge-
neró alta controversia entre el público colombi-
ano, ya que expone la relación que existe entre 
la cirugía estética, la prostitución de mujeres 
jóvenes y el mundo del narcotráfico. La narco-
novela, que fue transmitida en el año 2006 por 
el canal Caracol de Colombia, es una producci-
ón colombiana y cuenta la historia de una chica 
llamada Catalina de diecisiete años de la ciudad 
de Pereira que, para obtener el dinero para una 
operación de pechos, vende su virginidad a un 
narcotraficante. Esta novela no sólo exhibe las 
diversas problemáticas de la narcocultura, sino 
que además muestra la dominación masculina 
y el poder del hombre, y la violencia simbólica, 
sobre la mujer. Este medio, aunque sea ficticio, 
se presta para observar la experiencia subjetiva 
de las jóvenes y las relaciones entre género, cla-
se social y poder dentro del narcotráfico. Según 
Bourdieu (2000: 60), la mujer es un objeto que 
se pasa como bien simbólico para aumentar o 
acumular el capital simbólico del hombre. Las 
narconovelas recrean exactamente eso, la ob-
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jetivación sexual de la mujer y la reducción de 
la mujer a un cuerpo moldeable, haciendo de 
este medio de comunicación una forma de la 
violencia simbólica. Bourdieu revela que la vi-
olencia simbólica es insensible e invisible para 
los dominados, es ejercida a través del conoci-
miento, reconocimiento y del sentimiento, pero 
además es admitida tanto por el dominador 
como por el dominado (Bourdieu 2000: 12). 

Realizarse una cirugía plástica es decisión pro-
pia de cada mujer, pero la meta de cómo ha 
de verse la crean las masculinidades, como se 
percibe la mujer para la satisfacción de deseos 
y complacimiento del hombre. La representaci-
ón de la mujer como objeto sexual condiciona 
no sólo los estereotipos de la feminidad sino 
de la masculinidad hegemónica. Y en el caso 
de la narcocultura es la masculinidad narco la 
que impone el deseo de un cuerpo femenino 
voluptuoso y maleable. La cirugía estética solía 
ser un tabú en Colombia, pero a través de ac-
tores de la televisión, empezó a verse como un 
símbolo de estatus social y económico en la so-
ciedad (Cetina 1994: 54). El cuerpo es como un 
territorio en disputa, sobre todo cuando se tra-
ta de la autodeterminación del mismo. De estas 
experiencias se puede extraer que el cuerpo es 
una construcción social que inscribe la identi-
dad de un ser humano. En este caso, de la nar-
coestética con las modificaciones corporales. 

Para concluir y continuar 
Este artículo comparte las interpretaciones de 
varias publicaciones feministas, cuando dicen 
que las violencias, simbólicas o efectivas, a las 
que están sujetas todas las mujeres, son un 
continuum en sus vidas y no fases o hechos 
puntuales de expresión de rabia o pérdida de 
control por parte de los hombres (Sánchez Gó-
mez 2010: 18 y s., citando Russell 1992). En este 
punto vale recalcar que no son solamente mu-
jeres, niñas y niños los que sufren este continu-
um de violencias, sino que también lo sufren 
hombres subordinados y marginalizados que 
no alcanzan las expectativas del hombre he-
gemónico. Todos los ejemplos que se han vis-
to muestran que el comportamiento violento 
representa una práctica para asegurar o con-
seguir la hegemonía masculina y fundamentar 
que los roles de género existentes sigan vigen-
tes a nivel institucional, individual y se revaliden 
en los medios de comunicación masivos. Que-

dó claro que la violencia es un adversario de la 
libertad, la autonomía personal de las personas 
afectadas y en particular de la libre determina-
ción sobre sus propios cuerpos. En los casos 
mencionados, la libertad de decisión está li-
mitada por estructuras y prácticas patriarcales. 
La posibilidad de tomar una decisión libre re-
quiere verdaderas alternativas de acción igual 
como la ausencia de coerción. Como se ilustró 
anteriormente, estos requisitos son limitados o 
muchas veces no se dan debido a diversos as-
pectos restrictivos y prácticas de dominación. 
En los casos identificados, la capacidad de au-
todeterminar sobre su propio cuerpo en temas 
como la reproducción, sexualidad, integridad fí-
sica e ideales de la belleza, o de la fuerza física, 
se ve afectada por mecanismos hegemónicos 
de violencia a nivel estructural, social e indivi-
dual en el espacio público y privado. 

En el caso de la violencia intrafamiliar, los cuer-
pos femeninos, o bien dominados, son los que 
sufren del comportamiento de sus parejas ya 
que se les impide una vida libre de violencia 
física, sexual y/o psicológica. Es una reacción 
común, por la imagen predominante del cuer-
po femenino como débil y el cuerpo masculino 
como fuerte, y son ideales que, en gran me-
dida, son también reproducidos y sostenidos 
por las diferentes instituciones y prácticas he-
gemónicas. En el caso del aborto, el mismo es 
todavía estigmatizado en todos estos niveles 
por diferentes actores. El derecho de las mu-
jeres colombianas a decidir sobre sus propios 
cuerpos sigue siendo controlado por la mascu-
linidad hegemónica que se revela, por ejemplo, 
en el rol del Procurador Alejandro Ordoñez. Si 
contemplamos el caso de la narcoestética se 
clarifica como el cuerpo de la mujer se const-
ruye por los ideales de belleza definidos por los 
hombres narcos. En la dominación masculina 
vimos que las mujeres pueden ser un objeto 
del intercambio y que el honor del narcotrafi-
cante depende de su acumulación de mujeres, 
por ende, la mujer, o mejor dicho, su cuerpo 
confirma la masculinidad de estos hombres.

Resulta entonces muy comprensible que las 
relaciones de poder existentes en Colombia y 
las acciones violentas relacionadas por parte 
de hombres ya no sólo sean cuestionadas por 
el movimiento feminista, sino que también se 
vean desafiadas por el activo movimiento ma-
sculino. Éste se presenta en forma de colec-
tivos de hombres, iniciativas universitarias y 
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organizaciones sociales no gubernamentales 
que plantean programas de sensibilización y 
prevención de la violencia con hombres y mu-
jeres. Todas las iniciativas tienen como objetivo 
deconstruir la imagen dominante del hombre 
hegemónica, quieren llamar la atención y al 
mismo tiempo informar cómo postular orien-
taciones alternas no violentas del hombre co-
lombiano, y cuestionar modelos tradicionales 
de género. La colaboración con el movimiento 
feminista y otros grupos afines, además de la 
referencia al estado actual de la investigación 
y a los resultados académicos, son de gran im-
portancia para el reconocimiento y el impacto 
de su trabajo. Se trata de promover formas al-
ternas de vivir la masculinidad e impulsar ma-
sculinidades progresivas, que difieran de las 
normas predeterminadas por el modelo de 
masculinidad hegemónica, para deconstruir re-
laciones de poder existentes. El incremento de 
hombres que participan en los programas de 
sensibilización es uno de los pasos más impor-
tantes, dado que ellos son los referentes posi-
tivos para las generaciones futuras y pueden 
impulsar cambios desde esa posición.

Gracias a estos cambios, y a la constante vigi-
lancia del movimiento feminista, las mujeres 
de Colombia van teniendo cada vez más posi-
bilidades de actuar y acceder a informaciones 
alternativas de una manera más amplia. El dis-
curso abierto y público sobre la polémica del 
aborto, y la distribución de informaciones, ha 
sido uno de los muchos logros de las coopera-
ciones entre activismo y academia. Además, las 
organizaciones feministas como Sisma Mujer, 
la Corporación Vamos Mujer, la Ruta Pacífica de 
las Mujeres o la Casa de la Mujer y su empeño 
para la (re-)formación de sujetos con derechos, 
la colección de memoria histórica para la paz y 
su esfuerzo por combatir las discriminaciones 
existentes, han tenido un impacto importante 
en la batalla contra la violencia doméstica y la 
violencia sexual en el margen del conflicto ar-
mado. Al mismo tiempo, las mujeres todavía 
están sometidas a un trato inhumano en los 
medios, a través de una representación irres-
petuosa, que les niega una posición activa, de 
persona o de sujeto de derecho. Los varones, 
en cambio, ocupan un espacio activo y progre-
sivo. Sus representaciones en los medios inclu-
so aumentan su poder masculino, sin tan siqui-
era cuestionar la violencia implementada.

En resumen, se puede observar que el 
modelo de la sociedad colombiana sigue 
estando marcado por la ideología patriarcal, 
a pesar del establecimiento de los derechos 
constitucionales por la igualdad de la mujer en 
1991 y el aumento numérico de las mujeres 
en el campo político y en el mercado laboral 
formal. Aunque esté presente el discurso social 
de equidad de género y hayan sido adoptadas 
leyes en contra de la discriminación de género, 
la imagen masculina endurecida, al igual 
que la mentalidad tradicional, siguen siendo 
omnipresentes en la sociedad colombiana 
y en los medios de comunicación. Todas las 
prácticas ilustradas en el presente artículo 
reflejan que el uso de la violencia sirve 
para sostener la dominación masculina. El 
comportamiento violento y discriminatorio, 
incluyendo cualquier tipo de violencia, es 
visible independientemente de diferentes 
criterios sociales y viene acompañado con una 
imagen del ideal masculino hegemónico. La 
misma imagen es transmitida en el proceso 
de desarrollo de la identidad masculina, es 
reproducida en la sociedad y está apoyada 
estructuralmente. 

Por ende, podemos concluir que un cambio de 
percepción y de mentalidad que sea exitoso y 
duradero, depende siempre de una lucha uni-
da y constante que permita seguir cambiando 
los paradigmas existentes, reproducidos por 
los medios y las instituciones, como la iglesia y 
las escuelas.
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